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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores, Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
cuatro del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Dolo-
res Alfonseca, cristalógrafo, domiciliado y residente en la , 
ciudad de La Vega, casa N'? 16 de la calle "Beller", cédula 
1789, serie 47, sello 1245430, contra sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del municipio 
de La Vega ,en fecha primero de abril del corriente año 
(1959), cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
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materia: Civil. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip• 
ción Municipio de La Vega, de fecha 1 de abril de 1959. 

Materia: Civil. 

Recurrente: José Dolores Alfonseca. 
Abogados: Dres. Hugo F. Alvarez Valencia y Rubén Alvarez Va•, 

lencia. 

Recurrido: Alcides Basilis Moya. 
Abogado: Dr. J. Alberto Rincón. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores, Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
cuatro del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Dolo-
res Alfonseca, cristalógrafo, domiciliado y residente en la 
ciudad de La Vega, casa N9  16 de la calle "Beller", cédula 
1789, serie 47, sello 1245430, contra sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del municipio 
de La Vega ,en fecha primero de abril del corriente año 
(1959), cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
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PRIMERO: Que debe pronunciar, como al efecto pronuncia, 
el defecto contra el señor José Dolores Alfonseca, por no h a

-ber comparecido no obstante haber sido legalmente citado; 
SEGUNDO: Que debe acoger, como al efecto acoge, las con.. 
clusiones presentadas por el demandante señor Alcides Ba-
silis Moya, por ser justas y reposar en prueba legal; TERCE-
RO: Que debe rescindir, como al efecto rescinde, el contrato 
verbal de inquilinato entre el señor Alcides Basilis Moya, y 
José Dolores Alfonseca, respecto a un apartamiento de dos 
piezas radicado en la calle Beller N 6  16 de esta ciudad de La 
Vega, y por tanto ordena al señor José Dolores Alfonseca, 
parte demandada al desalojo inmediato del referido inmue-
ble; CUARTO: Que debe condenar, como al efecto condena, 
al señor José Dolores Alfonseca, a pagar inmediatamente al 
señor Alcides Basilis Moya, la suma de RD$12.00 correspon-
dientes a mensualidades de alquileres vencidas y no pagadas 
a razón de RD$6.00 pesos oro cada mensualidad; QUINTO: 
Que debe ordenar, como al efecto ordena, la ejecución pro-
visional y sin fianza de esta sentencia, no obstante cualquier 
recurso que contra la misma interponga; SEXTO: Que debe 
condenar, como al efecto condena, al señor José Dolores Al-
fonseca, parte demandada sucumbiente, al pago de todos los 
costos del procedimiento; SEPTIMO: Que debe comisionar, 
como al efecto comisiona, al Alguacil Ordinario del Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, ciudadano 
Santos Serafín Peña, para la notificación de esta sentencia"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. J. Alberto Rincón, cédula 16075, serie 47, 
sello 6408, abogado del recurrido Alcides Basilis Moya, do-
minicano, mayor de edad, soltero, rentista, domiciliado en la 
ciudad de La Vega, cédula 26, serie 47, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veintiséis 
de  mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
los doctores Hugo F. Alvarez Valencia, cédula 20267, serie 

I 47, sello 62557 y Rubén Alvarez Valencia, cédula 46696, se- 
, rie 1, sello 61294, abogados del recurrente, en el cual se in- 

voca, contra la sentencia impugnada, la violación del artícu- 
lo 82'de la Ley de Organización Judicial; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. J. Al-
berto Rincón, abogado del recurrido, notificado a los aborl-
dos del recurrente, en fecha cuatro de julio de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, en el cual solicita que se declare la in-
admísibilidad del recurso de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, párrafo 2, del Código de Pro-
cedimiento Civil, modificado por la Ley N° 571, de 1941, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, la Suprema Corte de 
Justicia decide, como Corte de Casación, si la Ley ha sido 
bien o mal aplicada en los fallos pronunciados en última ins-

• tancia o en instancia única por los tribunales del orden ju- 
dicial; 

Considerando que al tenor del párrafo 2 del artículo 1 
dél Código de Procedimiento Civil, modificado por la Ley 
N9 571, de 1941, los juzgados de paz conocen sin apelación 
hasta la suma de Veinticinco pesos y a cargo de apelación 
por cualquier cuantía a que se eleve la demanda, de las ac-
ciones relativas al contrato dé locación, que no pongan en 
causa la existencia del contrato o el derecho de propiedad del 
inmueble alquilado; 

Considerando que cuando se trata de la resiliación de un 
- contrato de locación fundada en la falta denpago de los ah 

quileres o de una demanda en desalojo, los juzgados de paz 
estatuyen en primera instancia, en vista de que dichas de-
mandas tienen un valor indeterminado; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
muestra que el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip- 
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PRIMERO: Que debe pronunciar, como al efecto pronuncia, 
el defecto contra el señor José Dolores Alfonseca, por no h a, 
ber comparecido no obstante haber sido legalmente citado; 
SEGUNDO: Que debe acoger, como al efecto acoge, las con-
clusiones presentadas por el demandante señor Alcides Ba_ 
silis Moya, por ser justas y reposar en prueba legal; TERCE. 
RO:  Que debe rescindir, como al efecto rescinde, el contrato 
verbal de inquilinato entre el señor Alcides Basilis Moya, y 
José Dolores Alfonseca,, respecto a un apartamiento de dos 
piezas radicado en la calle Beller N° 16 de esta ciudad de La 
Vega, y por tanto ordena al señor José Dolores Alfonseca, 
parte demandada al desalojo inmediato del referido inmue-
ble; CUARTO: Que debe condenar, como al efecto condena, 
al señor José Dolores Alfonseca, a pagar inmediatamente al 
señor Alcides Basilis Moya, la suma de RD$12.00 correspon-
dientes a mensualidades de alquileres vencidas y no pagadas 
a razón de RD$6.00 pesos oro cada mensualidad; QUINTO: 
Que debe ordenar, como al efecto ordena, la ejecución pro-
visional y sin fianza de esta sentencia, no obstante cualquier 
recurso que contra la misma interponga; SEXTO: !Que debe 
condenar, como al efecto condena, al señor José Dolores Al-
fonseca, parte demandada sucumbiente, al pago de todos los 
costos del procedimiento; SEPTIMO: Que debe comisionar, 
como al efecto comisiona, al Alguacil Ordinario del Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, ciudadano 
Santos Serafín Peña, para la notificación de esta sentencia"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. J. Alberto Rincón, cédula 16075, serie 47, 
sello 6408, abogado del recurrido Alcides Basilis Moya, do-
minicano, mayor de edad, soltero, rentista, domiciliado en la 
ciudad de La Vega, cédula 26, serie 47, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veintiséis 
de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
los doctores Hugo F. Alvarez Valencia, cédula 20267, serie 
47, sello 62557 y Rubén Alvarez Valencia, cédula 46696, se-
rie 1, sello 61294, abogados del recurrente, en el cual se in-
voca, contra la sentencia impugnada, la violación del artícu-
lo 82' de la Ley de Organización Judicial; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. J. Al-
berto Rincón, abogado del recurrido, notificado a los abor_- 
dos del recurrente, en fecha cuatro de julio de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, en el cual solicita que se declare la in-
admísibilidad del recurso de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, párrafo 2, del Código de Pro-
cedimiento Civil, modificado por la Ley N" 571, de 1941, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, la Suprema Corte de 
Justicia decide, como Corte de Casación, si la Ley ha sido 
bien o mal aplicada en los fallos pronunciados en última ins-
tancia o en instancia única por los tribunales del orden ju-
dicial; 

Considerando que al tenor del párrafo 2 del artículo 1 
del Código de Procedimiento Civil, modificado por la Ley 
N° 571, de 1941, los juzgados de paz conocen sin apelación 
hasta la suma de Veinticinco pesos y a -cargo de apelación 
por cualquier cuantía a que se eleve la demanda, de las ac-
ciones relativas al contrato dé locación, que no pongan en 
causa la existencia del contrato o el derecho de propiedad del 
inmueble alquilado; 

Considerando que cuando se trata de la resiliación de un 
contrato de locación fundada en la falta deopago de los al-
quileres o de una demanda en desalojo, los juzgados de paz 
estatuyen en primera instancia, en vista de que dichas de-
mandas tienen un valor indeterminado; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
muestra que el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2231 2230 	 BOLETÍN JUDICIAL 

ción de La Vega no tan sólo condenó al actual recurrente al 
pago de los alquileres adeudados, ascendentes a la suma de 
RD$12.00, sino que pronunció, además, la resiliación del con-. 
trato de inquilinato por falta de pago de esos alquileres, y 
ordenó el desalojo; 

Considerando que, en tales condiciones, la sentencia o 
jeto del presente recurso era apelable y no podía, por tanto 
ser impugnada en casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por JoSé Dolores Alfonseca' 
contra sentencia pronunciada el día primero de abril del c 
rriente año, por el Juzgado de Paz de la Segunda Circun 
eripción del municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente Tallo; y Segundo: Condena al re 
currente al pago de las costas, cuya distracción se ordena en . 

 provecho del Dr. J. Alberto Rincón, abogado del recurrido, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Beras.— 
Juan A. Morel. —Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

tencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 13 de julio de 1959. 

aria: Penal. 

' .miente: Inés Heredia Santos. 

venido: José Díaz Méndez. 
gados: Licdos. Francisco A. Hernández J. y Rafael Richter, 

Acevedo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
t.cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente;` Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche IIen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Ma-
nuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
cuatro del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 

• corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por. Inés Here-
dia Santos, dominicana, soltera de 17 años de edad, de di- : , 

, clos domésticos, domiciliada y residente en la -calle Altagra-
cia, casa N9  52, de esta ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
cédula 79170, serie la, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia pronunciada en su, atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad 
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ción de La Vega no tan sólo condenó al actual recurrente al 
pago de los alquileres adeudados, ascendentes a la suma de 
RD$12.00, sino que pronunció, además, la resiliación del con-
trato de inquilinato por falta de pago de esos alquileres, y 
ordenó el desalojo; 

Considerando que, en tales condiciones, la sentencia ob-
jeto del presente recurso era apelable y no podía, por tanto, 
ser impugnada en casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re- 
curso de casación interpuesto por José Dolores Alfonseca 
contra sentencia pronunciada el día primero de abril del co-
rriente año, por el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción del municipio de La Vega, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas, cuya distracción se ordena en 
provecho del Dr. J. Alberto Rincón, abogado del recurrido, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel. —Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto 'Curiel hijo.  

sENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

s ,,ntencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 13 de julio de 1959. 

Niateria: Penal. 

Ile•urente: Inés Heredia Santos. 

revenido: José Díaz Méndez. 
gados: Líalos. Francisco A. Hernández J. y Rafael Richiez' 

Acevedo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
t.cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente;' Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Ma-
nuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
cuatro del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Inés Here-
dia Santos, dominicana, soltera de 17 años de edad, de ofi-
cios domésticos, domiciliada y residente en la •calle Altagra-
cia, casa N9  52, de esta ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
cédula 79170, serie 11 , cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia pronunciada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad 
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Trujillo, en fecha trece del mes de julio del año mil novecien-
tos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más ade-
lente; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce del mes de 
julio del año mil novecientos cincuenta y nueve, a requeri-
miento de la recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el memorial de defensa del prevenido José Díaz 
Méndez, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
de este domicilio y residencia, cédula 1155, serie 1% sello 581, 
depositado en secretaría en fecha veinticinco de septiembre 
del presente año, mil novecientos cincuenta y nueve, por sus 
abogados constituidos licenciados Francisco A. Hernández 
J., cédula 625, serie 1 3, sello 30268 y Rafael Richiez Acevedo, 
cédula 7668, serie 23, sello 7694, en el cual se pide que la 
sentencia impugnada sea mantenida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 10 y 11 de la Ley N9  2402, 
de 1950, 212 del Código de Procedimiento Criminal y 1, 20, 
43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha seis de marzo del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, Inés Heredia Santos presentó querella ante la Policía 
Nacional contra José Diez, por el hecho de que éste no cum-
plía sus obligaciones de padre, respecto de la menor Fran-
cisca, de nueve meses de edad, procreada por ambos según 
la declarante, quien al mismo tiempo solicitó que le fuera 
asignada•la suma de RD$35.00 mensuales para las atencio-
nes de dicha menor; que citadas las partes ante el Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional a 
fines de conciliación, ésta no pudo tener efecto porque el in- 

.  

timado José Diez, no compareció, de todo lo cual se levantó 
el acta correspondiente, en fecha trece de marzo del año mil 
novecientos cincuenta y nueve; c) que regularmente apode-
rada del hecho, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, después de algunos re-
envíos, pronunció en fecha diez del mes de junio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, la sentencia que contiene el dispo-
sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara al señor Bo-
nifacio José Diez Méndez (Pepe) padre de la menor Fran-
cisca, de un año de edad, procreada por la señora Inés Here-
dia Santos; SEGUNDO: Declara a Bonifacio José Diez Mén-
dez (Pepe), culpable de violar las disposiciones de la Ley 
2102, en perjuicio de dicha menor, y en consecuencia lo con-
dena a dos años de prisión correccional y al pago de las cos-
tas; TERCERO: Fija a cargo del prevenido y en favor de la 
menor de que se trata; una pensión mensual de RD$29 00 9 

 (veinte pesos oro), para sus sustentos; y CUARTO: Ordena 
la ejecución provisional de la sentencia, no obstante cual-
quier recurso"; 

Considerando que sobre la apelación del prevenido, la 
Corte a qua pronunció la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes correccionales pbr la Tercera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha 10 del mes de junio del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo aparece copiado en otro "linar del 
presente fallo; y obrando por contrario imperio Descarga al 
prevenido José Diez Méndez, del delito de violación a la Ley 
N- 2402, en perjuicio de la menor Francisca, de un año de 
edad, procreada por la querellante Inés Heredia Santos, por 
insuficiencia de pruebas en cuanto a la paternidad; TERCE-
RO: Declara las costas de oficio"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado mues-
tra que la Corte a qua revocó la sentencia de Primera Iris- 
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Trujillo, en fecha trece del mes de julio del año mil novecien. 
tos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más ad 
lante; 

 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce del mes de 
julio del año mil novecientos cincuenta y nueve, a requeri-
miento de la recurrente, en la cual no se invoca ningún me. 
dio determinado de casación; 

Visto el memorial de defensa del prevenido José Díaz 
Méndez, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
de este domicilio y residencia, cédula 1155, serie 1 fi , sello 581, 
depositado en secretaría en fecha veinticinco de septiembre 
del presente año, mil novecientos cincuenta y nueve, por sus 
abogados constituidos licenciados Francisco A. Hernández 
J., cédula 625, serie 1 1, sello 30268 y Rafael Richiez Acevedo. 
cédula 7668, serie 23, sello 7694, en el cual se pide que la 
sentencia impugnada sea mantenida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 10 y 11 de la Ley N° 2402, 
de 1950, 212 del Código de Procedimiento Criminal y 1, 20, 
43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha seis de marzo del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, Inés Heredia Santos presentó querella ante la Policía 
Nacional contra José Diez, por el hecho de que éste no cum-
plía sus obligaciones de padre, respecto de la menor Fran-
cisca, de nueve meses de edad, procreada por ambos según 
la declarante, quien al mismo tiempo solicitó que le fuera 
asignada•la suma de RD$35.00 mensuales para las atencio-
nes de dicha menor; que citadas las partes ante el Juzgado 
de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional a 
fines de conciliación, ésta no pudo tener efecto porque el in- 

timado José Diez, no compareció, de todo lo cual se levantó 
el acta correspondiente, en fecha trece de marzo del año mil 
novecientos cincuenta y nueve; c) que regularmente apode-
rada del hecho, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, después de algunos re-
envíos, pronunció en fecha diez del mes de junio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, la sentencia que contiene el dispo-
sitivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara al señor Bo-
nifacio José Diez Méndez (Pepe) padre de la menor Fran-
cisca, de un año de edad, procreada por la señora Inés Here-

F dia Santos; SEGUNDO: Declara a Bonifacio José Diez Mén- 
dez (Pepe), culpable de violar las disposiciones de la Ley 

t' 2102, en perjuicio de dicha menor, y en consecuencia lo con-
dena a dos años de prisión correccional y al pago de las cos-
tas; TERCERO: Fija a cargo del prevenido y en favor de la 
menor de que se trata; una pensión mensual de RD$29 00 9 

 (veinte pesos oro), para sus sustentos; y CUARTO: Ordena 
la ejecución provisional de la sentencia, no obstante cual-
quier recurso"; 

Considerando que sobre la apelación del prevenido, la 
Corte a qua pronunció la sentencia ahora impugnada cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 

/- y válido, en la forma, el presente recurso de apelación; SE- 
GUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada en atribucio- 
nes correccionales pbr la Tercera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe- 
cha 10 del mes de junio del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo aparece copiado en otro Iligar del 
presente fallo; y obrando por contrario imperio Descarga al 
prevenido José Diez Méndez, del delito de violación a la Ley 

' N" 2402, .en perjuicio de la menor Francisca, de un año de 
edad, procreada por la querellante Inés Heredia Santos, por 
insuficiencia de pruebas en cuanto a la paternidad; TERCE-
RO: Declara las costas de oficio"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado mues-
tra que la.  Corte a qua revocó la sentencia de Primera Ins- 
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tancia que había declarado al prevenido José Diez culpable 
del delito previsto por el artículo 1 de la Ley 2402, y lo des-
cargó de las condenaciones que le habían sido impuestas, 
por insuficiencia de pruebas; 

Considerando que entre los elementos de prueba reteni-
dos por el juez de primer grado, figura el parecido físico del 
menor cuya paternidad se investiga, con el prevenido, unido 
a la circunstancia de que el examen de los grupos sanguíneos 
realizados por el perito designado, no excluía al prevenido 
como posible padre del menor; 

Considerando que la Corte a qua no ponderó estos ele-
mentos de convicción, limitándose a analizar las declaracio-
nes presentadas por los testigos en primera instancia, que 
constan, en esencia, en el acta de audiencia correspondiente; 

Considerando que al estatuir de este modo la Corte a qua 
no ha justificado legalmente su decisión, pues la pondera-
ción de los elementos de juicio que fueron determinantes pa-
ra el juez de primer grado, hubiera podido conducir, evén-
tualmente, de haber sido examinados en grado de apelación, 
a otra solución; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, en fecha trece de julio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otra parte del presente fallo y envía el asunto ante la 
Corte de Apelación de San Cristóbal; y gegundo: Condena al 
prevenido al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

22 de julio de 1959. 

¡Materia: Penal. 

Recurrente: Juana Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri- 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. More], Segundo Sus- 

' tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, docto- 

, res Manuel Ramón Ruiz Tejada y Manuel D. Bergés Chupa-
ni, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
cuatro del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la. Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana 
Díaz, dominicana, soltera, mayor de edad, de oficios domés-
ticos, domiciliada y residente en la sección de Escalereta, 
municipio de Imbert, cédula 60, serie 38, sello 78450, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Santia-
go, el veintidós de julio del corriente año (1959), cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite 
en la forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma 
la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha seis del mes de mayo del año en curso (1959), por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2235 2234 	 BOLETÍN JUDICIAL 

y 

tancia que había declarado al prevenido José Diez culpable 
del delito previsto por el artículo 1 de la Ley 2402, y lo des-
cargó de las condenaciones que le habían sido impuestas, 
por insuficiencia de pruebas; 

'Considerando que entre los elementos de prueba reteni-
dos por el juez de primer grado, figura el parecido físico del 
menor cuya paternidad se investiga, con el prevenido, unido 
a la circunstancia de que el examen de los grupos sanguíneos 
realizados por el perito designado, no excluía al prevenido 
como posible padre del menor; 

Considerando que la Corte a qua no ponderó estos ele-
mentos de convicción, limitándose a analizar las declaracio-
nes presentadas por los testigos en primera instancia, que 
constan, en esencia, en el acta de audiencia correspondiente; 

Considerando que al estatuir de este modo la Corte a qua 
no ha justificado legalmente su decisión, pues la pondera-
ción de los elementos de juicio que fueron determinantes pa-
ra el juez de primer grado, hubiera podido conducir, even-
tualmente, de haber sido examinados en grado de apelación, 
a otra solución; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo, en fecha trece de julio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otra parte del presente fallo y envía el asunto ante la 
Corte de Apelación de San Cristóbal; y gegundo: Condena al 
prevenido al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

22 de julio de 1959. 

illateria: Penal. 

recurrente: Juana Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, docto-
res Manuel Ramón Ruiz Tejada y Manuel D. Bergés Chupa-
ni, asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
cuatro del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la. Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana 
Díaz, dominicana, soltera, mayor de edad, de oficios domés-
ticos, domiciliada y residente en la sección de Escalereta, 
municipio de Imbert, cédula 60, serie 38, sello 78450, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Santia-
go, el veintidós de julio del corriente año (1959), cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite 
en la forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma 
la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha seis del mes de mayo del año en curso (1959), por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
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Puerto Plata, mediante la cual declaró al nombrado litigo 
Merca lo, no culpable del delito de sustracción de la menor 
Ana María Díaz, y lo descargó de toda responsabilidad penal 
por insuficiencia de pruebas, y declaró de oficio las •costas ) 

 pero, descargándolo esta Corte, no por insuficiencia de prue-
bas sino, por carecer de uno de los elementos constitutivos 
del delito; TERCERÓ: Declara de oficio las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso • de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, el mismo día del fallo, a reque-
rimiento del Dr. César Augusto Cornielle Carrasco, abogado 
de la recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 22 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que las personas calificadas para inten-
tar el recurso de casación son las que han sido partes en la 
instancia que culmina con la sentencia impugnada; que esta 
condición resulta explícitamente de los términos del artículo 
22 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, según el cual 
pueden pedir la casación de una sentencia, el condenado, el 
ministerio público, la parte civil y la persona civilmente res-
ponsable; 

Considerando que el examen del expediente muestra 
que la recurrente Juana Díaz, "abuela y madre de crianza de 
la menor Luz María Díaz", víctima de la infracción, se limitó 
a presentar querella, sin constituirse en parte civil; que, por 
consiguiente, dicha querellante no tiene calidad para recu-
rrir en casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Juana Díaz, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santiago, del veintidós de  

julio del corriente año (1959), cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente 'fallo; y Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan  A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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Puerto Plata, mediante la cual declaró al nombrado lit igo 
 Merca zlo, no culpable del delito de sustracción de la menor 

Ana María Díaz, y lo descargó de toda responsabilidad pen al 
por insuficiencia de pruebas, y declaró de oficio las 'costas, - 
pero, descargándolo esta Corte, no por insuficiencia de prue-
bas sino, por carecer de uno de los elementos constitutivos '• 
del delito; TERCERÓ: Declara de oficio las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, el mismo día del fallo, a reque-
rimiento del Dr. César Augusto Cornielle Carrasco, abogado 
de la recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 22 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que las personas calificadas para inten-
tar el recurso de casación son las que han sido partes en la 
instancia que culmina con la sentencia impugnada; que esta 
condición resulta explícitamente de los términos del artículo 
22 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, según el cual 
pueden pedir la casación de una sentencia, el condenado, el 
ministerio público, la parte civil y la persona civilmente res-
ponsable; 

Considerando que el examen del expediente muestra 
que la recurrente Juana Díaz, "abuela y madre de crianza de 
la menor Luz María Díaz", víctima de la infracción, se limitó 
a presentar querella, sin constituirse en parte civil; que, por 
consiguiente, dicha querellante no tiene calidad para recu-
rrir en casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Juana Díaz, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santiago, del veintidós de 

'o del corriente año (1959), cuyo dispositivo se copia en 
te anterior del presente 'fallo; y Segundo: Condena a la 

currente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés .Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuá 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de 
20 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ana Cecilia Toribio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus. 
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen. 
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
cuatro del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, arios 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Cecilia 
Toribio, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la casa número 75 de 
la calle "J. Armando Bermúdez", de Santiago de los Caballe-
ros, no porta cédula, contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Santiago, de fecha veinte de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República;  

soLETIN JuracIAL 	 2239 

ción; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha seis de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve 
compareció por ante el Destacamento de la Policía Nacional 
del Ensanche Presidente Trujillo, Santiago de los Caballeros, 
Gertrudis Victoria Domínguez, y presentó formal querella 
contra Ana C,ecilia Toribio, por el hecho de éste haberla difa-
mado e injuriado; y b) que apoderada del caso por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
de dicho Distrito Judicial dictó, en defecto, en fecha dieci-
siete de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, una sen-
tencia en sus atribuciones correccionales, cuyo disposittvo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar y pro-
nuncia el defecto contra la nombrada Ana Cecilia Toribio, 
de generales ignoradas por no haber comparecido a la au-
diencia a pesar de haber sido legalmente citada; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara a dicha inculpada, culpable de 
los delitos de difamación e injurias, en perjuicio de Gertrudis 
Victoria Domínguez, y en consecuencia la condena a sufrir 
un mes de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Que debe condenar y 
condena a la referida prevenida al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
Puesto por la prevenida Ana Cecilia Toribio, la Corte de 
APelación de Santiago pronunció en fecha veinte de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, la sentencia ahora im- 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte de Apelación de Santiago, en fecha vein-
titrés de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, a reque-
rimiento de la recurrente, en el cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedimien-
Criminal, y 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Ca- 

e 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de : 

20 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ana Cecilia Toribio. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus. 
ticiar, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
cuatro del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta -y 

nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauráción 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Cecilia 
Toribio, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la casa número 75 de 
la calle "J. Armando Bermúdez", de Santiago de los Caballe-
ros, no porta cédula, contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Santiago, de fecha veinte de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte de Apelación de Santiago, en fecha vein-
titrés de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, a reque-
rimiento de la recurrente, en el cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedimien-
to Criminal, y 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Ca; 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha seis de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve 
compareció por ante el Destacamento de la Policía Nacional 
del Ensanche Presidente Trujillo, Santiago de los Caballeros, 
Gertrudis Victoria Domínguez, y presentó formal querella 
contra Ana Cecilia Toribio, por el hecho de éste haberla difa-
mado e injuriado; y b) que apoderada del caso por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
de dicho Distrito Judicial dictó, en defecto, en fecha dieci-
siete de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, una sen-
tencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositiwo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar y pro-
nuncia el defecto contra la nombrada Ana Cecilia Toribio, 
de generales ignoradas por no haber comparecido a la au-
diencia a pesar de haber sido legalmente citada; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara a dicha inculpada, culpable de 
los delitos de difamación e injurias, en perjuicio de Gertrudis 
Victoria Domínguez, y en consecuencia la condena a sufrir 
un mes de prisión correccional, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Que debe condenar y 
condena a la referida prevenida al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la prevenida Ana Cecilia Toribio, la Corte de 
Apelación de Santtago pronunció en fecha veinte de julio de 
rnil novecientos cincuenta y nueve, la sentencia ahora im- 

4: 
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pugnada en casación, la cual tiene el siguiente dispositivo: 
"PRIMERO: Declara inadmisible el recurso de apelación 
interpuesto por la nombrada Ana Cecilia Toribio, contra 
sentencia dictada en fecha diecisiete del mes de abril del 
ario en curso (1959), por la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
que la condenó en defecto a la pena de Un Mes de Pritión 
Correccional y a las costas, acogiendo en su favor cireuns-
"tandas atenuantes, por los delitos de difamación e injurias 
en perjuicio de Gertrudis Victoria Domínguez, por haber sido 
interpuesto fuera del plazo establecido por la Ley; SEGUN-
DO: Condena a la apelante al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa: a) 
que en Techa diecisiete de abril de mil novecientos cincuenta 
y nueve, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó en defecto, 
la sentencia cuyo dispositivo ha sido transcrito más arriba. 
por la cual condenó a la prevenida Ana Cecilia Toribio a un 
mes de prisión correccional; b) que a requerimiento' del Ma-
gistrado Procurador Fiscal de dicho Distrito Judicial le fué 
notificado en fecha veintiocho de abril de mil novecientos 
cibcuenta y nueve, a la prevenida Ana Cecilia Toribio, 
persona, el dispositivo de la expresada sentencia; c) que en 
fecha veintinueve de maYo de ese mismo ario, la prevenida 
Ana Cecilia Toribio se presentó ante el Secretario de la cita-
da Segunda Cámara Penal, y le expresó "que el motivo de 
su comparecencia era para presentar formal recurso de ape-
lación" contra la antes mencionada sentencia; 

Considerando que el artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal dispone que habrá caducidad de apelación, 
contra las sentencias pronunciadas en defecto, si la declara-
ción de apelar no se ha hecho en la secretaría del tribunal 
que ha pronunciado la sentencia "diez días a más tardar des-

pués del de la notificación de la sentencia que se le haya .  

hecho a lo parte condenada o en su domicilio, contándose un 
día por cada tres leguas de distancia"; que, en la especie, 
al haberle sido notificada a la prevenida Ana Cecilia Toribiol 
en fecha veintiocho de abril del ario en curso, la sentencia 
recurrida en apelación, y teniendo dicha prevenida su domi-
cilio en la Ciudad de Santiago, jurisdicción de la indicada 
Segunda Cámara Penal, es evidente que al declarar su ape-
lación la prevenida el día veintinueve de mayo siguiente, o 
sea treinta y un días después del de la notificación de la in-
dicada sentencia recurrida en apelación, dicho recurso, como 
lo declaró la Corte a qua, era inadmisible, por tardío; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su capsoarcitóani 

;es motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto •por Ana Cecilia Toribio contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Santiago, en fecha veinte de julio de mil no-
vecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena a la recu-

,, rrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Carlos Ml. Larnarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fué 
f,rmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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pugnada en casación, la cual tiene el siguiente dispositivo: 
"PRIMERO: Declara inadmisible el recurso de apelación 
interpuesto por la nombrada Ana Cecilia Toribio, contra 
sentencia dictada en fecha diecisiete del mes de abril del 
ario en curso (195'9), por la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
que la condenó en defecto a la pena de Un Mes de Prifsión 
Correccional y a las costas, acogiendo en su favor cireuns-
lancias atenuantes, por los delitos de difamación e injurias 
en perjuicio de Gertrudis Victoria Domínguez, por haber sido 
interpuesto fuera del plazo establecido por la Ley; SEGUN-
DO: Condena a la apelante al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente aportados en la instrucción de la causa: a) 
que en 'fecha diecisiete de abril de mil novecientos cincuenta 
y nueve, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó en defecto, 
la sentencia cuyo dispositivo ha sido transcrito más arriba, 
por la cual condenó a la prevenida Ana Cecilia Toribio a un 
mes de prisión correccional; b) que a requerimiento-del Ma-
gistrado Procurador Fiscal de dicho Distrito Judicial le fué 
notificado en fecha veintiocho de abril de mil novecientos 
cibcuenta y nueve, a la prevenida Ana Cecilia Toribio, a. 
persona, el dispositivo de la expresada sentencia; c) que en 
fecha veintinueve de maYo de ese mismo año, la prevenida 
Ana Cecilia Toribio se presentó ante el Secretario de la cita-
da Segunda Cámara Penal, y le expresó "que el motivo de 
su comparecencia era para presentar formal recurso de ape-
lación" contra la antes mencionada sentencia; 

Considerando que el artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal dispone que habrá caducidad de apelación, 
contra las sentencias pronunciadas en defecto, si la declara-
ción de apelar no se ha hecho en la secretaría del tribunal 
que ha pronunciado la sentencia ”cliez días a más tardar des-
pués del de la notificación de la sentencia que se le haya 

- 

t hecho a la parte condenada o en su domicilio, contándose un 
y día por cada tres yeguas de distancia"; que, en la especie, 
r; al haberle sido notificada a la prevenida Ana Cecilia Toribiol 

en fecha veintiocho de abril del ario en curso, la sentencia 
1:- recurrida en apelación, y teniendo dicha prevenida su domi- 

cilio en la Ciudad de Santiago, jurisdicción de la indicada 
Segunda Cámara Penal, es evidente que al declarar su ape- 
lación la prevenida el día veintinueve de mayo siguiente, o 

it sea treinta y un días después del de la notificación de la in- 
dicada sentencia recurrida en apelación, dicho recurso, como 
lo declaró la Corte a qua, era inadmisible, por tardío; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justtfique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Ana Cecilia Toribio contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de Santiago, en fecha veinte de julio de mil no-
vecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena a la recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-- 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia iznpugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Angel Santos Escaño. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
, ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. S 'ánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cuatro del mes de no-
viembre del mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel An-
gel Santos Escario, dominicano, mayor de edad, soltero, co-
merciante, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago 
de los Caballeros, cédula 8368, serie 55, sello 5153, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en 
sus atribuciones correccionales en fecha veintiocho de julio 
del corriente ario, mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma los presente recursos de apelación; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia apelada, dictada en atribucio- 

nes correccionales, en fecha cuatro del mes de mayo del ario 
en curso (1959), por la Tercera Cámara Penal del Juzgado 

. de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, me-
' diante la cual condenó al nombrado Miguel Angel Santos Es-
- cario, a la pena de dos arios de prisión correccional y al pago 

de las costas, por el delito de violación a la Ley N'? 2402, en 
perjuicio de los menores Norka María y Miguel Angel Santos 
Valerio, procreados con la querellante María Cristina Valerio 
Muñoz; fijó en la cantidad de cuarenta y cinco pesos oro 
mensuales, la pensión que debía pasar a la madre querellan-
te, Para ayudar al sostenimiento los expresados menores, 
a partir de la fecha de la querella, y ordenó la ejecución . 
provisional de la sentencia; en el sentido de aumentar la 
pensión a la cantidad de cincuenta pesos oro mensuales, con-
firmando dicha sentencia en sus demás aspectos; TERCERO: 
Condena al procesado al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha treinta y uno de julio 
del corriente ario, mil novecientos cincuenta y nueve, a re-
querimiento del propio recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte dé Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 7 y 8, de la Ley N' 2402, de 
sla9c5i0ó,n;y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

Considerando que el artkulo 36 de la Ley sobre Pro- 
cedimiento de 'Casación dispone que los condenados a una 

jwisill. pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 	 t 

• 

- 	Considerando que la ejecución de la pena impuesta al 
prevenido culpable del delito previsto por el artículo 1 de la 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 28 

de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Miguel Angel Santos Escaño. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cuatro del mes de no-
viembre del mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 

Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel An-
gel Santos Escaño, dominicano, mayor de edad, soltero, co-
merciante, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago 
de los Caballeros, cédula 8368, serie 55, sello 5153, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en 
sus atribuciones correccionales en fecha veintiocho de julio 
del corriente ario, mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: 
Admite en la forma los presente recursos de apelación; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia apelada, dictada en atribucio- 
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nes correccionales, en fecha cuatro del mes de mayo del año 
en curso (1959), por la Tercera Cámara Penal del Juzgado . 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, me-
diante la cual condenó al nombrado Miguel Angel Santos Es-
cario, a la pena de dos arios de prisión correccional y al pago 
de las costas, por el delito de violación a la Ley N° 2402, en 
perjuicio de los menores Norka María y Miguel Angel Santos 
Valerio, procreados con la querellante María Cristina Valerio 
Muñoz; fijó en la cantidad de cuarenta y cinco pesos oro 

• mensuales, la pensión que debía pasar a la madre querellan-
te, para ayudar al sostenimiento los expresados menores, 
a partir de la fecha de la querella, y ordenó la ejecución 
provisional de la sentencia; en el sentido de aumentar la 
pensión a la cantidad de cincuenta pesos oro mensuales, con-
firmando dicha sentencia en sus demás aspectos; TERCERO: 
Condena al procesado al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantad-a en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha treinta y uno de julio 
del corriente ario, mil novecientos cincuenta y nueve, a re-
querimiento del propio recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte dé Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8, de la Ley N° 2,102, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artkulo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 1010, 

. - 	Considerando que la ejecución de la pena impuesta al 

1 	pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
. podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
, libertad provisional bajo fianza; 	 I 

prevenido culpable del delito previsto por el artículo 1 de la 
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Ley 2402, queda suspendida, según los términos del artículo 
7, cuando aquél consienta en cumplir sus deberes de padre. 
que para el efecto, el artículo 8 dispone que el condenado' 
hará una petición formal al representante del ministerio pú_ 
blico ante el tribunal,' que haya dictado la sentencia, com_ 
prometiéndose a cumplir con sus obligaciones de padre, de 
todo lo cual se levantará acta que se anexará al expediente; 

Considerando que el actual recurrente fué condenado a 
la pena de dos arios de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, conforme a los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402; 

Consderando que, por otra parte, en el acta de casación 
se expresa que el recurrente "mostró un recibo por valor 
de RD$45.00 que le expidió la señora María Cristina Valerio, 
en fecha veintisiete de julio de mil novecientos cincuenta y-
nueve, para el pago del mes de pensión vencido el veintidós 
del referido mes de julio"; que esta circunstancia no es sufi-
ciente, por sí sola, para suspender la ejecución de la pena; 
que, en efecto, según se ha expresado ya, el artículo 7 de la 
Ley 2402 subordina esta suspensión al cumplimiento de 
un procedimiento especial, el cual no ha sido observado en 
el presente caso; 

Por tales motivos; Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Miguel Angel Santos Es-
caño, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en fecha veintiocho de julio del corriente, 
ario, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fa-
llo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los. Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
cefiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
-ciencia pública del día, mes y ario en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Ley 2402, queda suspendida, según los términos del artículo 
7, cuando aquél consienta en cumplir sus deberes de padre. 
que para el efecto, el artículo 8 dispone que el condenado' 1. 
hará una petición formal al representante del ministerio NI_ 
blico ante el tribunal,' que haya dictado la sentencia, com. , 
prometiéndose a cumplir con sus obligaciones de padre, de 
todo lo cual se levantará acta que se anexará al expediente; 

Considerando que el actual recurrente fué condenado a 
la pena de dos arios de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, conforme a los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402; 

Consderando que, por otra parte, en el acta de casación 
se expresa que el recurrente "mostró un recibo por valor 
de RD$45.00 que le expidió la señora María Cristina Valerio, 
en fecha veintisiete de julio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, para el pago del mes de pensión vencido el veintidós 
del referido mes de julio"; que esta circunstancia no es sufi-
ciente, por sí sola, para suspender la ejecución de la pena; 
que, en efecto, según se ha expresado ya, el artículo 7 de la 
Ley 2402 subordina esta suspensión al cumplimiento de 
un procedimiento especial, el cual no ha sido observado en 
el presente caso; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Miguel Angel Santos Es-
caño, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de Santiago, en fecha veintiocho de julio del corriente, 
año, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fa-
llo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los, Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hi-

jo, Secretario General.  

, 	La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
101 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
();encia pública del día, mes y ario en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que . 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE NOVIEMBRE DE I.95g 

Recurrido: César Reyes Abreu. 
Abogados: Dres. Camilo Heredia Soto y Felipe Mariano Santana. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
'Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarehe Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cinco del mes de noviem-
'bre de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia públiCa, como corte de casación. 
la  siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de caSación interpuesto por Talleres 
Gráficos Diana, C. por A., sociedad constituida de acuerdo 
con las leyes de la República, representada por su Adminis-
trador, Rafael A. Padilla, dominicano, casado, comerciante. 
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 43653, serie 
1, sello 84734, contra sentencia dictada en fecha tres de abril 
del ario de mil novecientos cincuenta y nueve, por la Cámara  

civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, actuando como Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado, y cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

ep la República; 
Visto el memorial de casación suscrito por los abogados 

de la recurrente, doctores Margarita A. Tavares, cédula 3°- 
652, serie 1, sello 57764 y Froilán J. R. Tavares, cédula 45081, 
serie 1, sello 4516, depositado en Secretaría en fecha veinti-
siete de mayo del ario de mil novecientos cincuenta y nueve, 
en el cual se. invocan los medios de casación que más ade-
lante se expresarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido César Reyes Abreu, Dres. Camilo Heredia So-
to, cédula 73, serie 13, sello 4609 y Felipe Mariano Santana, 
cédula 3444, serie 31, sello 30341, notificado en fecha treinta 
de junio del año de mil novecientos cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
to Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
sobre demanda intentada por el trabajador César Reyes 
.93reu contra los Talleres Gráficos Diana, C. por A., en pago 
de las indemnizaciones acordadas por el Código de Trabajo a 
los obreros despedidos injustificadamente, el Juzgado de Paz 
de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en 
detecto en fecha treinta de octubre del año de mil novecien-
tos cincuenta y siete, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
'PALLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto declara, res-
cindido el contrato de trabajo intervenido entre el señor Cé-
sar Reyes Abreu y Talleres Gráficos Diana, C. por A., con 
responsabilidad para esta última; SEGUNDO: Que condena, 
como al efecto se condena a Talleres Gráficos Diana, C. por 
A., a pagarle al señor César Reyes Abreu, (24.) Veinticuatro 
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Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 de 
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abril de 1959. 

Materia: Trabajo. 

Reurrente: Talleres Gráficos Diana, C. por A. 
Abogados': Dres. Margarita A. Tavares y Froilán J. R. Tavares. 

Recurrido: César Reyes Abreu. 

Abogados: Dres. Camilo Heredia Soto y Felipe Mariano Santana 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
'Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Prelidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarehe Henriquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cinco del mes de noviem-
'bre de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de colación. 
la  siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de calación interpuesto por Talleres 
Gráficos Diana, C. por A., sociedad constituida de acuerdo 
con las leyes de la República, representada por su Adminis-
trador, Rafael A. Padilla, dominicano, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en esta ciudad," cédula 43653, serie 
1, sello 84734, contra sentencia dictada en fecha tres de abril 
del ario de mil novecientos cincuenta y nheve, por la Cámara  

civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, actuando como Tribunal de Trabajo de se-
gundo grado, y cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turn9 en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
Visto él memorial de casación suscrito por los abogados 

de la recurrente, doctores Margarita A. Tavares, cédula 30- 
652, serie 1, sello 57764 y Froilán J. R. Tavares, cédula 45081, 
serie 1, sello 4516, depositado en Secretaría e.n fecha veinti-
siete de mayo del ario de mil nosiecientos cincuenta y nueve, 
en el cual se. invocan los medios de casación que más ade-
lante se expresarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido César Reyes Abreu, Dres. Camilo Heredia So-
to, cédula 73, serie 13, sello 4609 y Felipe Mariano Santana, 
cédula 3444, serie 31, sello 30341, notificado en fecha treinta 
de junio del ario de mil novecientos cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después die haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien-
) Civil; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
sobre demanda intentada por el trabajador César Reyes 
Abreu contra los Talleres Gráficos Diana, C. por A., en pago 
de las indemnizaciones acordadas por el Código de Trabajo a 
los obreros despedidos injustificadamente, el Juzgado de Paz 
de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en 
detecto en fecha treinta de octubre del ario de mil novecien-
tos cincuenta y siete, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 

LLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto declara, res-
cindido el contrato de trabajo intervenido entre el señor Cé-
sar Reyes Abreu y Talleres Gráficos Diana, C. por A., con 
responsabilidad para esta última; SEGUNDO: Que condena, 
como al efecto se condena a Tálleres Gráficos Diana, C. por 
A , a pagarle al señor César Reyes Abreu, (24) Veinticuatro 
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días de salario por concepto de pre-aviso, a razón de ROS 
14.00 (catorce pesos oro) semanal; TERCERO: Condenar, 
como al efecto condena, a Talleres Gráficos Diana, C. por 
A., a pagar al señor César Reyes Abreu, (30) Treinta días 
de salario por concepto de auxilio de cesantía, a razón de 
RD$14.00 (catorce pesos oro) semanal; CUARTO: Condenar, 
como al efecto condena, a Talleres Gráficos Diana, :C. por 
A., a pagar al señor César Reyes Abreu, (3) Tres meses de. 
salario a razón de RD$14.00 (catorce pesos oro) semanal, 
por concepto de vacaciones; QUINTO: Condenar, como al 
efecto condena a Talleres Gráficos Diana, C. por A., a pagar 
al señor César Reyes Abreu, (1) un mes por concepto de 
sueldo de navidad, a razón de RD$14.00 (catorce pesos oro)I 
semanal; y SEXTO: Condenar, como al efecto condena, at 
Talleres Gráficos Diana, C. por A., al pago de las costas del 
procedimiento"; b) que sobre recurso de apelación interpues-
to por la demandada, la Cámara Civil y Comercial del Juz-
g2do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en 
fecha veintiuno de noviembre del ario de mil novecientos 
cincuenta y ocho una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Ordena, antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, en el recurso de apelación interpuesto por 
la Talleres Gráficos Diana, C. por A., contra la sentencia de 
Trabajo del Juzgado de Pai de la Quinta Circunscripción 
de este Distrito Nacional, dictada en favor de César Fteyes 
Abreu, que dicha parte intimante haga la prueba de los he-
chos que interesen a su causa, mediante informativo le-gal, 
reservando el contrainformativo a la parte intimada; SE-' 
GUNDO: Fija la audiencia pública que celebrará este Tribu-
nal el día diez (10) del mes de diciembre próximo, a las nue-
ve (9) horas de la mañana, para que tengan efecto tales 
medidas"; c) nue una vez efectuada la medida de instruc-
ción así ordenada, y en la cual fueron oídos los testigos pro-
puestos por las partes, la Cámara a qua dictó en fecha tres 
de abril del año de mil novecientos cincuentinueve la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA- 

PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación de que se trata, interpuesto 
per la Talleres Gráficos Diana, C. por A., contra la sentencia 
de Trabajo del Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción 
de este Distrito Nacional, de fecha 30 de octubre de 1957, dic-
tada a favor de César Reyes Abreu, cuyas conclusiones aco-
ge, por estar fundadas en derecho, y, en consecuencia, re-
chaza en cuanto al fondo, el mencionado recurso de apela-
ción y, consecuentemente confirma en todas sus partes la 
sentencia recurrida, cuyo dispositivo ha sido transcrito pre- ,. 
cedentemente; SEGUNDO: Condena a la Talleres Gráficos 
Diana, C. por A., parte intimante que sucumbe, al pago de 
tan sólo los costos"; 

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente invoca los siguientes medios: "Primer Medio: Viola-
ción de los artículos 78 párrafos 11 y 21 del Código de Tra-
bajo y errada aplicación de los artículos 80, 81 y 82 del mis-
mo Código; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del 
C5digo de Procedimiento Civil, por falta de motivos e insu-
ficiencia de motivos. Falta de Base Legal; Tercer Medio: Des-
naturalización de los hechos, documentos y circunstancias 
de la causa"; 

Considerando que en apoyo de los medios de su recurso, 
la recurrente invoca, en síntesis, que el Tribunal a quo, (al 
*dictar la sentencia impugnada no solamente dedujo del infor-
mativo celebrado "conclusiones contrarias a la verdad de lo 
expuesto por los testigos", y que "no tomó en consideración 
el contenido de diversos documentos de la causa que de ser 
analizados hubieran impuesto al juez a quo un 'rallo contra-
rio al que efectuó", sino que "habiendo la recurrente tacha-
do uno de los testigos presentados por el recurrido en el in-
formativo, cuya declaración pudo haber sido la decisiva en 
el fallo ahora recurrido, dicho juez al dictar la sentencia omi-
tió examinar dicho alegato", y que, por otra parte, la sen-
lencia "carece de motivación ya que no contiene los funda- 
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días de salario por concepto de pre-aviso, a razón de RDS 
14.00 (catorce pesos oro) semanal; TERCERO: Condenar, 
como al efecto condena, a Talleres Gráficos Diana, C. por 
A., a pagar al señor César Reyes Abreu, (30) Treinta días 
de salario por concepto de auxilio de cesantía, a razón de _ 
RD$14.00 (catorce pesos oro) semanal; CUARTO: Condenar, 
como al efecto condena, a Talleres Gráficos Diana, poi. 
A., a pagar al señor César Reyes Abreu, (3) Tres meses de 
salario a razón de RD$14.00 (catorce pesos oro) semanal, 
por concepto de vacaciones; QUINTO: Condenar, como al 
efecto condena a Talleres Gráficos Diana, C. por A., a pagar 
al señor César Reyes Abreu, (1) un mes por concepto de 
sueldo de navidad, a razón de RD$14.00 (catorce pesos oro) iú 
semanal; y SEXTO: Condenar, como al efecto condena, a 
Talleres Gráficos Diana, C. por A., al pago de las costas delx 
procedimiento"; b) que sobre recurso de apelación interpues-. 
to por la demandada, la Cámara Civil y Comercial del Juz-
g2do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en 
fecha veintiuno de noviembre del ario de mil novecientos 
cincuenta y ocho una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Ordena, antes de hacer dere-
cho sobre el fondo, en el recurso de apelación interpuesto por 
la Talleres Gráficos Diana, C. por A., contra la sentencia de 
Trabajo del Juzgado de Paz' de la Quinta Circunscripción 
de este Distrito Nacional, dictada en favor de César Reyes 
Abreu, que dicha 'parte intimante haga la prueba de los he-
chos que interesen a su causa, mediante informativo le-gal, 
reservando el contrainformativo a la parte intimada; SE-' 
GUNDO: Fija la audiencia pública que celebrará este Tribu-
nal el día diez (10) del mes de diciembre próximo, a las nue-
ve (9) horas de la mañana, para que tengan efecto tales 
medidas"; c) nue una vez efectuada la medida de instruc-
ción así ordenada, y en la cual fueron oídos los testigos pro-
puestos por las partes, la Cámara a qua dictó en fecha tres 
de abril del año de mil novecientos cincuentinueve la senten- . 
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA- 

LA: PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación de que se trata, interpuesto 

11 po
r la Talleres Gráficos Diana, C. por A., contra la sentencia 

4 de Trabajo del Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción 
1 de este Distrito Nacional, de fecha 30 de octubre de 1957, dic-
, tada a favor de César Reyes Abreu, cuyas conclusiones aco-
L ge, por estar ftmdadas en derecho, y, en consecuencia, re- 

chaza en cuanto al fondo, el mencionado recurso de apela- 
ción y, consecuentemente confirma en todas sus partes la 

,- sentencia recurrida, cuyo dispositivo ha sido transcrito pre- 
cedentemente; SEGUNDO: Condena a la Talleres Gráficos 

r Diana, C. por A., parte intimante que sucumbe, al pago de 
, tan sólo los costos"; 

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente invoca los siguientes medios: "Primer Medio: Viola-
ción de los artículos 78 párrafos 11 y 21 del Código de Tra-
bajo y errada aplicación de los artículos 80, 81 y 82 del mis-
mo Código; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del 
C5digo de Procedimiento Civil, por falta de motivos e insu-
ticiehcia de motivos. Falta de Base Legal; Tercer Medio: Des-
naturalización de los hechos, documentos y circunstancias 
de la causa"; 

Considerando que en apoyo de los medios de su recurso, 
la recurrente invoca, en síntesis, que el Tribunal a quo, (al 
'dictar la sentencia impugnada no solamente dedujo del infor-
mativo celebrado "conclusiones contrarias a la verdad de lo 
expuesto por los testigos", y que "no tomó en consideración 
el contenido de diversos documentos de la causa que de ser 

1 analizados hubieran impuesto al juez a quo un 'rallo contra-
rio al que efectuó", sino que "habiendo la recurrente tacha-

, do uno de los testigos presentados por el recurrido en el in-
formativo, cuya declaración pudo haber sido la decisiva en 
el fallo ahora recurrido, dicho juez al dictar la sentencia omi-
tió examinar dicho alegato", y que, por otra parte, la sen-
tencia "carece de motivación ya que no contiene los funda- 
4 
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mentos más imprescindibles que justifiquen las condenacio-
nes contenidas en su dispositivo"; 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
revela que Nal proceder el Tribunal a quo, en la audiencia del 
día diez de diciembre del ario de mil novecientos cincuenti. 
ocho, a la celebración del informativo y contrainformativo 
ordenados por sentencia anterior, en el momento en que se 
iba a proceder a oir al testigo Isaac Pierald, testigo único' 
aportado por la demandante, ahora recurrida, el apoderado 
de los Talleres Diana, C. por A., propuso la tacha de dicho 
testigo por ser un litigante contra la Compañía, circunstan-
cia no negada por el referido deponente; que la Cámara a qua 
dispuso proceder a su audición, reservándose "el derecho de 
juzgar la tacha propuesta junto con el fondo del litigio"; - 

Considerando que en fecha tres de abril del ario de mil 
novecientos cincuenta y nueve él tribunal apoderado de la 
contestación la decidió en la forma que se ha expresado más 
arriba, motivándola así: "Considerando, que ha quedado evi-
denciado por la declaración de los testigos Quisqueya Aybar 
Lluberes de France/ft, Carlos Rafael Tavares Santana, Pedro 
Urraca Sufró, Margarita Blanca Arzeno Valdez, Miguel Cues-
ta e Isaac Pieraldi, que la Talleres Gráficos Diana, C. por A., 
despidieron al trabajador César Reyes Abreu sin causa jus-
tificada; que, en tal virtud el recurso de apelación de que so 
trata debe ser rechazado por falta de fundamento y con-
firmada en todas sus partes la sentencia recurrida"; 

'Considerando que de lo así expuesto, como del disposir, , 
tivo de la sentencia impugnada, se evidencia que al dar ga-
nancia de causa a la ahora recurrida, la Cámara a qua ne-- 
chazó implícitamente la tacha propuesta contra el testigo 
Isaac Pieraldi, sin motivar dicho rechazo, tal como ha sido 
alegado por la recurrente; que dicha' omisión, sin embargo, 
carecería de relevancia en la especie, de encontrar apoyo la 
decisión impugnada en los demás elementos de juicio que, al 
decir del tribunal, le sirvieron de fundamento; 

Considerando que como es constante, para justificar su 
decisión la Cámara a qua se fundó en "la declaración de los 
testigos Quisqueya Aybar de Francoff, Carlos Rafael Tava-
res Santana, Pedro Urraca Striró, Margarita Blanca Arzeno 
Valdez, Miguel Cuesta e Isaac Pieraldi"; que el examen del 
acta del informativo revela que con excepción del testigo ta-
chado, Isaac Pieraldi, los demás testigos declararon que el 
trabajadbr César Reyes Valdez, había faltado al trabajo dos 

' días en un mismo mes; que, en consecuencia, al atribuir a 
esos testimonios un sentido contrario a su contenido, dicha 
Cámara incurrió en el vicio de desnaturalización que se alega; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en 
' fecha tres de abril del año de mil novecientos cincuenta y nue-

ve, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
' Instancia del Distrito Nacional, actuando como Tribunal de 

Trabajo de segundo grado, y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
ros Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 

b, A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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mentos más imprescindibles que justifiquen las condenacio-
nes contenidas en su dispositivo"; 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
revela que,a1 proceder el Tribunal a quo, en la audiencia de 
día diez de diciembre del ario de mil novecientos cincuenti-
ocho, a la celebración del informativo y eontrainformativo 
ordenados por sentencia anterior, en el momento en que se, 
iba a proceder a oir al testigo Isaac Pierald, testigo único " 
aportado por la demandante, ahora recurrida, el apoderado 
de los Talleres Diana, C. por A., propuso la tacha de dicho 
testigo por ser un litigante contra la Compañía, circunstan-
cia no negada por el referido deponente; que la Cámara a qua 
dispuso proceder a su audición, reservándose "el derecho de 
juzgar la tacha propuesta junto con el fondo del litigio"; 

Considerando que en fecha tres de abril del año de mil 
novecientos cincuenta y nueve él tribunal apoderado de la 
contestación la decidió en la forma qup se ha expresado más 
arriba, motivándola así: "Considerando, que ha quedado evi-
denciado por la declaración de los testigos Quisqueya Aybar 
Lluberes de France/ft, Carlos Rafael Tavares Santana, Pedro 
Urraca Sufró, Margarita Blanca Arzeno Valdez, Miguel Cues-
ta e Isaac Pieraldi, que la Talleres Gráficos Diana, C. por A., 
despidieron al trabajador César Reyes Abreu sin causa jus-
tificada; que, en tal virtud el recurso de apelación de que se -1 '. 
trata debe ser rechazado por falta de fundamento y con— , 
firmada en todas sus partes la sentencia recurrida"; 

Considerando que de lo así expuesto, como del disposi-
tivo de la sentencia impugnada, se evidencia que al dar ga-
nancia de causa a la ahora recurrida, la Cámara a qua ne-
chazó implícitamente la tacha propuesta contra el testigo 
Isaac Pieraldi, sin motivar dicho rechazo, tal como ha sido 
alegado por la recurrente; que dicha omisión, sin embargo, 
carecería de relevancia en la especie, de encontrar apoyo la 
decisión impugnada en los demás elementos de juicio que, al 
decir del tribunal, le sirvieron de fundamento; 

Considerando que como es constante, para justificar su 
decisión la Cámara a qua se fundó en "la declaración de los 
testigos Quisqueya Aybar de Francoff, Carlos Rafael 'raya- 

' res Santana, Pedro Urraca Striró, Margarita Blanca Arzeno 
Valdez, Miguel Cuesta e Isaac Pieraldi"; que el examen del 
acta del informativo revela que con excepción del testigo ta-

, chado, Isaac Pieraldi, los demás testigos declararon que el 
trabajadbr César Reyes Valdez, había faltado al trabajo dos 
días en un mismo mes; que, en consecuencia, al atribuir a 
esos testimonios un sentido contrario a su contenido, dicha 
Cámara incurrió en el vicio de desnaturalización que se alega; 

- 	Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada en 
fecha tres de abril del ario de mil novecientos cincuenta y nue- 

, ve, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia dei Distrito Nacional, actuando como Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; 

-. Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car- 
. los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 

A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
jo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
- señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

14, 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE 'NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
30 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Otilio Rodríguez. 
Abogado: Dr. Daniel O. Anice Báez. 

Dioá, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la RePública, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpiclio Beyas, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente, doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 1Vlanuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sá'nchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien 
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve 
del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
arios 116' de la Independencia, 97' de la Restaleación y 30' de 
la Era de Trujillo, dicta en -audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Otlio Ro-
dríguez, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en el municipio de Mao, cédula 3426, 
serie 34, sello 7695, contra sentencia dictada por la, Corte cle 
Apelación de Santiago en fecha treinta de julio del corriente 
ario, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRI- 4 

MERO: Admite en la forma el recurso •de apelación; SE-
GUNDO: Revoca la sentencia apelada, ,dictada- en atribucio-
nes correccionales, en fecha seis del mes de abril del ario en 
curso (1959), por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Valverde, mediante la cual desCargó al nom- 

brado Otilio Zodríguez, del delito de violación a la Ley N° 
2402, en perjuicio de la menor. Carmen Dilenia, procreada 
con la querellante Edilia Polanco, por insuficiencia de Prue-
bas y declaró de oficio las costas; y, actuando Por propia au-, 
toridad, declara que el procesado Otilio 'Rodríguez, es el pa-
dre de la expresada menór, y, en consecuencia, lo declara 
culpable del referido delito, en perjuicio de la mencionada 
menor y como tal, lo condena a sufrir la pena de dos arios de 
prisión correccional; TERpERO: Fija en la cantidad de cua-
tro pesos oro mensuales, la pensión que el procesádo debe pa-
sar a la madre querellante, para ayudar al sostenimiento de 
la aludida menor; CUARTO: Ordena la ejecución provisional 
de la sentencia, no obstante cualquier recurso; QUINTO: Con-
dena al procesado alPago de las costas de ambas instanCias"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en fecha cuatro de agosto del 
corriente ario, a requerimiento del Dr. Daniel Octavio Anico 
Báez, cédula 29759, serie 31, sello 63565, abogado del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; . 

Visto el memorial de casación dé fecha cuatro de sep-
tiembre dé mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
Dr. Daniel a Anico Báez, abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los siguientes medios: "Primer -Medio: Violación 
de las reglas de la prueba. Falta de Base legal y desnaturali-
zación de importantes y esenciales hechos de la causa; Se-
gundo Medio: Falta de base legal en otro aspecto por impo-
sibilidad física de que el recurrente sea el padre de la criatu-
ra en cuestión; Tercer Medio: Desnaturalización de decla-
raciones y hechoS de la .ca:usa, en otro aspecto"; 

La Suprema Corte de Justicia, después dellaber delibe-
rado y vistos los artículos 7 y 8, de la Ley N9 2402, de 1950; 
y 1„36 y 65 de la Ley solSre Procedimiento de Casación; 
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Considerando que el artículo 36 de la Léy sobre Proc 
dimien. o de Casación dispone que los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional, no podrán 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en libertad pro-
visional bajo fianza; 

Considerando que la ejecución de la pena impuesta al 
prevenido culpable del.delito previsto por el artículo 1 de la 
Ley 2402, queda suspendida, según los términos del artículo 
7, cuando aquél consienta en cumplir sus deberes de padre; 
que para el efecto, el artículo 8 dispone que el condenado 
hará una petición formal al representante del ministerio pú_ 
blico el tribunal que haya dictado la sentencia, com-
prometiéndose a cumplir con sus obligaciones de padre, de 
todo lo cual sc., Jevantará acta que se anexará al expediente; 

Considerando que el actual recurrente fué condenado a 
la pena de dos arios de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco, 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, conforme a los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402; 

Considerando que, por otra parte, el recurrente ha so-
metido una certificación expedida por el secretario de la 
Procuraduría General de la Corte de Apelación de Santiago, 
en techa 1 de septiembre del año en curso (1959), en la cual 
se expresa que "se encuentra en libertad, por estar cum-
pliendo puntualmente con los términos de la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de este Departamento, de 'fe-
cha 30 de julio del ario mil novecientos cincuenta y nueve, 
que lo condenó a la pena de do3 arios de prisión correccional - 
y al pago de una pensión de RD$4.00 mensuales en favor de 
la menor procreada con la señora Edilia Polanco, compro- - 
bándose el cumplimiento de dicha sentencia, por el recibo 
suscrito por la señora Edilia Polanco, correspondiente al mes 
de agosto del presente ario, en el cual consta que dicho señor 
Otitio Rodríguez está al día en el pago de sus obligaciones"; 
que esta circunstancia no es suficiente por sí sola, para sus- 

e.-rider la ejecución de la pena; que, en efecto, según se ha 

Wex-p. resado ya, el artículo 7 de la Ley 2402 subordina esta 
suspensión al cumplimiento estricto de un procedimiento-es-
pecial, el cual no ha sido observado en el presente caso; 

Por tales motivos, Primero: Decl'ara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Otilio Rodríguez, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Santiago 
ea sus atribuciones correccionales, en fecha treinta de julio 

anTiente ario (1959), cuyo dispositivo se copia en otra 
parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 
stpago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.- 
an A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 

Fuente — Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Teja-
da.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.-- 
,Ernesto Curiel hijo, Secretario GeneraL 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
Armada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe 
fecha 29 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Dolores Melo y Alfredo Melo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del 
mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, .como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dolores 
Melo, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en Villa Diego de Ve-
lázquez-, del municipio de Azua, cédula 9445, serie 10, sello 
1550269 y Alfredo Melo, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, domiciliado y residente en Sección Cambita 
Garabitos, jurisdicción de San Cristóbal, Provincia Trujillo, 
cédula 9252, serie 10, sello 3199428, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de San Cristóbal en fe-
cha veintinueve de mayo de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia 
a continuación: :TALLA: PRIMERO: Pronuncia .el defecto  

contra el inculpado José María Hidalgo y la Compañía "Ase-
rraderos San Cristóbal", C. por A., persona civilmente res-
ponsable, por no haber comparecido a la audiencia a pesar de 
haber sido legalmente citados; SEGUNDO: Declara inadmi-
sible por tardío el recurso de apelación interpuesto por el Ma-
ristrado Procurador General de esta Corte en lo que respec-
t'a al inculpado Willy Johannes Strasse Fersola; TERCERO: 
Declara regular y válido en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el Magistrado Procurador General de esta 
r'orte en lo que atañe al inculpado José María IIidalgo Hi-
dalgo; CUARTO: Declara regular y válido en la forrna el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel Castillo 
Corporán, a nombre y representación de la parte civil cons-
tituida señores Dolores Melo y Alfredo Melo; QUINTO: Con-
firma la sentencia apelada dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 3 de sep-
tiembre de 1957, cuyo dispositivo se copia en otro lugar de 
esta sentencia, que descargó al nombrado José María Hidal-
go Hidalgo del delito de golpes y heridas involuntarios cau-
sados con vehículo de motor qut ocasionaron la muerte de 
Roberto Melo; rechazó la demanda en daños y perjuicios in-
tentada por la parte civil constituída, señora Dolores Mela y 
Alfredo Melo, contra el inculpado José María Hidalgo Hidal-
go y la Compañía Aserraderos San Cristóbal, C. por A.; y 
condenó a dicha parte civil al pago de las costas civiles; SEX-
TO: Declara de oficio las costas penales; SEPTIMO: Conde-
na a la parte civil, señores Dolores Melo y Alfredo Melo al 
pago de las costas civiles"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

la ReOpiúdboircladictamen del Magistrado Procurador General de 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Manuel 
Castillo Corporán, cédula 1804, serie 1, sello 13719, abogado 
de los recurrentes, en fecha catorce de julio de mil novecien- 
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A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del 
mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, añoá 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, .como corte de 
casáción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dolores 
Melo, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en Villa Diego de Ve-
lázquez-, del municipio de Azua, cédula 9445, serie 10, sello 
1550269 y Alfredo Melo, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, agricultor, domiciliado y residente en Sección Cambil a 
Garabitos, jurisdicción de San Cristóbal, Provincia Trujillo, 
cédula 9252, serie 10, sello 3199428, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de San Cristóbal en fe-
cha veintinueve de mayo de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia 
a continuación: :TALLA: PRIMERO: Pronuncia .el defecto  
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contra el inculpado José María Hidalgo y la Compañía "Ase-
rraderos San Cristóbal", C. por A., persona civilmente res-
ponsable, por no haber comparecido a la audiencia a pesar de 
haber sido lega4mente citados; SEGUNDO: Declara inadmi-
sible por tardío el recurso de apelación interpuesto por el Ma-
gistrado Procurador General de esta Corte en lo que respec-
ta al inculpado Willy Johannes Strasse Fersola; TERCERO: 
Declara regular y válido en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el Magistrado Procurador General de esta 
Corte en lo que atañe al inculpado José María IIidalgo Hi-
dalgo; CUARTO: Declara regular y válido en la forma el re-
curso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel Castillo 
Corporán, a nombre y representación de la parte civil cons-
tituida señores Dolores Melo y Alfredo Melo; QUINTO: Con-
firma la sentencia apelada dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 3 de sep-
tiembre de 1957, cuyo dispositivo se copia en otro lugar de 
esta sentencia, que descargó al nombrado José María Hidal-
go Hidalgo del delito de golpes y heridas involuntarios cau-
sados con vehículo de motor que ocasionaron la muerte de 
Roberto Melo; rechazó la demanda en daños y perjuicios in-
tentada por la parte civil constituida, señora Dolores Melo, y 
Alfredo Melo, contra el inculpado José María Hidalgo Hidal-
go y la Compañía Aserraderos San Cristóbal, C. por A.; y 
condenó a dicha parte civil al pago de las costas civiles; SEX-
TO: Declara de oficio las costas penales; SEPTIMO: Conde-
na a la parte civil, señores Dolores Melo y Alfredo Melo ai 

pago de las costas civiles"; - 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Manuel 

-Castillo Corporán, cédula 1804, serie 1, sello 13719, abogado 
de los recurrentes, en fecha catorce de julio de mil novecien- 
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tos cincuenta y nueve, en la cual no se•invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce- 

- 

dimiento de Casación; - 
'Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so_ 

bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso los recurrentes, 
constituídos en parte civil, no invocaron, cuando declararon 
su recurso, ningún medio determinado de casación; que di-
chos recurrentes tampoco han presentado con posterioridad 
a la declaración del recurso, el memorial con la exposición de 
lor medios que le sirvan de fundamento;1 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Dólores Melo y Alfredo Melo, parte 
civil constituida, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en sus atribuciones correc-
cionales, en 'fecha veintinueve de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otra 
parte del presente fallo; y Segundo: Condena a los recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel R.amón Ruiz 'II, 

jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón 'I'. Sánchez I,. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo, 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada', leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

sENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DE 1959 

sentenchi impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Máco-
rís de fecha 24 de julio de 1959. 

materia: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
, lación de San Pedro de Macorís. - 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana,. 

telle En nombre de la Ftepública, la Suprerha Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Berrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, 
licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. 
Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario Generál, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve 
del mes de noviembre de mil noveciéntos cincuenta y nueve, 
arios 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación', la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de Sa'n 
Pedro de Macorís, contra sentencia dictada por la misma 
Corte, en sus ilOribuciones correccionales, en fecha veinti-
cuatro de julio de de mil novecientos cincuenta y nueve, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Ope 	Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

, 

de la República; 
Viáa el acta de casación levantada en la Secretaría de 

la Corte a qua, a requerimiento del Magistrado recurrente, 
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tos cincuenta y nueve, en la cual no se \invoca ningún medio 
determinado de casación; 	• 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
rado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce- .. 
dimiento de Casación; - 

'Considerando que al tenor del artículo 37 de la LeY so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que -en el presente caso los recurrentes, 
constituidos en parte civil, no invocaron, cuando declararon 
su recurso, ningún medio determinado de casación; que di-
chos recurrentes tampoco han presentado con posterioridad 
a la declaración del recurso, el memorial con la exposición de 
lor medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por DOlores Melo y Alfredo Melo, parte 
civil constituida, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en sus atribuciones correc-
cionales, en 'fecha veintinueve de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado en otra 
parte del presente fallo; y Segundo: Condena a los recurren-
tes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-- 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez I,.- -- 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y ftté 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DE 1959 

:,entenci,a impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 24 de julio de 1959. 

ia: Penal. 

1:(.( u rente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, 
licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. 
Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
.cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve 
del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
arios 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, contra sentencia dictada por la misma 
Corte, en sus airibuciones correccionales, en fecha veinti-
cuatro de julio de de mil novecientos cincuenta y nueve, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de 

la Corte a qua, a requerimiento del Magistrado recurrente, 

.14 



BOLE'TtN JUDICIAL 	 2261 2260 	 BOLETÍN JUDICIAL 

en la cual se expresa "que interpone dicho recurso por no 
estar conforme con dicha sentencia y por los demás motivos 
que serán indicados de manera especial en memorial dirigido 
a la Honorable Suprema Corte de Justicia"; 

Visto el memorial de casación, de fecha quince de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito po/ 
el Magistrado recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3 de la Ley 2022, de 1949 rno. 
dificado por la Ley 3749, de 1954; 1, 20, 43 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casacióin; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos 
7incuenta y ocho el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Altagracia, debidamente apoderado, dictó 
una sentencia, en defecto, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Pronuncia defecto contra el inculpado Arís-
lides Marte, por no haber comparecido a esta audiencia, no 
obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Declara, 
al nombrado Arístides Marte, de generales ignoradas, cul-
pable de golpes involuntarios (Violación a la Ley N9 2022), - 
curables después de veinte días en perjuicio de Jovino Ji-
ménez y Simeón Díaz y en consecuencia lo condena a sufrir 
la pena de tres (3) meses de prisión correccional y al pago 
de una multa de cincuenta pesos oro (RD$50 00), acogiendo 
faltas imputables a las víctimas del accidente; TERCERO: 
Ordena, la cancelación de la licencia del nombrado Arístides 
Marte, por el término seis (6) meses a partir de la extinción 
de la pena impuesta; CUARTO: Condena, a dicho prevenido 
al pago de las costas"; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, dictó en fecha tres de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y nueve una sentencia en defecto cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite, en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto *por el 
inculpado Arístides Marte; SEGUNDO: Pronuncia el defecto  

contra el inculpado Arístides Marte, por no haber compare- 
cido la audiencia, no obstante haber sido legalmente cita- 
do; TERCERO: Confirma la sentencia, dictada por el Juzga- 
t-;0 de Primera Instancia del Distrito Judicial de Lá Altagra-

P eta, de fecha veintitrés (23) de diciembre del ario mil nove-
cientos cincuentiocho (1958), que condenó a Arístides Marte 
a sufrir la pena de tres meses de prisión correccional y a 
pagar una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00), así co-
rno también la cancelación de su licencia para manejar ve-
hículos de motor por el término de seis (6) meses a partir 

- de la extinción de la pena impuesta, por el delito de golpes 
involuntarios, en violación a la Ley 1\19 2022, curables des- 
pués de veinte días y antes de sesenta, en perjuicio de •los 
señores Jovino Jiménez y Simeón Díaz; CUARTO: Condena 

dicho inculpado al pago de las costas"; c) que sobre el 
curso de oposición interpuesto por el prevenido contra 

este fallo, la misma Corte de Apelación dictó la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA- 
LLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la forma, el recurso 
de oposición interpuesto por el inculpado Arístides Marte; 
SEGUNDO: Revoca la sentencia dictada por esta Corte de 
Apelación, de fecha tres (3) de marzo del año en curso, 
1959, que confirmó en defecto la sentencia pronunciada por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, de fecha 23 de diciembre de 1958, que condenó 
a Arístides Marte a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional, al pago de una multa de cincuenta pesos oro 
(RD$50.00) y al pago de las costas, así como también la 
cancelacióit de su licencia para manejar vehículos de motor, 
por el término de seis (6) meses a partir de la extinción de la 

na impuesta, por el delito de golpes involuntarios, en vio-
ción a la Ley N° 2022, curables en más de veinte días y 
nos de sesenta. en perjuicio de los señores Jovino Jiménez 

Simeón Díaz; y actuando por propia autoridad, descarga, 
r insuficieneia de pruebas, al referido inculpado Arístides 
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en la cuál se expresa "que interpone dicho recurso por no 
estar conforme con dicha sentencia y por los demás motivos 
que serán indicados de manera especial en memorial dirigido 
a la Honorable Suprema Corte de Justicia"; 

Visto el memorial de casación, de fecha quince de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el Magistrado recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3 de la Ley 2022, de 1949 mo. 
dificado por la Ley 3749, de 1954; 1, 20, 43 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casacióin; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: 
a) que en fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos 
-...incuenta y ocho el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Altagracia, debidamente apoderado, dictó 
una sentencia, en defecto, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Pronuncia defecto contra el inculpado Arís-
lides Marte, por no haber comparecido a esta audiencia, no 
obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Declara, 
al nombrado Arístides Marte, de generales ignoradas, cul-
pable de golpes involuntarios (Violación a la Ley 1\19 2022), 
curables después de veinte días en perjuicio de Jovino Ji-
ménez y Simeón Díaz y en consecuencia lo condena a sufrir 
la pena de tres (3) meses de prisión correccional y al pago 
de una multa de cincuenta pesos oro (RD$50 00), acogiendo 
faltas imputables a las víctimas del accidente; TERCERO: 
Ordena, la cancelación de la licencia del nombrado Arístides 
Marte, por el término seis (6) meses a partir de la extinción 
de la pena impuesta; CUARTO: Condena, a dicho prevenido 
al pago de las costas"; b) que sobre el recurso de apelación 
interpuesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, dictó en fecha tres de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y nueve una sentencia en defecto cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite, en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto'por 
inculpado Arístides Marte; SEGUNDO: Pronuncia el defecto  

contra el inculpado Arístides Marte, por no haber compare- 
cido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente cita- 
do; TERCERO: Confirma la sentencia, dictada por el Juzga- 

de Primera Instancia del Distrito Judicial de Lá Altagra- 
y o' ia, de fecha veintitrés (23) de diciembre del ario mil nove- 
. cientos cincuentiocho (1958), que condenó a Arístides Marte 

a' sufrir la pena de tres meses de prisión correccional y a 
-pagar una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00), así co- 
mo también la cancelación de su licencia para manejar ve- 
hículos de motor por el término de seis (6) meses a partir 
de la extinción de la pena impuesta, por el delito de golpes 
hivoluntarios, en violación a la Ley N9 2022, curables des- 
pués de veinte días y antes de sesenta, en perjuicio de •los 
señores Jovino Jiménez y Simeón Díaz; CUARTO: Condena 

dicho inculpado al pago de las costas"; c) que sobre el 
curso de oposición interpuesto por el prevenido contra 

este fallo, la misma Corte de Apelación dictó la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FA- 
LLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la forma, el recurso 
de oposición interpuesto por el inculpado Arístides Marte; 
SEGUNDO: Revoca la sentencia dictada por esta Corte de 
Apelación, de fecha tres (3) de marzo del año en curso, 
1959, que confirmó en defecto la sentencia pronunciada por 

'el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, de fecha 23 de diciembre de 1958, que condenó 

Arístides Marte a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional, al pago de una multa de cincuenta pesos oro 
(RD$50.00) y al pago de las costas, así como también la 

.cancelació.n de su licencia para manejar vehículos de motor, 
Por el término de seis (6) meses a partir de la extinción de la 
pena impuesta, por el delito de golpes involuntarios, en vio-

ción a la Ley N° 2022, curables en más de veinte días y 
enos de sesenta. én perjuicio de los señores Jovino Jiménez 
Simeón Díaz; y actuando por propia autoridad, descarga, 
r insuficiencia de pruebas, al referido inculpado Arístides 
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Marte del delito puesto a su cargo; TERCERO: Declara 
costas de oficio"; 

Considerando que el Magistrado Procurador General de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, invoca en 
su memorial de casación los siguientes medios: "Primer 
ctio. Desnaturalización de los hechos y desconocimiento de 
las disposiciones del artículo 2, acápite 7 y letra C de la Ley 
4809 sobre Tránsito de Vehículos; Segundo Medio: Falta o 
insuficiencia de motivos; 

Considerando que en apoyo de su segundo medio de ca-
sación el recurrente alega lo que sigue: "los jueces del fon-
do . . deben examinar todos y cada uno de los elementos de 
hecho que sean objeto del debate, ya que de la ponderación ' 
de tales elementos es de donde ha de inferirse, sea la falta co-
metida por el prevenido o bien la audiencia de falta a él impu- - 
tada, y esto no se ha hecho en el presente cao; puesto que, el 
prevenido ha declarado, y así consta en las notas tomadas • 
por el secretallio en la audiencia, que él conocía el camino y 
por ese sitio donde ocurrió el accidente se han devuelto más 
de siete vehículos sin estar cargados y que el día del acci-
dente pasó Primeramente como a las cinco de la mañana por 
ese lugar, y volvió cargado con 55 fanegas de arroz, es decir 
con un exceso de carga, por un camino peligroso, y lo que es 
peor, como a las 11 de la noche, que por la oscuridad, eran 
peores los riesgos en caso de accidente; también, no se ha 
tenido en cuenta, además de la imprudencia y violación de 
los reglamentos al subir una cuesta muy prolongada de noche 
y con un exceso de carga, la torpeza (impericia) con que el 
cheifer manejó el vehículo para no evitar que el motor se 
apagara ni si maniobró con los cambios especialr'nente co:1 
la emergencia . .. como como era su deber; que la Corte, it 
faltando a su deber de ponderar todas las circunstancias de 
la causa, hace un rejuego de palabras y dá a entender que 
esa posición la adopta porque el testigo y peón del camión 
Jovino Jiménez, declaró que no sabe cual fué la causa del 
accidente; por tales motivos a falta en la sentencia impug- 

da de tales ponderaciones, los cuales eventualmente hu-
bieran podido decidir a la Corte de Apelación de San Pedro 

Macorís, a dar al caso una solución distinta, hacen que en 
. u fallo no se encuentre legalmente justificado"; 

Considerando que son hechos constantes en la sentencia 
Impugnada que en la noche del diez de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, mientras se dirigía el prevenido 
Arístides Marte por la carretera Higüey-Macao, conducien-
do el camión placa N° 22109, de su propiedad, en dirección de 
Este a Oeste, con una carga de cincuenticinco fanegas de 
arroz en cáscaras (tres toneladas 1700 libras) procedente de 
la sección de Maimón, al pasar por el desvío del puente en 
construcción sobre el arroyo "Gaulla", en el kilómetro 7, al 
subir por una pendiente muy prolongada, al mencionado ve-
hículo se le apagó el motor y retrocedió, estrellándose contra 
las bases del referido puente, resultando Jovino Jiménez y. 
Simeón Díaz, con heridas curables después de 60 y 40 días, 
respectivamente; que dicho camión estaba matriculado para 
una carga de no más de tres toneladas; 

Considerando que la Corte a qua para descargar al pre-
venido del delito de golpes involuntarios causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, que se le imputó, se funda en 
,lo siguiente: "que no existen suficientes pruebas para pre-
cisar que la causa directa de que el camión no prosiguiera 
su marcha. y se devolviera al llegar al final de la cuesta, 
'fuera el exceso de carga, tal como lo admitiera la Corte en 

• la sentencia objeto de este recurso (de oposición) y lo deci-
diera el Tribunal a qua; que la circUnstancia de que suliera 
por una "pendiente muy prolongada y empinada" y con una 
carga excesiva en hipótesis —en hipótesis porque la ma-
trícula no enuncia cual era la carga autorizada, no explican 
por sí solas ni prueban definitivamente que el accidente ocu-
rriera única y exclusivamente por este exceso, sjno una sim-
Ple posibilidad de que 'fuera por esta causa; apreciación que 
se corrobora con el hecho de que ni el único telstigo oído. 

. 
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Marte del delito puesto a su cargo; TERCERO: Declara 1 
costas de oficio"; 

Considerando que el Magistrado Procurador General de 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, invoca en 
F.0 memorial de casación los siguientes medios: "Primer Me-
dio. Desnaturalización de los hechos y desconocimiento de 
las disposiciones del artículo 2, acápite 7 y letra C de la Ley 
4809 sobre Tránsito de Vehículos; Segundo Medio: Falta o 
insuficiencia de motivos; 

Considerando que en apoyo de su segundo medio de ca-
sación el recurrente alega lo que sigue: "los jueces del fon-
do. . . deben examinar todos y cada uno de los elementos de 
hecho que sean objeto del debate, ya que de la ponderación 
de tales elementos es de donde ha de inferirse, sea la falta co-
metida por el prevenido o bien la audiencia de falta a él impu-
tada, y esto no se ha hecho en el presente cal:•; puesto que, el 
prevenido ha declarado, y así consta en las notas tomadas 
por el secretSio en la audiencia, que él conocía el camino y 
por ese sitio donde ocurrió el accidente se han devuelto más 
de siete vehículos sin estar cargados y que el día del acci-
dente pasó Primeramente como a las cinco de la mañana por 
ese lugar, y volvió cargado con 55 fanegas de arroz, es decir 
con un exceso de carga, por un camino peligroso, y lo que es 
peor, como a las 11 de la noche, que por la oscuridad, eran 
peores los riesgos en caso de accidente; también, no se ha 
tenido en cuenta, además de la imprudencia y violación de 
los reglamentos al subir una cuesta muy prolongada de noche 
y con un exceso de carga, la torpeza (impericia) con que el 
chelfer manejó el vehículo para no evitar que el motor se 
apagara ni si maniobró con los cambios especialr.nente con 
la emergencia . .. como como era su deber; que la Corte, 
faltando a su deber de ponderar todas las circunstancias de 
la causa, hace un rejuego de palabras y dá a entender que 
esa posición la adopta porque el testigo y peón del camión 
Jovino Jiménez, declaró que no sabe cual fué la causa del 
accidente; por tales motivos a falta en la sentencia impug- 

da de tales ponderaciones, los cuales eventualmente hu-
bieran podido decidir a la Corte de Apelación de San Pedro 
dc Macorís, a dar al caso una solución distinta, hacen que en 
su fallo no se encuentre legalmente justificado"; 

Considerando que son hechos constantes en la sentencia 
'impugnada que en la noche del diez de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, mientras se dirigía el prevenido 
Aristides Marte por la carretera Higüey-Macao, conducien-
do el camión placa N" 22109, de su propiedad, en dirección de 
Este a Oeste, con una carga de cincuenticinco fanegas de 
arroz en cáscaras (tres toneladas 1700 libras) procedente de 
la sección de Maimón, al pasar por el desvío del puente en 
construcción sobre el arroyo "Gaulla", en el kilómetro 7, al 
subir por una pendiente muy prolongada, al mencionado ve-

hículo se le apagó el motor y retrocedió, estrellándose contra 
las bases del referido puente, resultando Jovino «Jiménez y 
Simeón Díaz, con heridas curables después de 60 y 40 días, 
respectivamente; que dicho camión esta ba matriculado para 
una carga de no más de tres toneladas; 

Considerando que la Corte a qua para descargar al pre-
venido del delito de golpes involuntarios causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, que se le imputó, se funda en 
lo siguiente: "que no existen suficientes pruebas para pre-
cisar que la causa directa de que el camión no prosiguiera 
su marcha. y se devolviera al llegar al final de la cuesta, 

.fuera el exceso de carga, tal como lo admitiera la Corte en 
la sentencia objeto de este recurso .(de oposición) y lo deci-
diera el Tribunal a qua; que la circunstancia de que stíbiera 
por una "pendiente muy prolongada y empinada" y con una 
carga excesiva en hipótesis —en hipótesis porque la ma-
trícula no enuncia cual era la carga autorizada, no explican 
por sí solas ni prueban definitivamente que el accidente ocu-
rriera única y exclusivamente por este exceso, Fjno una sim-
ple posibilidad de que 'fuera por esta causa; apreciación que 
se corrc>bora con el hecho de qu;-. ni el único telstigo oído, 
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Jovino Ramírez, sabe cual fué la causa; ni se realizó un pe_ 
ritaje en aquel momento"; pero 

Considerando que los jueces del fondo, para fallar sobr(, 
el delito de violación de la Ley N" 2022, están obligados a pon- 

. derar todos .los elementos que rodean el accidente, o que se 
relacionan con él, a fin de poner a la Suprema Corte de Jus- 
ticia en condiciones de verificar si es correcta la apreciación 
que se ha hecho de la existencia o no existencia de la falta; 

Considerando que, en la espe' cie, la Corte a qua, después 
de admitir, en hipótesis, que el camión de que se trata lleva-
ba un exceso de carga, declara que no hay prueba de que 
ba un exceso de carga, declara que no hay prueba de que 
"el accidente ocurriera única y exclusivamente por este ex-
ceso", sin ponderar que el'mismo prevenido había declarado 
"que por ese sitio se han devuelto más de siete vehículos sin 
estar cargados"; ni la declaración del testigo Jovino Jiménez, 
en primera instancia, quien dijo: "ese es un camión viejo. La 
loma donde se paró el camión es muy parada. En esa loma no 
hay defensa"; los cuales son hechos, que de haber sido ponde-
rados por dicha Corte eventualmente hubieran podido servir 
para determinar, conjuntamente con los demás hechos com-
probados por la sentencia impugnada, la falta generadora del 
accidente y el carácter previsible del suceso; que, al no haber 
procedido así, la Corte a qua no ha justificado legalmente su 
decisión; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha veinticuatro de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y nueve y envía el asunto 
por ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y Segun- 
do: Condena al recurrido al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio 
Juan A. Morel.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 

-rejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
11,._ Ernesto Curiel hijo, Secretario General.< 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
,efiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
;;encia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 

mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
eitifico 	(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Jovino Ramírez, sabe cual fué la causa; ni se realizo un pe_ 
ritaje en aquel momento"; pero 

Considerando que los jueces del fondo, para fallar sobre 
el delito de violación de la Ley N° 2022, están obligados a pon- 

. derar todos los elementos que rodean el accidente, o que se 
relacionan con él, a fin de poner a la Suprema Corte de Jus- 
ticia en condiciones de verificar si es correcta la apreciación 
que se ha hecho de la existencia o no existencia de la falta; 

Considerando que, en la especie, la Corte a qua, después 
de admitir, en hipótesis, que el camión de que se trata lleva-
ba un exceso de carga, declara que no hay prueba de que 
ba un exceso de carga, declara que no hay prueba de que 
"el accidente ocurriera única y exclusivamente por este ex-
ceso", sin ponderar que el mismo prevenido había declarado 
"que por ese sitio se han devuelto más de siete vehículos sin 
estar cargados"; ni la declaración del testigo Jovino Jiménez, 
en primera instancia, quien dijo: "ese es un camión viejo. La 
loma donde se paró el camión es muy parada. En esa loma no 
hay defensa"; los cuales son hechos, que de haber sido ponde-
rados por dicha Corte eventualmente hubieran podido servir 
para determinar, conjuntamente con los demás hechos com-
probados por la sentencia impugnada, la falta generadora del 
accidente y el carácter previsible del suceso; que, al no haber 
procedido así, la Corte a qua no ha justificado legalmente su 
decisión; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun- 
ciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en fecha veinticuatro de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y nueve y envía el asunto 
por ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y Segun-
do: Condena al recurrido al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.--. 
Juan A. Morel.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
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'rejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
,efiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

,,ncia pública del día, mes y ario en él expresados, y 'fue 
a mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
eltifico — (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DE 19,-);) 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la .‘, 

guana de fecha 15 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alciblades Solís. 

Dios, Patria y Libtrtad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte .cle Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Ca- rlos Manuel Lamarche Hen- ' 
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistida; 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del 
mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años .- 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcibíade,: 
Salís, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi 
ciliado y residente en la ciudad de San Juan de la Maguana, 
cédula 3879, serie 11, sello 25066, contra sentencia pronun 
ciada por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana. 
en atribuciones correccionales, en fecha quince de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
parte civil constituida, en fecha veinte de julio de mil nove-
,ientos cincuenta y nueve, en la cual invoca los medios que 

indican más adelante; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha quince de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
Alcibíades Solís, presentó querella ante el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Benefactor, contra 
Vitaliano de León y Elvira Mejía de León, por violación de 
propiedad; b) que el Juzgado de Primera Instancia de dicho 
Distrito Judicial, después de un reenVío ordenado en interés 
de una más amplia instrucción, dictó sentencia en fecha do-
ce de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara buena y válida la constitución de la parte 
civil; SEGUNDO: Que debe declarar y declara a la nombra-
da Elvira de León, no culpable del delito de violación de pro-
piedad en perjuicio de Alcibíades Solís y en consecuencia 
se descarga de toda responsabilidad penal; TERCERO: Que 
debe declarar y declara al nombrado Vitaliano de León Soler, 
culpable del delito de violación de propiedad, en perjuicio de 
Aleibíades Soiís y en consecuencia lo condena a sufrir la 
pena de tres meses de prisión correccional y al pago de la 
suma de mil pesos (RD$1,000.00) como justa reparación por 
daños morales y materiales sufridbs por la parte civil señor 
Alcibíades Solís; CUARTO: Que debe condenar y condena al 
nombrado Vitaliano de León Soler al pago de las costas pe-
nales y civiles, con distraCción las últimas en favor del Lic. 
Enrique G. Striddels, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; y QUINTO: Que debe ordenar y ordena el desalo-
jo de la propiedad ocupada por Vitaliano de León Soler y 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la . 

guana de fecha 15 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alcibíades Solís. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte ,de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Cirios Manuel Lamarche Heni 
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día nueve del 
mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alcibíade, 
Solís, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi 
ciliado y residente en la ciudad de San Juan de la Maguana, 
cédula 3879, serie 11, sello 25066, contra sentencia pronun 
ciada por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana. 
en atribuciones correccionales, en fecha quince de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copill 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente. 
parte civil constituida, en fecha veinte de julio de mil nove-
'icntos cincuenta y nueve, en la cual invoca los medios que 

-4, indican más adelante; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 

vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce- rado, Y 
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha quince de junio de mil novecientos cincuenta y siete, 
Alcibíades Solís, presentó querella ante el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Benefactor, contra 
Vitaliano de León y Elvira Mejía de León, por violación de 
propiedad; b) que el Juzgado de Primera Instancia de dicho 
Distrito Judicial, después de un reem>ío ordenado en interés 
de una más amplia instrucción, dictó sentencia en fecha do-
ce de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara buena y válida la constitución de la parte 
civil; SEGUNDO: Que debe declarar y declara a la nombra-
da Elvira de León, no culpable del delito de violación de pro-
piedad en perjuicio de Alcibíades Solís y en consecuencia 
se descarga de toda responsabilidad penal; TERCERO: Que 
debe declarar y declara al nombrado Vitaliano de León Soler, 
culpable del delito de violación de propiedad, en perjuicio de 
Alcibíades Soiís y en consecuencia lo condena a sufrir la 
pena de_ tres meses de prisión correccional y al pago de la 
suma ele mil pesos (RD$1,000.00) como justa reparación por 
daños morales y materiales sufridbs por la parte civil señor 
Alcibíades Solís; CUARTO: Que debe condenar y condena al 
nombrado Vitaliano de León Soler al pago de las c.ostas pe-
mies y civiles, con distraeción las últimas en favor del Lic. 
Enrique G. Striddels, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad; y QUINTO: Que debe ordenar y ordena el desalo-
jo de la propiedad ocupada por Vitaliano de León Soler y 
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que arrendara a Alcibíades Solís para que éste la ustrfrucw, 
por el tiempo que dure el contrato de arrendamiento cele_ 
brado y legalizado entre ellos"; c) que sobre recursos de ape_ 
lación del prevenido Vitaliano de León y de la parte civil 
constituida Alcibíades Solís, la Corte de Apelación de san 
Juan de la Maguana dictó sentencia en fecha diecinueve 11( 
diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en esta fol - 
ma: "FALLA: PRIMERO: Declara reg,ulares y válidos er. 
cuanto a la forma, por haber sido interpuestos en los plazos 
y mediante el climplimiento de los demás requisitos legale$, 
los recursos de apelación intentados en fecha 22 del mes de 
septiemb-e del presente ario 1958, por Vitáliano de León So-. 
ler y Alcibíades Solís (parte civil constituida) contra sen-
tencia del Juzgado de Primera rnstancia del Distrito Judicial 
de Benefactor dictada en atribuciones correccionales en fe-
cha 12 del mes y año indicados. SEGUNDO: Pronuncia el de-
fecto contra el prevenido por no haber comparecido a la 
audiencia a pesar de habérsele citado legalmente y contra la 
parte civil constituida por falta de conclusiones. TERCERO: 
Revoca el ordinal quinto del fallo impugnado por improce-
dente. CUARTO: Modifica la sentencia recurrida en cuanta 
a la pena impuesta, y en consecuencia, condena al prevenido 
a treinta pesos oro de multa, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes. QUINTO: Confirma la sentencia apelada 
en cuanto a la indemnización acordada a la parte civil cons-
tituida. SEXTO: Condena al prevenido al pago de las costas 
penales"; d) que sobre recurso de oposición del prevenido 
Vitaliano de León, la citada Corte de Apelación, en ifecha• 
quince de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, dictó' 
la sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en los pla-
zos y mediante el cumplimiento de los deinás requisitos le-
gales el recurso de oposición intentado en fecha 16 del mes 
de enero del ario 1959 por el prevenido Vitaliano de León 
Soler, contra sentencia de esta Corte de Apelación de San 

juan de la Maguana, dictada en atribuciones correccionales 
en fecha 19 del mes de diciembre del ario 1958; SEGUNDO: 
Revoca la sentencia apelada y la Corte obrando por propia 
¿wtoridad descarga al prevenido Vitaliano de León Soler 
del delito que se le imputa, por insuficiencia de pruebas; 
TERCERO: Rechaza la demanda en indemnización por da-
ños y perjuicios incoada por la civil constituida, señor Alci-
biades Solís, por improcedente y mal fundada en defecto; 
CUARTO: Condena al señor Alcibíades Solís, parte civil cons-
tituida, al pago de las costas civiles del proceso con distrac-
ción de las mismas a favor del doctor José Oscar Viñas Bon-
nelly. quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
QUINTO: Declára las costas Penales de oficio; SEXTO: Des-
carga a los nombrados Efraín Rodríguez, Viterbo de los 
Santos, Etanislao Montás, Manuel de Jesús Rodríguez, Fé-

Sx María Rodríguez, Quique Rodríguez, Bollón de los Santos 
y Manuel, Emilio Castillo, condenados a diez pesos de multa 
como testigos no comparecientes a ja audiencia de esta Cor-
te de Apelación de fecha 12 de mayo del año 1959, por haber-
se excusado legítimamente cada uno, ante esta Corte"; 

Considerando que él recurrente invoca en el acta del 
recurso, los siguientes medios: 1"— Desnaturalización de los 
testimonios de la *causa; y 29— Falta de Motivos y de base 
legal; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que. la  Corte a qua descargó por insuficiencia 
de pruebas al prevenido Vitaliano de León Soler, y, en cuan-
to a la demanda en reclamación de una indemnización por 
daños y perjuicios intentada contra él por Alcibíades Solís, 
parte civil constituida, dicha Corte estim0, según lo expone 
n el Sexto Considerando de su fallo, que era incompetente 

Para decidirla, por cuanto dicha demanda "tenía por base 
la ejecución de una obligación contractual", y que en esas 
condiciones, era evidente que se había ecogido la jurisdic-
ción Penal para introducir una demonda que escapaba a su 
comPetencia; que, no obstante esas consideraciones, la Corte 
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a qua en el ordinal Tercero del dispositivo del fallo impugna, 
do, "rK haza la demanda . .. incoada por la parte civil cons_ 
tituída . .. por improcedente y mal fundada en derecho", e., 
decir; que mientras en los motivos proclama su incompeten-
cia para la decisión del caso, en el dispositivo juzga el fonci‹ 
de la demanda; que, en esas condiciones, es obvio que ha.. 
una evidente contradicción entre los motivos y el dispositivo. 
razón por la cual el fallo impugnado debe ser casado; que si 
bien este medio no ha sido propuesto, puede ser suscitado (1,-, 
oficio por ser de orden público, ya que envuelve una cuestión 
de competencia; que ésto hace innecesario ponderar los me-
dios proplieritos por el recurrente; 

Considerando que en el presente caso no procede pro-
nunciar la condenación en costas del prevenido, en razón de 
que la parte civil recurrente no lo ha solicitado; 

Por tales motivos, Casa, en lo relativo a la acción civil, 
la sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 
quince de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo y envía el asunto ante la Corte de Apelación de Ba-
rahona. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-1 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo del' 
la Fuente.—.‘Manuel A. Amiama — Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sáriehez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fu i' 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General qui 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

sENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

"entencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 31 
de julio de 1959. 

qateria: Penal. 

l¡l't Illrente: Ana Hilda Monegro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
, ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece del mes de no-

' viembre de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
'Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Hilda 
Monegro, dominicana, soltera, mayor de edad, domiciliada 
y residente en la casa 1\19 6 de la calle Julia Molina de la 
Ciudad de Santiago de los Caballeros, cédula-37277, serie 31, 
euyo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia pronunciada en atribuciones correccionales, por 
la Corte de Apelación de Santiago, en fecha treintiuno de 
julio del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 

, se copia más,adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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a qua en el ordinal Tercero del dispositivo del fallo impugna. 
do, "rK haza la demanda . .. incoada por la parte civil cons-
tituida . . por improcedente y mal fundada en derecho", es 
decir;que mientras en los motivos proclama su incompeten-
cia para la decisión del caso, en el dispositivo juzga el fondo 
de la demanda; que, en esas condiciones, es obvio que hay 
una evidente contradicción entre los motivos y el dispositivo, 
razón por la cual el fallo impugnado debe ser casado; que sj 
bien este medio no ha sido propuesto, puede ser suscitad() de 
oficio por ser de orden público, ya que envuelve una cuestión 
de competencia; que ésto hace innecesario ponderar los me-
dios proplie.3tos por el recurrente; 

Considerando que en el presente caso no procede pro-
nunciar la condenación en costas del prevenido, en razón de 
que la parte civil recurrente no lo ha solicitado; 

Por tales motivos, Casa, en lo relativo a la acción civil, 
la sentencia pronunciada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 
quince de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo y envía el asunto ante la Corte de Apelación de Ba-
rahona. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.—‘Manuel A. Amiama — Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sárichez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

e  

sENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

, sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 31 
de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ana Hilda Monegro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
dela, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece del mes de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de 

' la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Hilda 
Monegro, dominicana, soltera, mayor de edad, domiciliada 
y residente en la casa N9 6 de la calle Julia Molina de la 
Ciudad de Santiago de los Caballeros, cédula-37277, serie 31, 
cuyo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia pronunciada en atribuciones correccionales, por 
la Corte de Apelación de Santiago, en fecha treintiuno de 
julio del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
ge copia más,adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; • 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 11, 
Secretaría de la Corte a qua, el mismo día del fallo, a reque-
rimiento de la r-ecurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1 de la Ley 2402, de 1950, y 1 dr 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) qut, 
el prevenido Julio César Franco tiene procreados con Anl, 
Hilda Monegro cuatro hijos, de nombres-Julio César, Anv 
Luisa Altagracia, Juan Augusto y Adolfo Miguel, de siete, 
seis, tres y un arios de edad, respectivamente; b) que el pre-
venido pagaba una pensión de diez pesos oro en favor de los 
dos menores primeramente mencionados, en virtud de una 
sentencia condenatoria anterior; c) que la madre de los 
menores presentó una querella contra dichb prevenido con 
el doble fin de que fuese aumentada la referida pensión (le 
diez pesos a la cantidad de veinte pesos y que le fuese fijada 
una pensión de veinte pesos para el sostenimiento de los 
otros dos menores, Juan Augusto y Adolfo Miguel de acuer-
do con la Ley 2402 del 1950; d) que en la audiencia en con 
ciliación, la madre querellante reiteró los pedimentos pre-
sentados en la querella y el padre declaró que solamente po-
día pasar la pensión de diez pesos que venía pagando en ra-
zón de que la madre está viviendo en dos piezas de su pro-
piedad; e) que en !fecha veinte de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó la 
sentencia cuyo dispositivo .aparece copiado en el de la sen-
tencia impugnada; f) que sobre el recurso de apelación del 
prevenido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te en la forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica  

la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en ft,,,cha veinte del mes de mayo del.ario en curso (1959), por 
la primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual conde.nó 
al nombrado Julio César Franco, a la pena de dos arios de 
prisión correccional y a las costas, por el delito de violación 
n la LeY N9 2402,, en perjuicio de los menores Julio César, 
Ana Luisa Altagracia, Juan Augusto y Adol-fo Miguel, pro-
creados con la querellante Ana Hilda Monegro, fijó en la can-
tidad de dieciséis pesos oro mensuales, la pensión que debía 
pasar a la madre querellante para ayudaral sostenimiento 
de los expresados menores, y ordenó la ejecución provisional 
de la sentencia, en el sentido de rebajar la pensión a la can-
tidad de catorce pesos oro mensuales, confirmando dicha 
sentencia en sus demás partes; TERCERO: Condena al pro-
cesado al pago de las costas"; 

Considerando que como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos arios de prisión correccional, que es la esta-
blecida por la Ley N9 2402, de 1950, para el delito por el 
cual se le declaró culpable, el 'presente recurso de casación 
interpuesto por la madre querellante, está. necesariamente 
restringido a lo relativo al monto de la pensión; 

Considerando que la Corte a qua para reducir a la suma 
cle catorce pesos oro la pensión alimenticia que le fuera im-
puesta al prevenido por la sentencia de primera instancia, 
para el sostenimiento de sus hijos menores, procreados con 
Ana Hilda Monegro, se fundó en que "después de cotejar y 
ponderar las declaraciones de la querellante y del prevenido, 
los jueces de esta Corte han llegado a la convicción de que 
el prevenido no posee los recursos. que le atribuye la quere-
llante"; y que "la cantidad total de catorce pesos oro, com-
prendidos los dos fines de la querella, resulta proporcionada 
a los recursos de que puede disponer el padre y á las necesi-
dades de los. referidos menores"; 

• Considerando que, en consecuencia, la Corte a qua ha 
hecho una correcta aplicación del artículo 1 de la Ley N" 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; • 

Vista el acta del recurso de casación levantada en II, 
Secretaría de la Corte a qua, el mismo día del fallo, a reque. 
rimiento de la recurrente, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1 de la Ley 2402, de 1950, y 1 dr 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) gut, 
el prevenido Julio César Franco tiene procreados con Ana 
Hilda Monegro cuatro hijos, de nombres -Julio César, Ana 
Luisa Altagracia, Juan Augusto y Adolfo Miguel, de siete, 
seis, tres y un arios de edad, respectivamente; b) que el pre-
venido pagaba una pensión de diez pesos oro en favor de los 
dos menores primeramente mencionados, en virtud de una 
sentencia condenatoria anterior; c) que la madre de los 
menores presentó una querella contra dicho prevenido con 
el doble fin de que fuese aumentada la referida pensión de 
diez pesos a la cantidad de veinte pesos y que le fuese fijada 
una pensión de veinte pesos para el sostenimiento de lo:: 
otros dos menores, Juan Augusto y Adolfo Miguel de acuer- 

' do con la Ley 2402 del 1950; d) que en la audiencia en con 
ciliación, la madre querellante reiteró los pedimentos pre-
sentados en la querella y el padre declaró que solamente po-
día pasar la pensión de diez pesos que venía pagando en ra-
zón de que la madre está viviendo en dos piezas de su pro-
piedad; e) que en 'fecha veinte de mayo de mil noveciehtos 
cincuenta y nueve la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago dictó la 
sentencia cuyo dispositivo _aparece copiado en el de la sen-
tencia impugnada; f) que sobre el recurso de apelación del 
prevenido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te en la forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica 

la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha veinte del mes de mayo del ario en curso (1959), por 
la primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual condenó 
al nombrado Julio César Franco, a la pena de dos arios de 
prisjón correccional y a las costas, por el delito de violación 

la Ley No 2402,. en perjuicio de los menores Julio César, 
Ana Luisa Altagracia, Juan Augusto y Adolfo Miguel, pro-
creados con la querellante Ana Hilda Monegro, fijó en la can-
tidad de dieciséis pesos oro mensuales, la pensión que debía 
pasar a la madre querellante para ayudaral sostenimiento 
de los expresados menores, y ordenó la ejecución provisional 
de la sentencia, en el sentido de rebajar la pensión a la can-
tidad de catorce pesos oro mensuales, confirmando dicha 
sentencia en sus demás partes; TERCERO: Condena al pro-
cesado al pago de las costas"; 

Considerando que como al prevenido le fué confirmada 
!a pena de dos arios de prisión correccional, que es la esta-
blecida por la Ley N9 2402, de 1950, para el delito por el 
cual se le declaró culpable, el presente recurso de casación 
interpuesto por la madre querellante, está. necesariamente 
restringido a lo relativo al monto de la pensión; 

Considerando que la Corte a qua para reducir a la suma 
de catorce pesos oro la pensión alimenticia que le fuera im-
puesta al prevenido por la sentencia de primera instancia, 
para el sostenimiento de sus hijos menores, procreados con 
Ana Hilda Monegro, se fundó en que "después de cotejar y 
pondera.r las declaraciones de la querellante y del prevenido, 
los jueces de esta Corte han llegado a la convicción de que 
el prevenido no posee los recursos que le atribuye la quere-
llante"; y que ."la cantidad total de catorce pesos oro, com-
prendidos los dos fines de la querella, resulta proporcionada 
a los recursos de que puede disponer el padre y a las necesi-
dades de loSreferidos menores"; 

• Considerando que, en consecuencia, la Corte a qua ha 
hecho una correcta aplicación del artículo 1 de •la Ley No 

3 



2274 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	

BOLETÍN JUDICIAL 	 2275 

sESTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 2402, del 1950, ya que para fijar la pensión alimenticia que 
Julio César Franco debe suministrar para el sostenimiento 
de sus hijos menores de edad, procreados con la recurrente, 
dicha Corte ha tenido en cuenta los elementos de juicio esta_ 
blecidos por el citado texto legal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ana Hilda Monegro, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha treintiuno de 
julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: De-
clara de oficio las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamarche H.–L, F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.— .Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijó, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo, 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario neneral, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

,,riteliciacoirrnísP,udgenadfecah:a 20 de noviembre de 1958. 
Corte de Apelación de San Francisco de Ma- 

)1 deria: Civil. 

gecurrente: María de la Caridad de la Cruz Camilo. 
Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ra-

mírez. 

Recurrida: Bélgica Adela Mirabal Reyes de Fernández. 
Abogados: Licdos. D. Antonio Guzmán L. y Juan B. 'hojas hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

4011" En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama; doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día tre-
ce del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, arios 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 
30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación„ la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María de la 
Caridad de la Cruz Camilo, dominicana, mayor de edad, sol-

. tera, de oficios domésticos, domiciliada y residente en la 
ciudad de Salcedo, cédula 798, serie 35, sello 212844, en su 
calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores Iris 
Altagracia y Ezequiel Enrique, contra sentencia de la Corte 
e Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribucio- 
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2402, del 1950, ya que para fijar la pensión alimenticia que 
Julio César Franco debe suministrar para el sostenimiento 
de sus hijos menores de edad, procreados con la recurrente, 
dicha Corte ha tenido en cuenta los elementos de juicio esta. 
blecidos por el citado texto legal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ana Hilda Monegro, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha treintiuno de 
julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: De-
clara de oficio las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamarche F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.— .Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijó, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario neneral, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

sENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

4encia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 20 de noviembre de 1958. 

-dateria: Civil. 

gecurrente: María de la Caridad de la Cruz Camilo. 

Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ra-
mírez. 

Recurrida: Bélgica Adela Mirabal Reyes de Fernández. 
Abogados: Licdos. D. Antonio Guzmán L. y Juan B. 'hojas hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama; doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día tre-
ce del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, arios 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 
30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación„ la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María de la 
Caridad de la Cruz Camilo, dominicana, mayor de edad, sol-

. tera, de oficios domésticos, domiciliada y residente en la 
ciudad de Salcedo, cédula 798, serie 35, sello 212844, en su 
calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores Iris 

ltagracia y Ezequiel Enrique, contra sentencia de la Corte 
e Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribucio- 
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nes civiles, de fecha veinte de noviembre de mil novecientos 
tos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante. 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ra'fael de Moya Grullón, cédula 1050, serie 

56, sello 5447, por sí y por el Dr. Antonio Martínez Ramírez, 
'cédula 22494, serie 31, sello 59379, abogados de la parte re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veinte de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los 
abogados de la recurrente, en el cual se‘invocan los medies 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha treinta de abril 
de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los licen-
ciados ti. Antonio Guzmán L. y Juan B. Rojas hijo, cédula 
273 y 194, series 55, sellos 1336 y 4391, respectivamente, abo-
gados de la parte recurrida Bélgica•Adela Mirabal Reyes de 
Fernández, dominicana, de oficios domésticos, domiciliada y 
residente en la ciudad de Salcedo, cédula 10091, serie 55, 
sello 1889634, y Minerva Mirabal Reyes de Tavárez, aboga-
da, dominicana, domiciliada y residente en la ciudad de Mon-
te Cristi, cédula 13876, serie 47, sello 1602696, en la lectura 
de sus conclusiones; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 75, 77, 79, 80, 83, 141 y 462 del 
Código de Procedimiento Civil y la Ley 1015, de fecha 11 
de octubre de 1935; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: a) 
que en fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos - 
cuenta y tres, María Caridad de la Cruz en su calidad de tu-
tora de sus hijos menores Iris Altagracia y Ezequiel Enrique, 
demandó por acto de alguacil a Mercedes Reyes Vda. Mira-
bal, Antonia María Teresa Mirabal Reyes, Patria Mirabal 
Reyes de González, Bélgica Adela Mirabal Reyes de Fernán- 

Minerva Mirabal Reyes de Tavárez, para que sus dos 
ind'eeznYcionados hijos sean reconocidos judicialmente como pro-
creados con el finado Enrique Mirabal; b) que en fecha vein-
titrés de julio de mil novecientos cincuenta y cuatro, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo 
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto, por 
falta de comparecer, contra la señora Mercedes Reyes Vda. 
Mirabal (a) Chea, Patria Mirabal Reyes de González, la 
primera por sí, y como madre y tutora legal de su hija menor 
Antonia María Teresa Mirabal Reyes; y señorita Mi-
nerva M'irabal Reyes; SEGUNDO: Que debe pronunciar y 
pronuncia, el defecto, por falta. de concluir, contra la señora 
Bélgica Adela Mirabal Reyes de Fernández (a) Dedé; TER-
CERO: Que debe ordenar y ordena, la reasignación de los 
demandados para una nueva audiencia, "y comisiona para 
ello, al Ministerial ciudadano Francisco Antonio Burgos M., 
Alguacil de Estrados de este Tribunal, para la notificación 
de la sentencia que intervenga; CUARTO: Que debe acumu-
:ar y acumula a la causa el beneficio del defecto; y QUINTO: 
Que debe reservar y reserva, los costos para fallarlos junta-
mente con el fondo"; c) que en fecha diecinueve de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, dicho Juzáado de 
Primera Instancia dictó otra sentencia de la cual se trans-
cribe el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be acoger y acoge en parte las conclusiones presentadas por 
la parte demandante señora María Caridad de la Cruz Ca-
milo, por mediación de sus abogados constituidos Dres. Ra-
fael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez, en fecha 
27 de mayo del ario en curso 1957; SEGUNDO: Que debe 
crdenar y ordena un informativo con la comparencia perso-
nal de las partes, a fin de que la parte demandante señora 
María Caridad de la Cruz Camilo, pruebe los hechos siguien-
tes: a) que ella fué seducida por el señor Enrique Mirabal; 
b) que dicha seducción se llevó a efecto empleando el seduc-
tor promesas de matrimonio y maniobras dolosas del señor 
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nes civiles, de fecha veinte de noviembre de mil novecientos 
tos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ralael de Moya Grullón, cédula 1050, serie 

56, sello 5447, por sí y por el Dr. Antonio Martínez Ramírez, 
'cédula 22494, serie 31, sello 59379, abogados de la parte re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el veinte de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los 
abogados de la recurrente, en el cual se‘invocan los medies 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha treinta de abril 
de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los licen-
ciados Po. Antonio Guzmán L. y Juan B. Rojas hijo, cédula 
273 y 194, series 55, sellos 1336 y 4391, respectivamente, abo-
gados de la parte recurrida Bélgica:Adela Mirabal Reyes de 
Fernández, dominicana, de oficios domésticos, domiciliada y 
residente en la ciudad de Salcedo, cédula 10091, serie 55, 
sello 1889634, y Minerva Mirabal Reyes de Tavárez, aboga-
da, dominicana, domiciliada y residente en la ciudad de Mon-
te Cristi, cédula 13876, serie 47, sello 1602696, en la lectura 
de sus conclusiones; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 75, 77, 79, 80, 83, 141 y 462 del 
Código de Procedimiento Civil y la Ley 1015, de fecha 11 - 
de octubre de 1935; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: a) 
que en fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos 
cuenta y tres, María Caridad de la Cruz en su calidad de tu-
tora de sus hijos menores Iris Altagracia y Ezequiel Enrique, 
demandó por acto de alguacil a Mercedes Reyes Vda. Mira-
bal, Antonia María Teresa Mirabal Reyes, Patria Mirabal 
Reyes de González, Bélgica Adela Mirabal Reyes de Fernán- 

Minerva Mirabal Reyes de Tavárez, para que sus dos 
md'eeznYcionados hijos sean reconocidos judicialmente como pro-
creados con el finado Enrique Miraba]; b) que en fecha vein-
titrés de julio de mil novecientos cincuenta y cuatro, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo 
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto, por 
falta de comparecer, contra la señora Mercedes Reyes Vda. 
Mirabal (a) Chea, Patria Mirabal Reyes de González, la 
primera por sí, y como madre y tutora legal de su hija menor 
Antonia María Teresa Mirabal Reyes; y señorita Mi-
nerva Mirabal Reyes; SEGUNDO: Que debe pronunciar y 
pronuncia, el defecto, por falta de concluir, contra la señora 
Bélgica Adela Mirabal Reyes de Fernández (a) Dedé; TER-
CERO: Que debe ordenar y ordena, la reasignación de los 
demandados para una nueva audiencia, 'y comisiona para 
ello, al Ministerial ciudadano Francisco Antonio Burgos M., 
Alguacil de Estrados de este Tribunal, para la notificación 
de la sentencia que intervenga; CUARTO: Que debe acumu-
:ar y acumula a la causa el beneficio del defecto; y QUINTO: 
Que debe reservar y reserva, los costos para fallarlos junta-
rnente con el fondo"; c) que en fecha diecinueve de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, dicho Juzáado de 
Primera Instancia dictó otra sentencia de la cual se trans-
cribe el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be acoger y acoge en parte las conclusiones presentadas por 
la parte demandante señora María Caridad de la Cruz Ca-
milo, por mediación de sus abogados constituidos Dres. Ra-
fael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez, en fecha 
27 de mayo del ario en curso 1957; SEGUNDO: Que debe 
crdenar y ordena un informativo con la comparencia perso-
nal de las partes, a fin de que la parte demandante señora 
María Caridad de la Cruz Camilo, pruebe los hechos siguien-
tes: a) que ella fué seducida por el señor Enrique Mirabal; 
b) que dicha seducción se llevó a efecto empleando el seduc-
tor promesas de matrimonio y maniobras dolosas del señor 
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Enrique Mirabal; d) que estas condiciones de seducción y• 

sumisión duraron desde una época anterior a la sustracción 
hasta el fallecimiento del señor Enrique Mirabal; e) que du.. 
rante las relaciones maritales determinadas por la seduc. 
ción, nacieron los menores Iris Altagracia y Ezequiel Enri-
que, procreados por Enrique Mirabal y María Caridad de la 
Cruz Camilo; f) que como consecuencia de la seducción ob-
tenida mediante promesa de matrimonio y maniobras dolo-
sas, el señor Enrique Mirabal sustrajo a la entonces menor 
María Caridad de la Cruz Camilo de su casa paterna, y la 
trasladó a otro lugar, bajo su vigilancia, control y depen-
dencia; g) que la víctima de los hechos seductivos y de la 
sustracción pertenece a una familia distinguida de esa co- 
munidad con holgados medios económicos y suficientes re-
cursos materiales; h) que la seducción y sustracción realiza-
das por Enrique Mirabal le produjeron a la víctima y a su 
familia perjuicios morales y materiales irreparables; i) y 
además, cualquier otro hecho pertinente o que tenga rela-
ción con los anteriormente articulados; TERCERO: Que de-
be fijar y fija como fecha para la realización de dichas prue-
bas el día lunes 14 del mes de octubre del año en curso 1957, 
a las 10 horas de la mañana; CUARTO: Que debe reservar 
y reserva las costas para fallarlas conjuntamente con el fon-
do; QUINTO: Que debe reservar y reserva a la parte de-
mandada señoras Mercedes Reyes Viuda Mirabal, Antonia 
María Teresa Mirabal Reyes, Patria Mirabal Reyes de Gon-
zález, Bélgica Adela Mirabal Reyes de Fernández y Minerva 
Mirabal Reyes de Tavárez, el derecho a realizar el contra-
irformativo que le confiere la ley, dejando a opción de dicha 
parte la fecha para proceder a dicho procedimiento"; d) que 
contra el fallo anterior interpusieron recurso de apelación 
Mercedes Reyes Vda. Miraba], Antonia María Teresa Mira-
ba] Reyes de Guzmán, Patria Miraba] Reyes de Fernández y 

- Minerva Mirabal Reyes de Tavárez, en la forma y en el plazo 
indicados por la ley; 
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Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-

10; Ratifica el defecto contra la intimada, señora María 
¿aridad de la Cruz Camilo, por falta de concluir; SEGUNDO:, 
Declara regular en la forma el presente recurso de apela-
ción; TERCERO: Revoca la sentencia apelada, dictada por 
ei juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, en fecha 19 de septiembre del ario 1957, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en el cuerpo de esta sentencia; CUAR-
TO: Condena a la señora María Caridad de la Cruz Camilo, 
intimada, al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios que se indican a continuación: Primer 
Medio: Violación de los artículos 75, 77, 79 y 462 del Código 
de Procedimiento Civil, y la Ley 1015, de fecha 11 de octu-
.bre de 1935; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos y violación de los artículos 141 y siguientes del Código 
de Procedimiento.Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer me-
dio de casación la recurrente alega que con motivo del re- 

rso de apelación interpuesto por la parte demandada, la 
ciernandante originaria constituyó abogado a los doctores 
Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez; que 
la Corte a qua para declarar el defecto por falta de concluir 
se ha fundado en que los abogados de esta última no notifi-
caron sus medios de defensa a los abogados de los intiman-
tes, cuando el plazo para hacer esa notificación no está pres-
crito a pena de nulidad; que, por otra parte, dicha recu-
rrente sostiene que habiendo constituído abogado la parte 
intimada, la intimante estaba obligada a notificarle avenir 
para la audiencia de la causa, sin lo cual no podía prevalerse 
de las disposiciones de la Ley 1015, del 11 de octubre de 
1935; pero 

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley 1015, 
"no se concederá audiencia por ningún Juez o Corte, en ma-
teria civil ordinaria, al litigante que no haya notificado pre- 
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Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
ckición contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
ko: Ratifica el defecto contra la intimada, señora María 
¿aridad de la Cruz Camilo, por falta de concluir; SEGUNDO.. 
Declara regular en la forma el presente recurso de apela-
ción; TERCERO: Revoca la sentencia apelada, dictada por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sal-
cedo, en fecha 19 de septiembre del ario 1957, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en el cuerpo de esta sentencia; CUAR-
TO: Condena a la señora María Caridad de la Cruz Camilo, 
intimada, al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios que se indican a continuación: Primer 
Medio: Violación de los artículos 75, 77, 79 y 462 del Código 
de Proce.dimiento Civil, y la Ley 1015, de fecha 11 de octu-
bre de 1935; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-
chos y violación de los artículos 141 y siguientes del Código 
de Procedimiento.Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer me-
dio de casación la recurrente alega que con motivo del re-
curso de apelación interpuesto por la parte demandada, la 
demandante originaria constituyó abogado a los doctores 
Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez Ramírez; que 
la Corte a qua para declarar el defecto por falta de concluir 
se ha fundado en que los abogados de esta última no notifi-
caron sus medios de defensa a los abogados de los intiman-
tes, cuando el plazo para hacer esa notificación no está pres-
crito a pena de nulidad; que, por otra parte, dicha recu-
rrente sostiene que habiendo constituido abogado la parte 
intimada, la intimante estaba obligada a notificarle avenir 
Para la audiencia de la causa, sin lo cual no podía prevalerse 
de las disposiciones de la Ley 1015, del 11 de octubre de 
1935; pero 

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley 1015, 
"no se concederá audiencia por ningún Juez o Corte, en ma-
teria civil ordinaria, al litigante que no haya notificado pre- 

Enrique Mirabal; d) que estas condiciones de seducción y-
sumisión duraron desde una época ánterior a la sustracción 
hasta el 'fallecimiento del señor Enrique Mirabal; e) que du-
rante las relaciones maritales determinadas por la seduc-
ción, nacieron los menores Iris Altagracia y Ezequiel Enri-
que, procreados por Enrique Mirabal y María Caridad de la 
Cruz Camilo; f) que como consecuencia de la seducción ob-
tenida mediante promesa de matrimonio y maniobras dolo-
sas, el señor Enrique Mirabal sustrajo a la entonces menor 
María Caridad de la Cruz Camilo de su casa paterna, y la 
trasladó a otro lugar, bajo su vigilancia, control y depen- 
dencia; g) que la víctima de lós hechos seductivos y de la 
sustracción pertenece a una familia distinguida de esa co-
munidad con holgados medios económicos y suficientes re-
cursos materiales; h) que la seducción y sustracción maliza-
das por Enrique Mirabal le produjeron a la víctima y a su 
familia perjuicios morales y materiales irreparables; 9 y 
además, cualquier otro hecho pertinente o que tenga rela-
ción con los anteriormente articulados; TERCERO: Que de-
be fijar y fija como fecha para la realización de dichas prue-
bas el día lunes 14 del mes de octubre del año en curso 1957, 
a las 10 horas de la mañana; CUARTO: Que debe reservar 
y reserva las costas para fallarlas conjuntamente con el fon-
do; QUINTO: Que debe reservar y reserva a la parte de-
mandada señoras Mercedes Reyes Viuda Mirabal, Antonia 
María Teresa Mirabal Reyes, Patria Mirabal Reyes de Gon-
zález, Bélgica Adela Mirabal Reyes de Fernández y Minerva 
Mirabal Reyes de Tavárez, el derecho a realizar el contra-
irformativo que le confiere la ley, dejando a opción de dicha 
-parte la fecha para proceder a dicho procedimiento"; d) que 
contra el 'fallo anterior interpusieron recurso de apelación 
Mercedes Reyes Vda. Miraba], Antonia María Teresa Mira-
ba] Reyes de Guzmán, Patria Mirabal Reyes de Fernández y 

- Minerva Mirabal Reyes de Tavárez, en la forma y en el plazo 
indicados por la ley; 
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viamente sus defensas, réplicas o agravios a que se refieren 
los artículos 77, 78 y 462 del Código de Procedimiento Civil"• 

'Considerando que de la combinación de la citada Ley 
1015 con el artículo 80 del Código de Procedimiento Civil, 
relativo al acto recordatorio por medio del cual debe un 
abogado llamar a otro para discutir un asunto ante los tri. 
bunales, resulta que el abogado del litigante que haya nou. 
f:cado su defensa o réplica puede promover audiencia y ob-
tener el beneficio del defecto contra el adversario que no ha-
ya notificado la defensa o réplica a que tenía derecho; / 

Considerando que en la éspecie, la Corte a qua, al decla-
rar el defecto por falta de concluir contra la intimada en 
apelación, por no haber notificado los abogados de dicna 
parte sus medios de défensa a los abogados de la apelante» 
procedió correctamente, ya que éstos, en esas circunstancias, 
no tenían que notificar el acto recordatorio a, los abogados 
de la intimada; que, por tanto, el presente medio carece de 
fundamento y debe ser deseátimado; 

Considerando que por el segundo medio se sostiene que 
* en la sentencia impugnada se han desnaturalizado los hechos 

de la causa, porque la Corte a qua revocó el fallo de primer 
grado por no haber sido comunicado el expediente al minis-
terio público, cuando contrariamente a esa afirmación dicha 
comunicación se hizo y el ministerio público dictaminó en un 
sentido favorable a la demanda en reconocimiento judicial 
de los menores; pero 

Considerando que en la especie el Juez de primera ins! 
tancia dictó dos sentencias: la sentencia de fecha veintitrés 
de julio de mil novecientos cincuenta y cuatro, mediante la 
cual acumuló a la causa el beneficio del defecto, después de 
haber emitido su dictamen el ministerio público; y la segun-
da, de fecha diecinueve de septiembre de mil novecientos. 
cincuenta y siete, en la que, sin nuevo dictamen del ministe-
rio público, se ordenaron ciertas medidas de prueba en rela-
ción con el 'fondo de la demanda; 
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Considerando que si bien es cierto que el expediente de 
causa fué comunicado al representante del ministerio pú- 

blico previamente a la sentencia de acumulación del defecto, 
(lite en esa ocasión dicho funcionario dictaminó sobre el 

*fondo de la demanda, no es menos cierto que ello no redimía 
01 juez de la obligación de comunicar de nuevo el expediente 
ai ministerio público, después qué las partes discutieron en 
audiencia el fondo de la demanda y depositaron sus defensas 

y conclusiones, puesto que este es el momento en que el mi-
nisterio público está en condiciones de emitir su dictamen en 
conocimiento de causa y de cumplir con el voto del artículo 
'83 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que la Corte a qua., al expresar en su fa-
llo, para revocar la sentencia de primer grado, que la deman-
da en reconocimiento judicial de los menpres de que se trata 
ha debido ser "cornunicada'al ministerio público antes de ser 
fallada por el Juzgado a quo", se refiere indudablemente a la 
comunicación posterior a la discusión del fondo el:21 litigio y 
no a la comunicación que se hizo; quedando sobreentendido 
por motivos de puro derecho que el dictamen que se produjo ,41 
nc era operante en cuanto al fondo; que, en tales condiciones, 
h, Corte a qua no ha incurrido en el vicio de desnaturaliza-
ción que se invoca, ni podría ser anulado su fallo por 'falta 
de motivos, por lo cual debe ser desestimado este último me-
dio de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María de la Caridad de la Cruz Cami-
lo en su calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores 
Iris Altagracia y Ezequiel Enrique, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, en .sus atribuciones civiles, en fecha veinte de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segtmdo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
J'Ini A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
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viamente sus defensas, réplicas o agravios a que se refieren 
los artículos 77, 78 y 462 del Código de Procedimiento Civil"; - 

Considerando que de la combinación de la citada Ley' 
1015 con el artículo 80 del Código de Procedimiento Civil, 
relativo al acto mcordatorio por medio del cual debe un: 
abogado llamar a otro para discutir un asunto ante los tri. 
bunales, resulta que el abogado del litigante que haya noti-. 
ficado su defensa o réplica puede promover audiencia y ob. 
tener el beneficio del defecto contra el adversario que no ha-
ya notificado la defensa o réplica a que tenía derecho; / 

Considerando que en la especie, la Corte a qua, al decla-
rar el defecto por Taita de concluir contra la intimada en 
apelación, por no haber notificado los abogados de diew 
parte sus medios de défensa a los abogados de la apelante, 
procedió correctamente, ya que éstos, en esas circunstancias. 
no tenían que notificar el acto recordatorio a, los abogadob 
de la intimada; que, por tanto, el presente medio carece de 
fundamento y debe ser deseátimado; 

Considerando que por el segundo medio se sostiene que 
' en la sentencia impugnada se han desnaturalizado los hechos 

de la causa, porque la Corte a qua revocó el fallo de primer 
grado por no haber sido comunicado el expediente al minis-
terio público, cuando contrariamente a esa afirmación dicha 
comunicación se hizo y el ministerio público dictaminó en un 
sentido favorable a la demanda en reconocimiento judicial 
de los menores; pero 

Considerando que en la especie el Juez de primera ins-
tancia dictó dos sentencias: la sentencia de fecha veintitréc, 
de julio de mil novecientos cincuenta y cuatro, mediante la 
cual acumuló a la causa el beneficio del defecto, después cle 
haber emitido su dictamen el ministerio público; y la segun-
da, de fecha diecinueve de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, en la que, sin nuevo dictamen del ministe-
rio público, se ordenaron ciertas medidas de prueba en rela-
ción con el Tondo de la demanda; 

Considerando que si bien es cierto que el expediente de 
In causa fué comunicado al representante del ministerio pú-
blico previamente a la sentencia de acumulación del defecto, 
. que en esa ocasión dicho funcionario dictaminó sobre el 
iondo de la demanda, no es menos cierto que ello no redimía 
01 juez de la obligación de comunicar de nuevo el expediente 
al Ministerio público, después qué las partes discutieron en 
audiencia el fondo de la demanda y depositaron sus defensas 
y conclusiones, puesto que este es el momento en que el mi-

. nisterio público está en condiciones de emitir su dictamen en 
conocimiento de causa y de cumplir con el voto del artículo 

'83 del Código de Procedimiento Civil; 
Considerando que la Corte a qua, al expresar en su fa- 

llo, para revocar la sentencia de primer grado, que la deman-
* da en reconocimiento judicial de los menpres de que se trata 
, ha debido ser "coniunicada'al ministerio público antes de ser 

fallada por el Juzgado a quo", se refiere indudablemente a la 
comunicación posterior a la discusión del fondo dol litigio y 
no a la comunicación que se hizo; quedando sobreentendido 
pox motivos de puro derecho que el dictamen que se produjo 
ne era operante en cuanto al fondo; que, en tales condiciones, 
1;, Corte a qua no ha incurrido en el vicio de desnaturaliza-
ción que se invoca, ni podría ser anulado su fallo por falta 
de motivos, por lo cual debe ser desestimado este último me-
dio de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María de la Caridad de la Cruz Cami-
lo en su calidad de madre y tutora legal de sus hijos menores 
Iris Altagracia y Ezequiel Enrique, contra sentencia pro-
nunciada por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, en sus atribuciones civiles, en fecha veinte de noviem-
bm de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
n A. Morel.— Carlos 1‘,11. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
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de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.—,,Bárón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figu-ran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• sENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

SPntencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 24 

de debrero de 1956. 

Tierras. 

1:Pcurrentes: Mercedes Morales Corso y compartes. 
bogados: Licdos. Federico Nina hijo, José Pedemonte hijo y Dr. 

Luis Martínez Pina. 

izecurridos: Freddy Prestol Castillo y Luisa Moscoso Vda. Corso. 

Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Alá-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-. 
ríquez, licenciado Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Manuel D..Bergés Chupani y licenciado 
Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día trece del mes de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la Independen-
cia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta 

/mit en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
' - sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mercedes 
Morales Corso, dominicana, soltera, de oficios domésticos, 
domiciliada y residente en la casa N9 60 de la Avenida Bo-
lívar, de esta Ciudad, portadora de la Cédula N9 16137, Serie 

, la, Dolores Morales Viuda Blanco, dominicana, viuda, de di- ', 
dos domésticos, domiciliada y residente en la casa N9 60 de 
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de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.—.Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figiiran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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sENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

senwncia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 24 
de.febrero de 1956. 

materia: Tierras. 

Recurrentes: Mercedes Morales Corso y compartes. 
Abogados: Licdos. Federico Nina hijo, José Pedemonte hijo y Dr. 

Luis Martínez Pina. 

Recurridos: Freddy Prestol Castillo y Luisa Moscoso Vda. Corso. 
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo. 

Dios, Patria, y Liberta.d. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Alá-
llega, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Manuel D. -Bergés Chupani y licenciado 
Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día trece del mes de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, arios 116' de la Independen-
cia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mercedes 
Morales Corso, dominicana, soltera, de oficios domésticos, 
domiciliada y residente en la casa N9 60 de la Avenida Bo-
lívar, de esta Ciudad, portadora de la Cédula N9 16137, Serie 
1‘, Dolores Morales Viuda Blanco, dominicana, viuda, de ofi-
cios domésticos, domiciliada y residente en la casa N9 60 de 
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la Ave. Bolívar, en esta Ciudad Trujillo, Distrito Nacional,  
portarlira de la cédula Personal de Identidad N" 83189, de 
la Serie 1 9, Altagracia Morales Corso, dominicana, soltera' 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en Hato R ey' 

 Puerto Rico, sin Cédula Personal de Identidad por residir en 
el extranjero durante muchos años; Eugenio Morales Corso, 
dominicano, casado, empleado, portador de la Cédula Per-
sonal de Identidad N 9  30320, de la Serie la, domiciliado y re-
sidente en esta Ciudad Trujillo, en la Avnida "Pasteur", 
Edificio "González"; Juan Morales Corso, dominicano, ca-
sado, negociante, domiciliado y residente en la calle "Juan 
Pablo Pina" de esta Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, por-
tador de la Cédula Personal de Identidad N 9  32818, Serie 
13; Rafael Morales Corso, dominicano, casado, empleado, 
domiciliado y residente en Valencia, Venezuela, América del 
Sur, sin cédula personal de identidad, por residir hace mu-
cho tiempo en el extranjero; Domingo Morales Corso, domi-
nicano, mayor de edad, casado, empleado, domiciliado y re-
sidente en Valencia, Venezuela, América del Sur, sin cédula 
Personal de Identidad por residir desde hace muchos años 
en el extranjero; Isabel Morales Corso, dominicana, soltera, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en la Avenida 
"Bolívar" N" 60 de esta Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
portadora de la Cédula Personal de Identidad N932808, Serie 
14, Salvador Morales Corso, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado público, domiciliado y residente en la casa 
N" 4 de la calle "Pimentel" de esta Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, portador de la Cédula Personal de Identidad N° 
5027, Serie 23; y Federico Morales Corso, dominicano, ma-
yor de edad, casado, negociante, domiciliado y residente en 
la calle "Santiago" No 5 de esta Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, portador de la Cédula Personal de Identidad N 
72470, serie 19, cuyos sellos de renovación respectivos nc 
constan en el expediente, contra la sentencia pronunciados 
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha veinticuatro 
de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, en relación 

las Parcelas 47 y 48 del D. C. N" 6 de Hato Mayor, cuyo 
ositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic.. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 

lo 1266, por sí y por el Lic. José Pedemonte hijo, cédula 
"2, serie 23, sello 23286, y Dr. Luis Martínez Pina, cédula 

1, serie 23, sello 4752, abogados de los recurrentes, en 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Arismendy Aristy Jiménez, cédula 8556, se-
ie 28, sello 55429, en representación dél Lic. Freddy Prestol 
astillo, cédula 8401, serie 1 3, sello 4701, quien actúa por sí 
por la otra recurrida Juana Moscoso Viuda Corso, dorhi-

icana, mayor de edad, viuda, de oficios domésticos, domi-
ciliada en San Pedro de Macorís, residente en la casa N 9  11 
de lu calle "Colón", de dicha ciudad, cédula 2526, serie 23, se-
o 394, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha vein-
ti( uatro de abril de mil novecientos cincuenta y seis, suscri-
to por los abogados de los recurrentes, en el cual se invocan 
los medios que se exponen más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos Freddy 
Prestol Castillo y Luisa Moscoso Viuda Corso, de fecha ocho 
de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el Lic. Freddy Prestol Castillo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado. y vistos los artículos 141, 343 y 344 del Código de 
Procedimiento Civil; 7, 132 y 136 de la Ley de Registro de 
Tierras; y 1, 20 y 65 dé la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por Decisión N" 1 del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
veintisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
se ordenó el registro' del derecho de propiedad de las Paree- 
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la Ave. Bolívar, en esta Ciudad Trujillo, Distrito Nacional 
porta('.1ra de la cédula Personal de Identidad NQ 83189, d¿ 
la Serie 13, Altagracia Morales Corso, dominicana, soltera 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en Hato Rey' 
Puerto Rico, sin Cédula Personal de Identidad por residir en' 
el extranjero durante muchos arios; Eugenio Morales Corso, 
dominicano, casado, empleado, portador de la Cédula Per-
sonal de Identidad N9 30320, de la Serie la, domiciliado y re-
sidente en esta Ciudad Trujillo, en la Avnida "Pasteur", 
Edificio "González"; Juan Morales Corso, dominicano, ea_ 
sa.do, negociante, domiciliado y residente en la calle "Juan 
Pablo P,na" de esta Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, por-
tador de la Cédula Personal de Identidad N9 32818, Serie 
13; Rafael Morales Corso, dominicano, casado, empleado, 
domiciliado y residente en Valencia, Venezuela, América del 
Sur, sin cédula personal de identidad, por residir hace mu-
cho t iempo' en el extranjero; Domingo Morales Corso, domi-
nicano, mayor de edad, casado, empleado, domiciliado y re-
sidente en Valencia, Venezuela, América del Sur, sin cédula 
Personal de Identidad por residir desde hace muchos arios 
en el extranjero; Isabel Morales Corso, dominicana, soltera, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en la Avenida 
"Bolívar" N" 60 de esta Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
portadora de la Cédula Personal de Identidad N9 32808, Serie 
11, Salvador Morales Corso, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado público, domiciliado y residente en la casa 
N" 4 de la calle "Pimentel" de esta Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, portador de la Cédula Personal de Identidad N° 
5027, Serie 23; y Federico Morales Corso, dominicano, ma-
yor de edad, casado, negociante, domiciliado y residente en 
la calle "Santiago" N9 5 de esta Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, portador de la Cédula Personal de Identidad N" 
72470, serie 1/, cuyos sellos de renovación respectivos no 
constan en el expediente, contra la sentencia pronunciada 
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha veinticuatro 
de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, en relación 

n las Parcelas 47 y 48 del D. C. N° 6 de Hato Mayor, cuyo 
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic.. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 

seuo 1266, por sí y por el Lic. José Pedemonte hijo, cédula 
4352, serie 23, sello 23286, y Dr. Luis Martínez Pina, cédula 
17341, serie 23, sello 4752, abogados de los recurrentes, en 

lectura de sus conclusiones; 
Oído al Dr. Arismendy Aristy Jiménez, cédula 8556, se-

rie 28, sello 55429, en representación crel Lic. Freddy Prestol 
Castillo, cédula 8401, serie 11, sello 4701, quien actúa por sí 
y Dor la otra recurrida Juana Moscoso Viuda Corso, dorhi-
nicana, mayor de edad, viuda, de oficios domésticos, domi-
ciliada en San Pedro de Macorís, residente en la casa N9 11 

de calle "Colón", de dicha ciudad, cédula 2526, serie 23, se-
llo 394, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en fecha vein-
' l< uatro de abril de mil novecientos cincuenta y seis, suscri-
to los abogados de los recurrentes, en el cual se invocan 
los medios que se exponen más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos Freddy 
I'restol Castillo y Luisa Moscoso Viuda Corso, de fecha ocho 
de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
el Lic. Freddy Prestol Castillo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141, 343 y 344 del Código de 
Procedimiento Civil; 7, 132 y 136 de la Ley de Registro de 
Tierras; y 1, 20 y 65 dé la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por Decisión N^ 1 del Tribunal Superior de Tierras de fecha 
veintisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y uno, 
se ordenó el registro del derecho de propiedad de las Paree- 
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las 47 y 48 del Distrito 'Catastral N 9  6 de Hato Mayor en 
 favor de Juana Moscoso Vda. Corso, como un bien propio de 

 ella; b) que por Resolución del mismo Tribunal Superior de 
 Tierras de fecha cuatro de octubre de mil novecientos cin-

cuenta y uno, se ordenó la transferencia en favor del Lic. 
Freddy Prestol Castillo, de una porción de 74 hectáreas, con 
sus mejoras, en virtud de una dación en pago de honorario s 

 profesionales que le hizo la Vda. Corso; c) que el veintisiete. 
 de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, Isabel 

Corso de Morales, intentó una demanda en revisión por 
fraude; d) que esta demanda fué discutida y el abogado del 
Estado produjo su dictamen el diecinueve de octubre de mil 
novecientos cincuenta y cinco; e) que el Tribunal Superior de 
Tierras al proceder al estudio del expediente, estimó útil oir 
los alegatos de la parte demandante, quien no había produ-
cido su escrito de defensa en el plazo que le había sido con-
cedido en audiencia, y, al efecto decidió reabrir los debates 
y conceder 20 días de plazo a sus abogados, y 20 días a la 
otra parte, lo cual los comunicó por oficio de fecha 11 de 
diciembre de 1955; f) que habiendo fallecido la demandante 
Isabel Corso de Morales, el Lic. Pedemonte actuando por sí 
y por sus compañeros de defensa, dentro del plazo concedido 
comunicó al Tribunal ese suceso, y anexó copia del acta de 
defunción, la cual, según dicha acta, había ocurrido, el cua-
tro de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, es decir, 
antes del dictamen del Abogado del Estado; g) que el Tribu-
nal Superior comunicó esa instancia al abogado de la otra 
parte Lic. Freddy Prestol Castillo, quien contestó por escrito 
de fecha veintidós de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y cinco, pidiendo el rechazamiento de la solicitud de renova-
ción de instancia por ser esta improcedente ante el Tribunal 
de Tierras; h) que el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
veinticuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, 
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza, poi' 
infundada, la acción en revisión por fraude interpuesta por 

el Lic. José Pedemonte hijo y el Dr. Luis E. Martínez Pina, a 
sombre de la señora Isabel Corso de Morales, en relación don 
las  Parcelas Nos. 47 y 48 del.Distrito Catastral No 6 del Mu-
nicipio de Hato Mayor, Provincia de El Seibo; SEGUNDO: 
Se rechaza, por infundado, el pedimento presentado por los 
señores Nicolás Rodríguez, Feliciana Villa, Emilio Beras, 
Francisco de la Rosa, Bilo Osoria, Juan Antonio de la Cruz, 

• Ramón Rodríguez, Anita Villa, Gregorio Armando, Gregorio 
Jiménez, Norberto Severino, Maximino Sabino, Eduardo Ar-
mando, Lolo Féliz, Eleonso Suero, José A. Paredes, Jesús de 
la Cruz, Alejandro López, Pedro Sabino, Anacleto Mesa, Teo-
lindo Mola, Eladio Osoria, Anastacio Osoria, Chicho Arman-
do, Cruz López, Francisco Jiménez, Trinidad Amparo, Mar-
celino Espíritu, Nene Díaz, Chino Chireno, Carlitos Memén, 
Cachón, Carmito Jiménez, Dionisio Osoria, Cesaáreo Díaz, 
Emilio y Quia Valdez; tendente a que se les reconozcan me-
joras en estas parcelas, pudiendo intentar las acciones que 
sean de derecho cuando lo juzguen oportuno; y TERCERO: 
Se mantiene en toda su fuerza y vigor la Decisión N^ 1 del 
Tribunal Superior de Tierras, de fecha 27 de septiembre del 

- • 1951, dictada en relación con las mencionadas Parcelas Nos. 
47 y 48; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo- . 
rial de casación, los siguientes medios: 1^ Violación del ar- 

' tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por desnatu-
ralización de los hechos, falta de base legal, y violación por 
desconocimiento de las disposiciones de los artículos 343 y 
344 del mismo Código; y 2": Violación, por falsa aplicación 

. y desconocimiento de los artículos 137 y 140 de la Ley de 
Registro de Tierras; 

Considerando que los recurrentes alegan, en síntesis, en 
el desarrollo del primer medio, que los hechos de la causa 
han sido desnaturalizados al afirmar el Tribunal a quo, para 
rechazar la solicitud de renovación de instancia, que la causa 
a la fecha del pedimento sometido a esos fines, se encontraba 
en estado, cuando lo cierto es que estaban corriendo los pla- 
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las 47 y 48 del Distrito 'Catastral No 6 de Hato Mayor en 
favor de Juana Moscoso Vda. Corso, como un bien propio de 
ella; b) que por Resolución del mismo Tribunal Superior de 
Tierras de fecha cuatro de octubre de novecientos Qin.. 
cuenta y uno, se orde'nó la transferencia en favor del Lic 
Freddy Prestol Castillo, de una porción de 74 hectáreas, con« 
sus mejoras, en virtud de una dación en pago de honorarios 
profesionales que le hizo la Vda. Corso; c) que el veintisiete' 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y uno, Isabel 
Corso de Morales, intentó una demanda en revisión por 
fraude; d) que esta demanda fué discutida y el abogado del 
Estado produjo su dictamen el diecinueve de-octubre de mii 
novecientos cincuenta y cinco; e) que el Tribunal Superior de 
Tierras al proceder al estudio del expediente, estimó útil oir 
los alegatos de la parte demandante, quien no había produ-
cido su escrito de defensa en el plazo que le había sido con-
cedido en audiencia, y, al efecto decidió reabrir los debates 
y conceder 20 días de plazo a sus abogados, y 20 días a la 
otra parte, lo cual los comunicó por oficio de fecha 11 de 
diciembre de 1955; f) que habiendo fallecido la demandante 
Isabel Corso de Morales, el Lic. Pedemonte actuando por sí 
y por sus compañeros de defensa, dentro del plazo concedido 
comunicó al Tribunal ese suceso, y anexó copia del acta de 
defunción, la cual, según dicha acta, había ocurrido, el cua-
tro de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, es decir, 
antes del dictamen del Abogado del Estado; g) que el Tribu-
nal Superior comunicó esa instancia al abogado de la otra 
parte Lic. Freddy Prestol Castillo, quien contestó por escrito 
de 'fecha veintidós de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y cinco, pidiendo el rechazamiento de la solicitud de renova-
ción de instancia por ser esta improcedente ante el Tribunal 
de Tierras; h) que el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
veinticuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, 
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza, por 
infundada, la acción en revisión por fraude interpuesta por 

ei Lic. José Pedemonte hijo y el Dr. Luis E. Martínez Pina, a 
nombre de la señora Isabel Corso de Morales, en relación don 
las parcelas Nos. 47 y 48 del.Distrito Catastral No 6 del Mu-
nicipio de Hato Mayor, Provincia de El Seibo; SEGUNDO: 
se rechaza, por infundado, el pedimento presentado por los 
señóres Nicolás Rodríguez, Feliciana Villa, Emilio Beras, 
Francisco de la Rosa, Bilo Osoria, Juan Antonio de la Cruz, 
Ramón Rodríguez, Anita Villa, Gregorio Armando, Gregorio 
Jiménez, Norberto Severino, Maximino Sabino, Eduardo Ar-
mando, Lolo Féliz, Eleonso Suero, José A. Paredes, Jesús de 
la Cruz, Alejandro López, Pedro Sabino, Anacleto Mesa, Teo-
lindo Mola, Eladio Osoria, Anastacio Osoria, Chicho Arman-
do, Cruz López, Francisco Jiménez, Trinidad Amparo, Mar-
celino Espíritu, Nene Díaz, Chino Chireno, Carlitos Memén, 
Cachón, Carmito Jiménez, Dionisio Osoria, Cesaáreo Díaz, 
Emilio y Quia Valdez; tendente a que se les reconozcan me-
joras en estas parcelas, pudiendo intentar las acciones que 
sean de derecho cuando lo juzguen oportuno; y TERCERO: 
Se mantiene en toda su fuerza y vigor la Decisión N° 1 del 
Tribunal Superior de Tierras, de fecha 27 de septiembre del 
1951, dictada en relación con las mencionadas Parcelas Nos. 
47 y 48; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: 1" Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por desnatu-
ralización de los hechos, falta de base legal, y violación por 

4 desconocimiento de las disposiciones de los artículos 343 y 
344 del mismo Código; y 2"; Violación, por falsa aplicación 
y desconocimiento de los artículos 137 y 140 de la Ley de 
Registro de Tierras; 

Considerando que los recurrentes alegan, en síntesis, en 
el desarrollo del primer medio, que los hechos de la causa 
han sido desnaturalizados al afirmar el Tribunal a quo, para 
rechazar la solicitud de renovación de instancia, que la causa 
a la fecha del pedimento sometido a esos fines, se encontraba 
en estado, cuando lo cierto es que estaban corriendo los pla- 
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zos que el Tribunal había considerado útil acordar a las par. 
tes después del dictamen del Abogado del Estado; y que el 
Tribunal violó por desconocimiento los artículos 343 y 344 
del Código de Procedimiento Civil, al declarar que en esa ju-
risdicción no son aplicables las disposiciones .de esos textos 
porque allí no es obligatorio el ministerio de abogado, cuan_ 
do el caso para el Tribunal de Tierras es similar al de los tri-
bunales de comercio y los juzgados de paz; y que, además, 
la instancia no había sido interrumpida por fallecimiento de 
uno de los abogados, sino de una de las partes; 

Considerando, en cuanto al primer punto, que el examen 
del fallo impugnado y el de los documentos a que él se refie-
re, pone de manifiesto, que el Tribunal Superior de Tierras 
procedió a estudiar el expediente después de haberse produ-
cido el dictamen del Abogado del Estado en fecha diecinueve 
de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco; y, como 
consecuencia de ese estudio resolvió reabrir los debates para 
dar oportunidad a la demandante de producir por escrito 
sus alegatos; que, al efecto, por oficio de fecha 11 de noviem-
bre de 1955, le comunicó a ambas partes su decisión al res-
pecto, y les acordó con tal propósito, veinte días sucesiva-
mente a cada una de ellas; que el veintinueve de ese mismo 
mes y año, estando aun en curso los plazos concedidos, fué 
sometida la solicitud a fines de renovación de instancia; que 
no obstante, a base de esos mismos hechos, el Tribunal de-
claró, según consta en la parte final del primer Considerando 
del fallo impugnado, que el asunto estaba en estado de recibir 
fallo para la fecha en que la instancia fué sometida; que, en 
esas condiciones, es evidente que incurrió en el vicio de des-
naturalización invocado por los recurrentes; 

Considerando, por otra parte, que en cuanto al segundo 
punto, es preciso distinguir ante el Tribunal de Tierras dos 
situaciones: la que puede ocurrir en el curso del saneamiento 
y la que puede presentarse en las demandas y recursos que 
se originan después de saneado y registrado un inmueble; 
que, evidentemente, dado el carácter del proceso de sanea- 

 

miento, el cual es* impulsado siempre por el Tribunal, inde-
pendientemente de la iniciativa de los reclamantes, quienes 
son puestos en causa en virtud del requerimiento con carác-
ter "erga omnes" que lanza el Abogado del Estado, y en 
donde el Tribunal está obligado a decidir quién es el verda-
dero titular del derecho, aún cuando no se haya presentado 
a reclamarlo, pues los procedimientos son conducidos "in 
rem',' es evidente que no puede tener influencia alguna el 
fallecimiento de un reclamante, pues siempre será deber del 
Tribunal el reconocer su derecho, teniendo facultad para 
ordenar el registro del mismo aun en forma innominada en 
favor de la sucesión; que, por consiguiente, dada la naturale-
za del proceso de saneamiento, no pueden tener aplicación en 
el curso del mismo las reglas relativas a la renovación de ins-
tancia; que la situación, sin embargo, es diferente cuando 
se trata de una litis o de un recurso, surgidos después de 
saneado y registrado el inmueble, pues éstos sí se originan 
por iniciativa de las partes interesadas, y si una de ellas 
fallece, sin encontrarse el asunto en estado de ser fallado, 
nada justificaría que el Tribunal, en conocimiento del caso, 
continuase la litis sin haber dado oportunidad a los sucesores 
mediante la renovación de instancia, de decidir si es o nó de 
su interés, el continuar un litigio que su causante había juz-
gado útil o conveniente, pero acerca de cuya utilidad o con-
veniencia tienen derecho a manifestarse quienes van a que-
dar ligados a las consecuencias favorables o adversas del fa-
llo que se dicte; que, en efecto, el fundamento principal de la 
renovación de instancia no es otra que la protección que me-
rece al legislador el derecho de defensa, el cual no quedaría 
suficientemente protegido si una parte es obligada a mante-
nerse en un litigio aún a su pesar, o si no se le ofrece la opor-
tunidad, si decide continuarlo, de apeirtar todos aquellos me-
dios de prueba que considere adecuados para su defensa, es 
decir, útiles a su interés; que, en la especie se trata de una 
demanda en revisión por fraude, por lo cual, al ocurrir el 
fallecimiento de la demandante Isabel Corso de Morales, sin 
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zos que el Tribunal había considerado útil acordar a las par_ 
tes después del dictamen del Abogado del Estado; y que el 
Tribunal violó por desconocimiento los artículos 343 y 344 
del Código de Procedimiento Civil, al declarar que en esa ju-
risdicción no son aplicables las disposiciones .de esos textos 
porque allí no es obligatorio el ministerio de abogado, cuan-
do el caso para el Tribunal de Tierras es similar al de los tri-
bunales de comercio y los juzgados de paz; y que, además, 
lzt instancia no había sido interrumpida por 'fallecimiento de 
uno de los abogados, sino de una de las partes; 

Considerando, en cuanto al primer punto, que el examen 
del fallo impugnado y el de los documentos a que él se refie-
re, pone de manifiesto, que el Tribunal Superior de Tierras 
procedió a estudiar el expediente después de haberse produ-
cido el dictamen del Abogado del Estado en fecha diecinueve 
de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco; y, como 
consecuencia de ese estudio' resolvió reabrir los debates para 
dar oportunidad a la demandante de producir por escrito 
sus alegatos; que, al efecto, por oficio de fecha 11 de noviem-
bre de 1955, le comunicó a ambas partes su decisión al res-
pecto, y les acordó con tal propósito, veinte días sucesiva-
mente a cada una de ellas; que el veintinueve de ese mismo 
mes y año, estando aun en curso los plazos concedidos, fué 
sometida la solicitud a fines de renovación de instancia; que 
no obstante, a ba,se de esos mismos hechos, el Tribunal de-
claró, según consta en la parte final del primer Considerando 
del fallo impugnado, que el asunto estaba en estado de recibir 
fallo para la Techa en que la instancia fué sometida; que, en 
esas condiciones, es evidente que incurrió en el vicio de des-
naturalización invocado por los recurrentes; 

Considerando, por otra parte, que en cuanto al segundo 
punto, es preciso distinguir ante el Tribunal de Tierras dos 
situaciones: la que puede ocurrir en el curso del saneamiento 
y la que puede presentarse en las demandas y recursos que 
se originan después de saneado y registrado un inmueble; 
que, evidentemente, dado el carácter del proceso de sanea- 
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miento, el cual es' impulsado siempre por el Tribunal, inde-
pendientemente de la iniciativa de los reclamantes, quienes 
son puestos en causa en virtud del requerimiento con carác-
ter "erga omnes" que lanza el Abogado del Estado, y en 
donde el Tribunal está obligado a decidir quién es el verda-
dero titular del derecho, aún cuando no se haya presentado 
a reclamarlo, pues los procedimientos son conducidos "in 
rem',' es evidente que no puede tener influencia alguna el 
fallecimiento de un reclamante, pues siempre será deber del 
Tribunal el reconocer su derecho, teniendo acultad para 
ordenar el registro del mismo aun en fOrma innominada en 
favor de la sucesión; que, por consiguiente, dada la naturale-
za del proceso de saneamiento, no pueden tener aplicación en 
el curso del mismo las reglas relativas a la renovación de ins-
tancia; que la situación, sin embargo, es diferente cuando 
Fe trata de una litis o de un recurso, surgidos después de 
saneado y registrado el inmueble, pues éstos sí se originan 
por iniciativa de las partes interesadas, y si una de ellas 
fallece, sin encontrarse el asunto en estado de ser fallado, 
nada justificaría que el Tribunal, en conocimiento del caso, 
continuase la litis sin haber dado oportunidad a los sucesores 
mediante la renovación de instancia, de decidir si es o nó de 
su interés, el continuar un litigio que su causante había juz-
gado útil o conveniente, pero acerca de cuya utilidad o con-
veniencia tienen derecho a manifestarse quienes van a que-
dar ligados a las consecuencias favorables o adversas del fa-
llo que se dicte; que, en efecto, el fundamento principal de la 
renovación de instancia no eS otra que la protección que me-
rece al legislador el derecho de defensa, el cual no quedaría 
suficientemente protegido si una parte es obligada a mante-
nerse en un litigio aún a su pesar, o si no se le ofrece la opor-
tunidad, si decide continuarlo, de apcirtar todos aquellos me-
dios de prueba que considere adecuados para su defensa, es 
decir, útiles a su interés; que, en la especie se trata de una 
demanda en revisión por fraude, por lo cual, al ocurrir el 
fallecimiento de la demandante Isabel Corso de Morales, sin 
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estar aún el asunto en estado, procedía la renovación de ins-
tancia; que, finalmente, no es óbice para la aplicación del cri-
terio anterior, el hecho de que el artículo 7, modificado, d e 

 la Ley de Registro de Tierras disponga que el Tribunal de 
Tierras seguirá en los asuntos puestos a su cargo las reglas 
de su propio procedimiento si la ley no le ha señalado el de 
derecho común, pues cuando se trata de la observancia del 
derecho de defensa, se está frente a una regla de carácter 
sustdhtivo y no de derecho procesal; que al decidirlo en sen-
tido contrario el Tribunal a quo en el fallo impugnado, vio1(1 
por desconocimiento, los artículos 343 y 344 del Código de 
Procedimiento Civil; que, por tanto, dicho fallo debe ser ca-
sado, sin necesidad de examinar el otro medio propuesto por 
los recurrentes; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha veinti-
cuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, en re-
lación con las parcelas 47 y 48 del Distrito Catastral I\1 9  6 
del Municipio de Hato Mayor, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por 
ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; y Segundo: 
Condena a la parte recurrida al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fié 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generll que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

:sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 23 de -julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Félix Valoy Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece del 
mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Va-
loy Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, cédu-
la 18767, serie 2, cuyo sello de renovación no' consta en el 
expediente, domiciliado y residente en la ciudad de San Cris-
tóbal, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones cri-
minales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha veintitrés de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 
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estar aún el asunto en estado, procedía la renovación de ins-
tancia; que, finalmente, no es óbice para la aplicación del eri_ 
terio anterior, el hecho de que el artículo 7, modificado, d e 

 la Ley de Registro de Tierras disponga que el Tribunal de 
Tierras seguirá en los asuntos puestos a su cargo las reglas 
de su propio procedimiento si la ley no le ha señalado el de 
derecho común, pues cuando se trata de la observancia del 
derecho de defensa, se está frente a una regla de carácter 
sustoltivo y no de derecho procesal; que al decidirlo en sen-
tido contrario el Tribunal a quo en el fallo impugnado, violó 
por desconocimiento, los artículos 343 y 344 del Código de 
procedimiento Civil; que, por tanto, dicho fallo debe ser ca-
sado, sin necesidad de examinar el otro medio propuesto por 
los recurrentes; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha veinti-
cuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, en re-
lación con las parcelas 47 y 48 del Distrito Catastral N 9  6 
del Municipio de Hato Mayor, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por 
ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; y Segundo: 
Condena a la parte recurrida al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras . 

Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generll que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1939 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 23 de -julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Félix Valoy Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece del 
mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Va-
loy Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, cédu-
la 18767, serie 2, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, domiciliado y residente en la ciudad de San Cris-
tóbal, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones cri-
minales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha veintitrés de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se- 
cretaría de la Corte a qua, en fecha treinta y uno de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado cl=  
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe.: 
rado, y vistos los artículos 379, 381, ordinal 4, 384 y 463, or- . 

dinal tercero, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en 14 sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha treinta de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y ocho fué sometido por la Policía Nacional al Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Trujillo, Félix Va-
loy Pérez, por haber cometido un robo de noche, en casa ha-
bitada, con fractura, en perjuicio de Luis Ngo; que el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Trujillo 
requirió en fecha treinta y uno de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, del Magistrado Juez de Instrucción 
de dicho Distrito Judicial, proceder a la instrucción de la 
sumaria correspondiente, por tratarse de un hecho que según 
se desprende de las piezas del expediente, constituía un cri-
men; b) que el Juez de Instrucción del Distrito Judicial de 
Trujillo; dictó su providencia calificativa en fecha doce de 
febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, enviando al , 
inculpado Félix Valoy Pérez al Tribunal Criminal, para ser 
juzgado por "el crimen de robo de noche, en casa habitada . ; 
y con fractura", por existir indicios graves de culpabilidad; 
c) que así apoderado, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, dictó en 'fecha dos de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en sus atribuciones cri-
minales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara que el nombrado Félix Valoy Pé-
rez, es culpable del crimen de robo de noche en casa habitada 
con fractura en perjuicio de Luis Ngó, en consecuencia lo  

condena a sufrir cinco años de trabajos públicos; y SEGUN-
DO: Condena además al acusado al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Félix Valoy Pérez, en la misma fecha 
del pronunciamiento de la anterior sentencia, la Corte de 
apelación de San Cristóbal dictó en fecha veintitrés de julio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, después de un reenvío, 
la sentencia ahora impugnada en casación, la cual tiene el 
dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido en la forma el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Modifica en cuanto a la pena impuesta la sentencia 
contra la cual se apela, dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo de fecha 2 de abril 
de 1959, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y, en consecuencia, condena a Féliz Valoy Pérez, por 
el crimen de robo cometido de noche en casa habitada y con 
fractura en perjuicio de Luis Ngó, a sufrir dos años de re-
clusión, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
TERCERO: Condena al apelante Félix Valoy Pérez al pago 
de las costas"; 

Considerando que la Corte de Apelación de San Cristó-
bal dió por establecido, mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente aportados en la 
instrucción de la causa: a) que en fecha veintitrés de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, compareció Luis 
Ngó al Cuartel de la Policía Nacional, de San Cristóbal, y 
denunció que en la madrugada de ese día le habían sustraí-
do de su estáblecimiento comercial, dos medios litros de 
Whisky, para lo cual forzaron una de las puertas de dicho 
establecimiento que da al patio, agregando que en la madru-
gada del día doce de ese mismo mes le habían sustraído, frac-
turando la misma puerta, la suma de dieciocho pesos (RD 
$181100) en efectivo, de la Caja Registradora, y una gran 
cantidad de cigarrillos y cigarros; b) que en fecha veinti-
cinco del citado mes de diciembre compareció nuevamente 
Luis Ngó a dicho Cuartel de la Policía Nacional, y denunció 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha treinta y uno de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 379, 381, ordinal 4, 384 y 463, or-
dinal tercero, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha treinta de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y ocho fué sometido por la Policía Nacional al Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Trujillo, Félix Va-
loy Pérez, por haber cometido un robo de noche, en casa ha-
bitada, con fractura, en perjuicio de Luis Ngo; que el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Trujillo 
requirió en fecha treinta y uno de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, del Magistrado Juez de Instrucción 
de dicho Distrito Judicial, proceder a la instrucción de la 
sumaria correspondiente, por tratarse de un hecho que según 
se desprende de las piezas del expediente, constituía un cri-
men; b) que el Juez de Instrucción del Distrito Judicial de 
Trujillo; dictó su providencia calificativa en fecha doce de 
febrero de mil novecientos cincuenta y nueve, enviando al 
inculpado Félix Valoy Pérez al Tribunal Criminal, para ser 
juzgado por "el crimen de robo de noche, en casa habitada 
y con fractura", por existir indicios graves de culpabilidad; 
e) que así apoderado, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, dictó en 'fecha dos de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en sus atribuciones cri-
minales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: 

 
 PRIMERO: Declara que el nombrado Félix Valoy Pé-

rez, es culpable del crimen de robo de noche en casa habitada 
con fractura en perjuicio de Luis Ngó, en consecuencia lo 

condena a sufrir cinco años de trabajos públicos; y SEGUN-
' DO: Condena además al acusado al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Félix Valoy Pérez, en la misma fecha 
del pronunciamiento de la anterior sentencia, la Corte de 
Apelación de San Cristóbal dictó en fecha veintitrés de julio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, después de un reenvío, 
la sentencia ahora impugnada en casación, la cual tiene el 
dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido en la forma el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Modifica en cuanto a la pena impuesta la sentencia 
contra la cual se apela, dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo de fecha 2 de abril 

- de 1959, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y, en consecuencia, condena a Féliz Valoy Pérez, por 
el crimen de robo cometido de noche en casa habitada y con 
fractura en perjuicio de Luis Ngó, a sufrir dos años de re-
clusión, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
TERCERO: Condena al apelante Félix Valoy Pérez al pago 
de las costas"; 

Considerando que la Corte de Apelación de San Cristó-
bal dió por establecido, mediante la ponderación de los ele- 

. mentos de prueba que 'fueron regularmente aportados en la 
instrucción de la causa: a) que en fecha veintitrés de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, compareció Luis 
Ngó al Cuartel de la Policía Nacional, de San Cristóbal, y 
denunció que en la madrugada de ese día le habían sustraí-
do de su estáblecimiento comercial, dos medios litros de 
Whisky, para lo cual forzaron una de las puertas de dicho 
establecimiento que da al patio, agregando que en la madru-
gada del día doce de ese mismo mes le habían sustraído, frac-

' turando la misma puerta, la suma de dieciocho pesos (RD 
r  $18/100) en efectivo, de la Caja Registradora, y uña gran 

cantidad de cigarrillos y cigarros; b) que en fecha veinti-
cinco del citado mes de diciembre compareció nuevamente 

" Luis Ngó a dicho Cuartel de la Policía Nacional, y denunció 
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que en esa misma fecha se habían introducido otra vez en s u 
 establecimiento comercial, rompiendo la misma puerta que 
 da al patio, sustrayéndole un cartón de cigarrillos, un pa-

quete de cigarros, y ocho medios litro de Whisky, y cinco 
pesos en efectivo de la Caja Registradora; c) que en vista de 
que las investigaciones resultaban infructuosas, la Policía 
Nacional resolvió dejar dentro del establecimiento de Luis 
Ngó un agente, quien el día veintiocho de ese mismo mes, a 
las tres y cuarenta y cinco minutos de la madrugada sor-
prendió a Félix Valoy Pérez, después de haber éste fractura-
do la puerta del establecimiento que da al patio, y de haber 
sustraído varias cajetillas de cigarrillos; d) que conducido 
Félix Valoy Pérez al Cuartel de la Policía National, confesó 
ser el autor de los robos cometidos en el establecimiento co-
mercial de Luis Ngó, y que una parte de los efectos robados 
los había vendido en Ciudad Trujillo, y parte en San Cristó-
bal, los cuales fueron ocupados por la Policía Nacional; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así com-
probados y admitidos por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, están reunidos los elementos constitutivos del crimen 
de robo con 'fractura previsto y sancionado por el artículo 
384 del Código Penal, con la pena de cinco a veinte años de 
trabajos públicos, cometido, además, de noche y en casa ha-
bitada; que, en consecuencia, al condenar al acusado Félix 
Valoy Pérez, después de declararlo culpable del referido cri-
men, a la pena de dos años de reclusión, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, le atribuyó a los hechos de la 
acusación la calificación legal que les corresponde según su 
propia naturaleza, y le impuso a dicho acusado una san-
ción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Félix Valoy Pérez contra sentencia 
pronunciada en atribuciones criminales por la Corte de Ape- 
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'ación de San Cristóbal, en fecha veintitrés de julio de mil 

novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en 
otra  parte del presente fallo; y, Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
_Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por le 
señores Jueces que figuran en s  su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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que en esa misma fecha se habían introducido otra vez en s u 
 establecimiento comercial, rompiendo la misma puerta que 
 da al patio, sustrayéndole un cartón de cigarrillos, un pa_ 

quete de cigarros, y ocho medios litro de Whisky, y cinco 
pesos en efectivo de la Caja Registradora; c) que en vista de 
que las investigaciones resultaban infructuosas, la Policía 
Nacional resolvió dejar dentro del establecimiento de Luis 
Ngó un agente, quien el día veintiocho de ese mismo mes, a 
las tres y cuarenta y cinco minutos de la madrugada sor-
prendió a Félix Valoy Pérez, después de haber éste fractura-
do la puerta del establecimiento que da al patio, y de haber 
sustraído varias cajetillas de cigarrillos; d) que conducido 
Félix Valoy Pérez al Cuartel de la Policía Nacional, confesó 
ser el autor de los robos cometidos en el establecimiento co-
mercial de Luis Ngó, y que una parte de los efectos robados 
los había vendido en Ciudad Trujillo, y parte en San Cristó-
bal, los cuales fueron ocupados por la Policía Nacional; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así com-
probados y admitidos por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, están reunidos los elementos constitutivos del crimen 
de robo con fractura previsto y sancionado por el artículo 
384 del Código Penal, con la pena de cinco a veinte años de 
trabajos públicos, cometido, además, de noche y en casa ha-
bitada; que, en consecuencia, al condenar al acusado Félix 
Valoy Pérez, después de declararlo culpable del referido cri-
men, a la pena de,  dos años de reclusión, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, le atribuyó a los hechos de la 
acusación la calificación legal que les corresponde según su 
propia naturaleza, y le impuso a dicho acusado una san-
ción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Félix Valoy Pérez contra sentencia 
pronunciada en atribuciones criminales por la Corte de Ape- 

'ación de San Cristóbal, en fecha veintitrés de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte del presente fallo; y, Segundo: Condena al recu 
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiarna.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
--Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por k 
señores Jueces que figuran en, su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



BOLEAN JUDICIAL 	 2297 2296 	 BOLETbr JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Paniagua. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciado ,. 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri 
mer Sustituto de Presidente; Juan'A. Morel, Segundo Susti 
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen 
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece 
del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Pa-
niagua, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, do-
miciliado y residente en Las Lagunas, jurisdicción de Sán-
chez Ramírez, cédula 12099, serie 46, cuyo 'sello de renova 
ción no consta en el expediente, contra sentencia pronuncia-
da por la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones cri-
minales, en fecha veintitrés de julio de mil novecientos cin 
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copiará más adelante 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d. 

la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua ,en fecha veintiocho de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, a' requerimiento del Lic. 
jamón B. García G., cédula 976, serie 47, sello 308138, abo-
ado del acusado, en la cual se invoca lo que se expondrá más 

adelante; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

)erado, y vistos los artículos 332 y 463, apartado 3 9, del Có- 
digo  Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de ea-

, sacion; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha diecisiete de febrero de mil novecientos cincuenta 
y nueve, Higinia José, presentó querella por ante el Jefe de  
Puesto del Ejército Nacional de Las Lagunas de Cotuí, en 
contra del nombrado Rafael Paniagua, por el hecho de éste 
aber estuprado a una hija de la querellante de nombre Fer-

mina Marte, de once años de edad; 2) que en fecha once de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, el Juez de Ins-
trucción del. Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, apode-
rado del caso, dictó una providencia calificativa mediante la 
cual envió al nombrado Rafael Paniagua, por ante el Tri-
bunal Criminal, por existir cargos suficientes para inculpar-
lo como autor del crimen de estupro de la menor Fermina de 
once años de edad; 3) que apoderado del caso el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, 
conoció y falló en 'fecha veintisiete de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, mediante sentencia cuyo dispositivo 
figura copiado en el de la sentencia impugnada, que se re-

, produee más adelante; 
Considerando que sobre el recurso de apelación inter-

puesto por el acusado, la Corte de Apelación de La Vega 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en 

. cuanto a'la forma, el presente recurso de apelación; SEGUN- 
O: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado de Prime-

ra Instancia del Distrito .Tudicial de Sánchez Ramírez el vein 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rafael Paniagua. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciada 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri 
mer Sustituto de Presidente; Juan'A. Morel, Segundo Susti 
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen 
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece 
del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la sigdiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Pa-
niagua, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, do-
miciliado y residente en Las Lagunas, jurisdicción de Sán-
chez Ramírez, cédula 12099, serie 46, cuyo sello de renova 
ción no consta en el expediente, contra sentencia pronuncia-
da por la Corte de Apelación de La Vega, en atribuciones cri-
minales, en fecha veintitrés de julio de mil novecientos chi-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copiará más adelante 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d' 

la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
etaría de la Corte a qua ,en fecha veintiocho de julio de 
ji novecientos cincuenta y nueve, a' requerimiento del Lic. 
alón B. García G., cédula 976, serie 47, sello 308138, abo-

ado del acusado, en la cual se invoca lo que se expondrá más 
adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
)erado, y vistos los artículos 332 y 463, apartado 3 9, del Có-
digo Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

ción; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 

en fecha diecisiete de febrero de mil novecientos cincuenta 
y nueve, Higinia José, presentó querella por ante el Jefe de 
Pasto del Ejército Nacional de Las Lagunas de Cotuí, en 
contra del nombrado Rafael Paniagua, por el hecho de éste 
haber estuprado a una hija de la querellante de nombre Fer-
mina Marte, de once años de edad; 2) que en fecha once de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, el Juez de Ins-
trucción del, DistritoJudicial de Sánchez Ramírez, apode-
rado del caso, dictó una providencia calificativa mediante la 
cual envió al nombrado Rafael Paniagua, por ante el Tri-
bunal Criminal, por existir cargos suficientes para inculpar-
lo como autor del crimen de estupro de la menor Fermina de 
once años de edad; 3) que apoderado del caso el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, 
conoció y falló en fecha veintisiete de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, mediante sentencia cuyo dispositivo 
figura copiado en el de la sentencia impugnada, que se re-
produre más adelante; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado, la Corte de Apelación de La Vega 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en 
cuanto ala forma, el presente recurso de apelación; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez el vein 
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tisiete de abril del año mil novecientos cincuenta y r lovp, 
 cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: Declara al nombrado 

 Rafael Paniagua, de generales anotadas, culpable del crimen 
 de estupro, en perjuicio de la menor de 11 años de edad, Fer. 

mina Marte, y en consecuencia le condena a sufrir dos añ os 
 de reclusión, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-

tes; SEGUNDO: Condena al acusado al pago de las costas'; 
TERCERO: Condena además al acusado Rafael Paniagua, al 
pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente alega, en apoyo de su 
recurso, lo siguiente: que "Por estudio del proceso a cargo de 
Rafael Paniagua, incluyendo el acta de nacimiento y los tér-
minos de la querella presentada en fecha 18 de febrero de 
1959, al Jefe de Puesto E.N., Raso Bernardino Antonio Al-
mánzar, se admite que lo acontecido entre el recurrente y 
Fermina Marte, ha sido un coito en una menor de once años 
cumplidos, sin que hayan mediado en este ayuntamiento ni 
la influencia de las violencias físicas, ni mucho menos las 
morales, puesto que fué realizado a pocos pasos del camino y 
en un vecindario debidamente poblado, donde podía adver-
tirse cualquiera manifestación que la menor Fermina Marte 
hubiera demostrado; abona además la entrega de que la me-
nor Fermina Marte convino voluntariamente en el hecho, la 
circunstancia de ésta no haberlo participado inmediatamen-
te a su madre, ya que las pretendidas amenazas de que dice • 
haber sido objeto, habían cesado. No está en presencia, por 
consiguiente, en la especie jurisprudencial contenida en e! 
Boletín Judicial N9 525 de Abril 22-1954, sentencia 716 la 
que tiene la legislación especial del art. 332. En esta circuns-
tancia es manifiesto que la Honorable Corte de Apelación de 
La Vega ha violado los artículos 355 y 332 del Código Penal. 
Lo que amerita que la sentencia de la especie sea casada"; 
pero, 

Considerando que la Corte a qua, dió por establecido, 
soberanamente, mediante la ponderación de los elementos de. 
prueba que fueron regularmente aportados en la instrucción  

de la causa lo siguiente: a) que en fecha quince de febrero de 
mil novecientos cincuenta y nueve, mientras la niña Fermina 
Airarte iba a buscar una leche, el acusado Rafael Paniagua la 
cogió por las manos y la condujo hasta un cacaotal en donde 
la derribó, le tapó la boca y la violó contra su voluntad; b) 
que el hecho ocurrió en un lugar solitario, de la Sección de . 

 Las Lagunas, jurisdicción del Municipio de Cotuí; c) que la 
madre querellante se enteró de lo ocurrido porque notó que 
la ropa interior de la menor estaba ensangrentada; d) que el 
acusado emprendió la fuga inmediatamente después de co-
meter este hecho, siendo capturado tres o cuatro días más 
tarde; e) que según el acta de nacirniento que figura en el 
expediente, la menor nació el día dieciséis de febrero de mil 
novecientos cuarentiocho; f) que de conformidad con el cer-
tificado médico legal expedido en fecha dieciocho de febrero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, la menor presentaba 
"desfloración completa, la cual data de aproximadamente 
3 ó 4 días"; g) que el acusado ejerció contra la menor vio-
lencias físieas y morales, ya que se trataba de "una niña 
d`.,  pocos años incapaz de defenderse y dé consentir en el 
hecho"; h) que la niña lloró durante la comisión del crimen; 

Considerando que por lo expuesto en el fallo impugnado 
se advierte que en la especie no se trataba, como lo pretende 
el recurrente, de un simple coito realizado voluntariamente 
por una joven, sino de un ayuntamiento carnal, normal e ilí-
cito con una menor cuyo consentimiento no fué otorgado li-
bremente; que, por tanto, las alegaciones del recurrente ca-
recen de fundamento y deben ser desestimadas; 

Considerando que en los hechos comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los elemen-
tos constitutivos del crimen de estupro cometido en una niña 
de menos de 11 años de edad, hecho previsto y castigado por 
el artículo 332 del Código Penal con la pena de seis a diez 
años dé trabajos públicos; que, en consecuencia, al declarar 
la Corte a qua al acusado Rafael Paniagua, culpable del cri-
men de estupro puesto a su cargo, lejos de haber violado di- 
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tisiete de abril del año mil novecientos cincuenta Y nueve 
cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: Declara al nombrado 
Rafael Paniagua, de generales anotadas, culpable del crime n 

 de estupro, en perjuicio de la menor de 11 años de edad, Fer. 
mina Marte, y en consecuencia le condena a sufrir dos años 
de reclusión, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; SEGUNDO: Condena al acusado al pago de las costas'; 
TERCERO: Condena además al acusado Rafael Paniagua, al 
pago de las costas de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente alega, en apoyo de su 
recurso, lo siguiente: que "Por estudio del proceso a cargo de 
Rafael Paniagua, incluyendo el acta de nacimiento y los tér-
minos de la querella presentada en fecha 18 de febrero de 
1959, al Jefe de Puesto E.N., Raso Bernardino Antonio Al-
mánzar, se admite que lo acontecido entre el recurrente y 
Fermina Marte, ha sido un coito en una menor de once años 
cumplidos, sin que hayan mediado en este ayuntamiento ni 
la influencia de las violencias físicas, ni mucho menos las 
morales, puesto que fué realizado a pocos pasos del camino y 
en un vecindario debidamente poblado, donde podía adver-
tirse cualquiera manifestación que la menor Fermina Marte 
hubiera demostrado; abona además la entrega de que la me-
nor Fermina Marte convino voluntariamente en el hecho, la 
circunstancia de éta no haberlo participado inmediatamen-
te a su madre, ya que las pretendidas amenazas de que dice 
haber sido objeto, habían cesado. No está en presencia, por 
consiguiente, en la especie jurisprudencial contenida en e! 
Boletín Judicial 1\19 525 de Abril 22-1954, sentencia 716 la 
que tiene la legislación especial del art. 332. En esta circuns-
tancia es manifiesto que la Honorable Corte de Apelación de 
La Vega ha violado los artículos 355 y 332 del Código Penal. 
Lo que amerita que la sentencia de la especie sea casada"; 
pero, 

Considerando que la Corte a qua, dió por establecido, 
soberanamente, mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que fueron regularmente aportados en la instrucción 

la causa lo siguiente: a) que en fecha quince de febrero de 
il novecientos cincuenta y nueve, mientras la niña Fermina 
arte iba a buscar una leche, el acusado Rafael Paniagua la 
gi(5 por las manos y la condujo hasta un cacaotal en donde 
derribó, le tapó la boca y la violó contra su voluntad; b) 

ue el hecho ocurrió en un lugar solitario, de la Sección de' 
Las Lagunas, jurisdicción del Municipio de Cotuí; e) que la 
madre querellante se enteró de lo ocurrido porque notó que 
la ropa interior de la menor estaba ensangrentada; d) que el 
acusado emprendió la fuga inmediatamente después de co-
meter este hecho, siendo capturado tres o cuatro días más 
tarde; e) que según el acta de nacimiento que figura en el 
expediente, la menor nació el día dieciséis de febrero de mil 
novecientos cuarentiocho; f) que de conformidad con el cer-
tificado médico legal expedido en fecha dieciocho de febrero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, la menor presentaba 
"desfloración completa, la cual data de aproximadamente 
3 ó 4 días"; g) que el acusado ejerció contra la menor vio-
lencias físieas y morales, ya que se trataba de "una niña 
cls, pocos años incapaz de defenderse y dé consentir en el 
hecho"; h) que la niña lloró durante la comisión del crimen; 

Considerando que por lo expuesto en el fallo impugnado 
se advierte que en la especie no se trataba, como lo pretende 
el recurrente, de un simple coito realizado voluntariamente 
por una joven, sino de un ayuntamiento carnal, normal e ilí-
cito con una menor cuyo consentimiento no fué otorgado li-
bremente; que, por tanto, las alegaciones del recurrente ca-
recen de fundamento y deben ser desestimadas; 

Considerando que en los, hechos comprobados y admi-
tidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los elemen-
tos constitutivos del crimen de estupro cometido en una niña 
de menos de 11 años de edad, hecho previsto y castigado por 
el artículo 332 del Código Penal con la pena de seis a diez 
años de trabajos públicos; que, en consecuencia, al declarar 
la Corte a qua al acusado Rafael Paniagua, culpable del cri-
men de estupro puesto a su cargo, lejos de haber violado di- 
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cho texto legal, atribuyó a los hechos.de la acusación la ca. 
lificación legal que les corresponde, y al condenarlo a la pen a  
de dos años de reclusión, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, le impuso una sanción que está ajustada a 
la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
A.,ntencia impugnada no contiene, en lo concerniente al inte-
rés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca. 
sación interpuesto por. Rafael Paniagua, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en feche 
veintitrés de Julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo consta transcrito en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Ernesto .Curiel hijo, Secretario Genera.. 

rresente senter ;ia ha sido dada y firmada por lob 
señores Jueces qu( . figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 26 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Carlos Martí Besonias. 

bogado: Dr. César A. Ramos F. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

II. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, y Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis, 
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra SU8 

audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
trece del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Martí Besonias, español, mayor de edad, estudiante, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, cédula 85267, serie 1, sello 
3725185, contra sentencia correccional dictada por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha veintiséis de junio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
Copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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cho texto legal, atribuyó a los hechos.de la acusación la e a. 
lificación legal que les corresponde, y al condenarlo a la pena 
de dos años de reclusión, acogiendo en su favor circunst 
cias atenuantes, le impuso una sanción que está ajustada 
la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
.<2ntencia impugnada no contiene, en lo concerniente al int 
Tés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca. 
sación interpuesto por. Rafael Paniagua, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en fechc 
veintitrés de Julio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo consta transcrito en otro lugar del presente 'fallo; 
y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Ernesto .Curiel hijo, Secretario Genera.. 

La presente senter ;ia ha sido dada y firmada por lo 
señores Jueces Tu figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

NCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

tienda Impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 26 de junio de 1959. 

la: Penal. 

rrente: Carlos Martí Besonias. 

ado: Dr. César A. Ramos F. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
II. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, y Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-. 
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra S119 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
trece del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Martí Besonias, español, mayor de edad, estudiante, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, cédula 85267, serie 1, sello 
3725185, contra sentencia correccional dictada por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha veintiséis de junio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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.Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría d e 
 la Corte a qua, en fecha primero de julio de mil noveciento s 

 cincuenta y nueve, a requerimiento del recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por el doctor Cé-
sar A. Ramos F., cédula 22842, serie 47, sello 9947, de fecha 
veinticinco del mes de septiembre del año mil novecientos 
cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 3 de la Ley N° 2022, del año 1949, 
modificada por la Ley N° 3749, del año 1954; y 1, 23 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: que en fecha veinti-
cinco de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho ocu-
rrió un accidente automovilístico en la carretera que condu-
ce de esta ciudad al poblado de Villa Mella, a consecuencia del 
cual perdió la vida Eleodoro Pérez Sánchez y sufrieron golf 
pes varias personas que ocupaban la camioneta marca Fargo, 
modelo 1955, conducida por Carlos Martí Besonias; que apo-
derada del caso la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en 'fecha ca-
torce del mes de enero del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como declara, al nombrado 
Carlos Martí Besonias, de generales que constan, culpable 
del delito de homicidio involuntario en perjuicio de Eleodoro 
Pérez Sánchez, en consecuencia se condena a sufrir la pena 
de dos años de prisión correccional y al pago de una multa 
de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro de multa) ; SEGUNDO: 
Se ordena, la cancelación de la licencia para manejar vehícu-
los de motor por un período de diez años a partir de la fecha 
de la extinción de la pena impuesta al condenado; TERCE-
RO: Condena, al inculpado al pago de las costas"; 

Considerando que sobre recurso de apelación interpues-
to por el actual recurrente, la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada la cual contiene el dispositivo que sigue: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma, 
el' presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica en 
cuanto a la pena, la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
catorce del mes de enero del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo; y, obrando por propia autoridad, condena al 
prevenido Carlos Martí Besonias por el delito de violación a 
la Ley número 2022, homicidio involuntario, en perjuicio de 
Eleodoro Pérez Sánchez, a la pena de un año de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de doscientos cincuenta pe-
sos oro dominicanos (RD$250.00), compensables en caso de 
insolvencia con prisión a razón de un día por cada peso deja-
do de pagar, reconociendo que hubo falta de la víctima del 
accidente también; TERCERO: Ordena la cancelación de la 
licencia para manejar vehículos de motor expedida a favor 
del prevenido, por un período de diez años a partir de la ex-
tinción de la pena impuesta; CUARTO: Condena al preveni-
do al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios "Primer Medio: Violación 
del artículo 23, párrafo 5",de la Ley de Casación. Motivación 
insuficiente y falta de base legal; Segundo Medio: Violación 
del Art. 3 de la Ley No 2022"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos me-
dios de casación propuestos„ los cuales se reúnen para su 
examen, el recurrente alega que "la sentencia recurrida se 
funda en una hipótesis, por cuanto ,expresa que si no se 
hubiera ingerido bebida alcohólica el accidente no ocurre"; 
que tal afirmación "no puede servir de base jurídica para 
..úna condenación, porque no tiene esta manera de razonar 
una motivación legal bien fundada, y porque además es 

de 
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.Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d e 
 la República; 

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría d e 
 la Corte a qua, en fecha primero de julio de mil noveciento s 

 cincuenta y nueve, a requerimiento del recurrente, en la cual 

no se invoca ningún medio determinado de casación; 
Visto el memorial de casación suscrito por el doctor Cé-

sar A. Ramos F., cédula 22842, serie 47, sello 9947, de fecha 
veinticinco del mes de septiembre del año mil novecientos 
cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 3 de la Ley N 9  2022, del año 1949, 
modificada por la Ley N 9  3749, del año 1954; y 1, 23 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: que en fecha veinti-
cinco de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho ocu-
rrió un accidente automovilístico en lá carretera que condu-
ce de esta ciudad al poblado de Villa Mella, a consecuencia del 
cual perdió la vida Eleodoro Pérez Sánchez y sufrieron gol. 
pes varias personas que ocupaban la camioneta marca Fargo, 
modelo 1955, conducida por Carlos Martí Besonias; que apo-
derada del caso la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera -Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha ca-
torce del mes de enero del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como declara, al nombrado 
Carlos Martí Besonias, de generales que constan, culpable 
del delito de homicidio involuntario en perjuicio de Eleodoro 
Pérez Sánchez, en consecuencia se condena a sufrir la pena 
de dos años de prisión correccional y al pago de una multa 
de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro de multa) ; SEGUNDO: 
Se ordena, la cancelación de la licencia para manejar vehícu-
los de motor por un período de diez años a partir de la fecha 
de la extinción de la pena impuesta al condenado; TERCE -
RO: Condena, al inculpado al pago de las costas"; 

Considerando que sobre recurso de apelación interpues-
to por el actual recurrente, la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada la cual contiene el dispositivo que sigue: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma, 
el - presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica en 
cuanto a la pena, la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
catorce del mes de enero del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar del 
presente fallo; y, obrando por propia autoridad, condena al 
prevenido Carlos Martí Besonias por el delito de violación a 
la Ley número 2022, homicidio involuntario, en perjuicio de 
Eleodoro Pérez Sánchez, a la pena de un año de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de doscientos cincuenta pe-
sos oro dominicanos (RD$250.00), compensables en caso de 
insolvencia con prisión a razón de un día por cada peso deja-
do de pagar, reconociendo que hubo falta de la víctima del 
accidente también; TERCERO: Ordena la cancelación de la 
licencia para manejar vehículos de motor expedida a favor 
del prevenido, por un período de diez años a partir de la ex-
tinción de la pena impuesta; CUARTO: Condena al preveni-
do al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios "Primer Medio: Violación 
del artículo 23, párrafo 5^,de la Ley de Casación. Motivación 
insuficiente y falta de base legal; Segundo Medio: Violación 
del Art. 3 de la Ley 1\19 2022"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos me-
dios de casación propuestos„ los cuales se reúnen para su 
examen, el recurrente alega que "la sentencia recurrida se 
funda en una hipótesis, por cuanto expresa que si no se 
hubiera ingerido bebida alcohólica el accidente no ocurre"; 
que tal afirmación "no puede servir de base jurídica para 
:tina condenación, porque no tiene esta manera de razonar 
una motivación legal bien fundada, y porque además es 
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contraria a los hechos que han vertido los testigos en 1, 
audiencias"; y por último, "que se ha violado la Ley 
2022 porque no se ha demostrado la comisión de la falta cu-
ino elemento constitutivo del delito ni la relación de causa a 
efecto entre la supuesta contravención y los perjuicios be 
resultaron del caso"; pero, 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera.. 
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cido que siendo aproximadamente las 4 a.m. del día veinticin-
co de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, mien-
tras la camioneta placa número 15560 era conducida por el 
prevenido Carlos Martí Besonias, en el kilómetro 6 de la 
carretera de Villa Mella a Ciudad Trujillo, ocurrió un acci-
dente automovilístico a consecuencia del cual perdió la vida 
Eleodoro Pérez Sánchez y resultaron con lesiones varios de 
los ocupantes del referido vehículo; 

Considerando que la Corte a qua,. para admitir la falta 
del prevenido en la comisión del delito que se le imputa, ex-
presa: "que de acuerdo con los testimonios del proceso, ro-
bustecidos por las comprobaciones realizadas en el lugar de . . 
los hechos por el Tte. P.N. Alejandro Lugo Chevalier, es evi- - ' 
dente que el accidente que ha dado lugar al presente caso, - 
tuvo como causa eficiente y generadora del mismo, una im-
prudencia e inobservancia de los reglamentos imputable al 
inculpado Carlos Martí Besonias, imprudencia e inobservan- 
cia de los reglamentos caracterizado por el hecho de haber , 
ingerido bebidas alcohólicas durante la noche del día vein-
ticuatro 

 
 de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, y 

parte de la mañana del día veinticinco de diciembre de mil' 
novecientos cincuenta y ocho, sin haber dormido, guiar a 

velocidad excesiva, y conduciendo dentro -de la cabina co-
rrespondiente al conductor tres pasajeros, cuando la ley sólo 
permite dos"; que, además, la Corte a qua, respondiendo al 
alegato del prevenido de que "la causa del accidente fué el 
desprendimiento de una rueda de la camioneta por él condu- 

cida", admitió que "la rueda que se desprendió al vehículo 
manejado por el inculpado, fué la consecuencia del impacto 
recibido por la violencia de la volcadura"; 

Considerando que en lo que acaba de ser transcrito, 14, 
Corte a qua le dió a los hechos admitidos por ella como ver-
daderos el carácter culposo que que tienen, lo que excluye, 
consecuentemente, la existencia del caso fortuito que se ale-
ga; que, por otra parte, contrariamente a lo que aduce el 
recurrente, dicha Corte no se funda para declarar la culpa-
bilidad del prevenido en la hipótesis de que el "accidente no 
se habría producido si el conductor de la camioneta Carlos 
Martí Besonias no hubiera ingerido bebidas alcohólicas", si-
no que dictó su 'fallo en el sentido en que lo hizo sobre el fun-
damento de que dicho accidente tuvo por "causa eficiente 
y generadora una imprudencia e inobservancia de los regla-
mentos imputables al inculpado", consistentes en los hechos 
soberanamente comprobados por ella; que lo precedentemen-
te expuesto demuestra que los jueces del fondo establecieron 
correctamente la relación de causa a efecto entre la falta del 
prevenido y el daño sufrido por la víctima; que, por consi-
guiente, la sentencia impugnada contiene motivos suficientes 
que justifican plenamente su dispersitivo, así como una ex-
posición completa de los hechos y circunstancias de la causa 
que han permitido verificar que la Ley ha sido aplicada, por 
lo cual los dos medios del presente recurso de casación care-
cen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que, finalmente, la Corte a qua atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación legal que les 
corresponde, de homicidio por imprudencia causado con el 
manejo de un vehículo de motor, en perjuicio de Eleodoro 
Pérez Sánchez, delito previsto por el Art. 3 de la Ley NQ 
2022, del año 1949, modificada por la Ley N^ 3749, del año 
1954, y sancionado con prisión de dos a cinco años y multa 
de RD$500.00 a RD$2,000.00 por el Párrafo I de dicho texto 
legal; que, asimismo, le impuso al prevenido las sanciones 
Pertinentes y dentro de los límites señalados por la referida 
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contraria a los hechos que han vertido los testigos en c, 
audiencias"; y por último, "que se ha violado la Ley : 
2022 porque no se ha demostrado la comisión de la falta cu-
mo elemento constitutivo del delito ni la relación de causa a 
efecto entre la supuesta contravención y los perjuicios 4ue 
resultaron del caso"; pero, 

Considerando que la Corte a qua., mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cido que siendo aproximadamente las 4 a.m. del día veinticin-
co de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, mien-
tras la camioneta placa número 15560 era conducida por el ti 
prevenido Carlos Martí Besonias, en el kilómetro 6 de la 
carretera de Villa Mella a Ciudad Trujillo, ocurrió un acci-
dente automovilístico a consecuencia del cual perdió la vida 
Eleodoro Pérez Sánchez y resultaron con lesiones varios de 
los ocupantes del referido vehículo; 

Considerando que la Corte a qua,. para admitir la falta 
del prevenido en la comisión del delito que se le imputa, ex-
presa: "que de acuerdo con los testimonios del proceso, ro-
bustecidos por las comprobaciones realizadas en el lugar de 
los hechos por el Tte. P.N. Alejandro Lugo Chevalier, es evi-
dente 

 
 que el accidente que ha dado lugar al presente caso, 

tuvo como causa eficiente y generadora del mismo, una im-
prudencia e inobservancia de los reglamentos imputable al 
inculpado Carlos Martí Besonias, imprudencia e inobservan-
cia de los reglamentos caracterizado por el hecho de haber 
ingerido bebidas alcohólicas durante la noche del día vein-
ticuatro de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, y 
parte de la mañana del día veinticinco de diciembre de mil' 
novecientos cincuenta y ocho, sin haber dormido, guiar a 
velocidad excesiva, y conduciendo dentro -de la cabina co-
rrespondiente al conductor tres pasajeros, cuando la ley sólo 
permite dos"; que, además, la Corte a qua, respondiendo al 
alegato del prevenido de que "la causa del accidente fué él 
desprendimiento de una rueda de la camioneta por él condu  

sida", admitió que "la rueda que se desprendió al vehículo 
manejado por el inculpado, fué la consecuencia del impacto 
recibido por la violencia de la volcadura"; 

Considerando que en lo que acaba de ser transcrito, IQ, 
Corte a qua le dió a los hechos admitidos por ella como ver-
daderos el carácter culposo que que tienen, lo que excluye, 
consecuentemente, la existencia del caso fortuito que se ale-
ga; que, por otra parte, contrariamente a lo que aduce el 
recurrente, dicha Corte no se funda para declarar la culpa-
bilidad del prevenido en la hipótesis de que el "accidente no 
se habría producido si el conductor de la camioneta Carlos 
Martí Besonias no hubiera ingerido bebidas alcohólicas", si-
no que dictó su fallo en el sentido en que lo hizo sobre el fun-
damento de que dicho accidente tuvo por "causa eficiente 
y generadora una imprudencia e inobservancia de los regla-
mentos imputables al inculpado", consistentes en los hechos 
soberanamente comprobados por ella; que lo precedentemen-
te expuesto demuestra que los jueces del fondo establecieron 
correctamente la relación de causa a efecto entre la falta del 
prevenido y el daño sufrido por la víctima; que, por consi-
guiente, la sentencia impugnada contiene motivos suficientes 
que justifican plenamente su dispetitivo, así como una ex-
posición completa de los hechos y circunstancias de la causa 
que han permitido verificar que la Ley ha sido aplicada, por 
lo cual los dos medios del presente recurso de casación care-
cen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que, finalmente, la Corte a qua atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación legal que les 
corresponde, de homicidio por imprudencia causado con el 
manejo de un vehículo de motor, en perjuicio de Eleodoro 
Pérez Sánchez, delito previsto por el Art. 3 de la Ley N9 
2022, del año 1949, modificada por la Ley N^ 3749, del año 
1954, y sancionado con prisión de dos a cinco años y multa 
de RD$500.00 a RD$2,000.00 por el Párrafo I de dicho texto 
legal; que, asimismo, le impuso al prevenido las sanciones 
Pertinentes y dentro de los límites señalados por la referida 
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ley, al condenarlo por ese delito a las penas de un añ o  de 
 prisión correccional y RD$250.00 de multa, teniendo en cuen. 

ta la incidencia de la falta de la víctima, y al mantener po r 
 diez años, a partir de la extinción de la pena, la cancelación 

de su licencia para manejar vehículos de motor; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
sucasación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Martí Besonias, contra sen-
tencia correccional pronunciada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo en fecha veintiséis de junio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras. 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te. 
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 41* 
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TENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

ncia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 10 
de agosto de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Ramón Salcedo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente Constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés ,Chupani, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece del mes 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Ramón Salcedo, dominicano, mayor de edad, comerciante, 
domiciliado y residente en la casa N° 11 de la calle 16 de 
Agosto, de la ciudad de Moca, cédula 24919, serie 54, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia correccional dictada en fecha diez de agosto de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por la Corte de Apelación de 
La Vega, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

República; 
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ley, al condenarlo por ese delito a las penas de un año de 
prisión correccional y RD$250.00 de multa, teniendo en cuera. 
ta la incidencia de la falta de la víctima, y al mantener po r 

 diez años, a partir de la extinción de la pena, la cancelación 
de su licencia para manejar vehículos de motor; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifiQU e  r 

su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Martí Besonias, contra sen-
tencia correccional pronunciada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo en fecha veintiséis de junio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a dicho 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. '' 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 10 
de agosto de 1959. 

ateria: Penal. 	 - 

geeurrettte: Francisco Ramón Salcedo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctor Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día trece del mes 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Ramón Salcedo, dominicano, mayor de edad, comerciante, 
domiciliado y residente en la casa N^ 11 de la calle 16 de 
Agosto, de la ciudad de Moca, cédula 24919, serie 54, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia correccional dictada en fecha diez de agosto de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por la Corte de Apelación de 
La Vega, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha diez de agosto de mil 
novecientos cincuenta y nueve, á requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 406, 408 y 463, inciso sexto, del 
Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: que en 'fecha vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, Pedro 
Amable Arredondo compareció por'ante el Procurador Fis-
cal del.  DistritciJudicial de Espaillat y presentó querella con-
tra I rancisco Ramón Salcedo, por el hecho de haberle entre-
gado "a dicho señor varias cantidades de mercancías por 1111 
valor total de RD$81.55 (ochentiún pnos con cincuenta y 
cinco centavos) y habiéndole puesto en mora no ha corres-
pondido al pago o a la devolución de la mercancía menda 
náda"; q,.e poderado del conocimiento del cabo, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat lo de 
(Adió por su -  sentencia del diez de junio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se encuentra transcrito 
en el de la sentencia impugnada; que contra esa sentencia 
inter puso recurso de apelación el prevenido en la forma y el_ 
plazo establecido por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene , el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIME-
RC.I: Declara regular y válido, en cuanto a. la forma, el pre-
sente recut so de apelación; SEGUNDO: Confirma la senten-
cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat el diez de junio del año mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo copiádo textualmente di-
ce así: 'Primero: Que debe declarar como al efecto declara, 
al nombrado Francisco Ramón Salcedo, de generales anota-
das, culpable del delito de abuso de confianza (violación a"-  

título 408 del Código Penal), en perjuicio del señor Pedro 
Amable Arredondo, y, en consecuencia, lo condena a sufrir 
un mes de prisión correccional y a pagar una multa de RI) 
$50.00 (cincuenta pesos oro dominicanos), compensable con 
prisión a razón de un día por cada peso dejado de pagar; 
sTIGUNDO: Que debe condenar comal efecto- condena, al 
supracitado procesado pago de las costas originadas por 
el presente procedimiento'; TERCERO: Cóndena al 
do I. x ancisco Ramón Salcedo al pago de. las costas de est a 
instai icia"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido lo siguiente: "a) que en fechas 25 de febrero, 5, 12 
y 25 de marzo, 2, 9 y 23 de abril del año que cursa 1959, el 
señor Pedro Amable A'rredondo, comerciante de la ciudad de 

itiago, depositó 'en consignación al prevenido Francisco 
Ramón Salcedo, quien se dedicaba al comercio en el munici-
pio de Moca, varios efectos comestibles por un valor total de 
RD$81.80, según se comprueba por las 'facturas Nos. 5613, 
5718, 5825, 6015, 6114, 6228 y 6431, que forman parte del 
presente expediente; b) que cuando el querellante envió su 
cobrador para que le enviara _el dinero de las mercancías 
vendidas o la devolución delas que no se hubieran hecho, 
encontró cerrado el establecimiento comercial del preveni-
do; e) que hechas las averiguaciones de lugar se estableció 
que Francisco Rainón Salcedo había traspasado toda la- exis-
tencia al colmado Moca de aquél Municipio; d) que .entre las 
mercancías traspasadas figuraban las que se encontraban 
depositadas en consignación, propiedad del querellante; e) 
que con. posterioridad el querellante agotó todos los medias 
a fin de que le fueran devueltas sus mercancías o el valor 
copespondiente, siendo inútiles todos los esfuerzos"; 

Considerando que en, los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza, por 
violación de un contrato de mandato para vender, previsto 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha diez de agosto de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 406, 408 y 463, inciso sexto, del 
Código Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: que en Techa vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, Pedro 
Amable Arredondo compareció por - ante el Procurador Fis-
cal del DistritóJudicial de Espaillat y presentó querella con-
tra I< rancisco Ramón Salcedo, por el hecho de haberle entre-
gado "a dicho señor varias cantidades de mercancías por un 
valor total de RD$81.55 (ochentiún pnos con cincuenta y 
cinco centavos) y habiéndole puesto en mora no ha corres-
pondido al pago o a la devolución de la mercancía mencio 
náda"; q. -  e L poderado del conocimiento del caso, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat lo de 
ridió por su sentencia del diez de junio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se encuentra transcrito 
en el de la sentencia impugnada; que contra esa sentencia 
interpuso recurso de apelación el prevenido en la forma y ei 

" plazo establecido por la ley; 	 I§ 
Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca- 

sación contiene , el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIME- 
Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre- 

sente recut so de apelación; SEGUNDO: Confirma la senten- 
cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat el diez de junio del año mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo copiado textualmente di- 
ce así: 'Primero: Que debe declarar como al efecto declara, 
al nombrado Francisco Ramón Salcedo, de generales anota- 
das, culpable del delito de abuso de confianza (violación ar- 

tículo 408 del Código Penal), en perjuicio del señor Pedro 
Amable Arredondo,  y, en consecuencia, lo condena a sufrir 
un mes de prisión correccional y a pagar una multa de RD 

1 $50.00 (cincuenta pesos oro dominicanos), compensable con 
P prisión a razón de un día por cada peso dejado de pagar; 
.j1  SLGUNDO: Que debe condenar como. al  efecto- condena, al 
E. supracitado procesado al pago de las costas originadas por 

it." el  presente procedimiento'; TERCERO: Ccindena al inculpi- 
r do I. r ancisco Ramón Salcedo al pago de las costas de esta 
* , instaiicia"; 	 _ 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
- eión de los elementos de prueba que fueron regularmente 

administrados en la instrucción de la causa, dió por esta- 
blecido lo siguiente: "a) que en fechas 25 de febrero, 5, 12 
y 25 de marzo, 2, 9 y 23 de abril del año que cursa 1959, el 

icor Pedro Amable Arredondo, comerciante de la ciudad de 
ínitiago, depositó en consignación al prevenido Francisco 

Ramón Salcedo, quien se dedicaba al comercio en el munici-
-í. pie de Moca, varios efectos comestibles por un valor total de 

RD$81.80, según se comprueba por las 'facturas Nos. 5613, 
5718, 5825, 6015, 6114, 6228 y 6431, que forman parte del 
presente expediente; b) que cuando el querellante envió su 
-.obrador para que le enviara el dinero de las mercancías 
vendidas o la devolución de'lás que no se hubieran hecho, 
encontró cerrado el establecimiento comercial del preveni-
do; c) que hechas las averiguaciones de lugar se estableció 
que Francisco Ratnón Salcedo había traspasado toda la exis-
tencia al colmado Moca de aquél Municipio; d) que entre las 
mercancías traspasadas figuraban las que se encontraban 
depositadas en consignación, propiedad del querellante; e) 
que con, posterioridad el querellante agotó todos los medias 
a fin de que le fueran devueltas sus mercancías o el valor 
Con espondiente, siendo inútiles todos los esfuerzos"; 

Considerando que en , los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza, por 
violación de un contrato de mandato para vender, previsto 
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por el artículo 408 del Código Penal y sancionado por el ar-
tículo 406 del mismo Código con la pena de prisión corres.. 
cional de uno a dos años y multa que no bajará de cincuenta 
pesos, ni excederá el tanto de la tercera parte de las indem-
nizaciones y restituciones que se'deban al agraviado; que, en 
ccnsecuencia,' al- condenar al recurrente Francisco Ramón 
Saieedo, después de declararlo culpable del referido delito, 
a un mes de prisiá correccional y a una multa de cincuenta 
pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la " 
Corte a qua le atribuyó a los hechos de la prevención la cali-
ficación que les corresponde y le impuso a dicho prevenido 
una pena ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Francisco Ramón Salcedo contra sen-
tencia correccional dictada por la Corte de Apelación de La 
Vega en fecha diez de agosto de mil novecientos cincuenta 7, 
y nueve, cuyo dispositivo. ha sido transcrito en parte anterior ,. 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) É. Herrera Billini.-- Feo. Elpidio Beras.— 
Juun A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su, encabezamiento, en la au-
diencia pública -  del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Seéretario General que 
certifico.— (FdoJ Ernesto Curiel hijo.  

1.."LENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1959 

menda impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 22 de maya de 1959. 

ateria: Penal. 

urrenie: Ariel Ernesto Rivas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de. Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
uto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
uez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctores 

Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la sala donde celebr a sus audiencias en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
16' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 

Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente 'sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ariel Er-
nesto Rivas, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado 
y residente en la casa 1\1 9  16 de la calle Erciná Chevalier, de 
esta ciudad, cédulá 5300, serie 41, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, ¿entra sentencia correccional dic-
tada en fecha veintidós del mes de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

(le la República; 

}I I 

ij 
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por el artículo 408 del Código Penal y sancionado por el ar-
tículo 406 del mismo Código con la pena de prisión correc-
cional de uno a dos años y multa que no bajará de cincuenta 
pesos, ni excederá el tanto de la tercera parte de las indem-
nizaciones y restituciones que se deban al agraviado; que, en 
ecnsecuencia,' al- condenar al recurrente Francisco Ramón 
Salcedo, después de declararlo culpable del referido delito, , z 

 a un mes de prisiól correccional y a una multa de cincuenta 
pesos, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la 
Corte a qua le atribuyó a los hechos de la prevención la cali-
ficación que les corresponde y le impuso a dicho prevenido 
una pena ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Francisco Ramón Salcedo contra sen-
tencia correccional dictada por la Corte de Apelación de La 
Vega en fecha diez de agosto de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo. ha sido transcrito en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su'  en la au-
diencia pública -  del día, .mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo:-) Ernesto Curiel hijo. 

DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DE 1959 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 22 de maya de 1959. 

atería: Penal. 

ecurrente: Ariel Ernesto Rivas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la SuPrema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de. Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente .; doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente. doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la sala donde celebr a sus audiencias en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciséis del mes 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, .97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como cortl do 
casación, la siguiente 'sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ariel Er-
nesto Rivas, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado 
y residente en la casa N916 de la calle Erciná Chevalier, de 
esta ciudad, cédula 5300, serie 41, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, contra sentencia correccional clic-
lada en fecha veintidós del mes de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve por la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría de la Corte a qua en fecha cinco del mes de jum a 

 del año mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe.. -„ 
rado, y vistos los artículos 3 de la Ley N9  2022, del año 1949,., 
modificado por la Ley N9 3749, del año 1954; 213 del Código 
de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce- - 

 dimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintiuno de enero de mil novecientos cincuenta y nueve, la 

• • Policía Nacional sometió ante el Procurador Fiscal del Dis--, - 
 trito Nacional a Vito Castorina y Ariel Ernesto Rivas, por 

el hecho de haber ocasionado golpes involuntarios con los 
automóviles que manejaban a varias personas; b) que dicho 
funcionario apoderó del caso a la Segunda Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
la cual dictó sentencia en fecha 11 de marzo de 1959, con el - 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara no cul-
pables a los nombrados Ariel Ernesto Rivas y Vito Casto-
rina, de violación a las Leyes 2022 y 4809, en perjuicio de 
varias personas, y en consecuencia, se descargan por haber 
sido el accidente un caso 'fortuito; SEGUNDO: Declara las 
costas de oficio"; 

Considerando que sobre la.‘ apelación interpuesta por el 
Procurador Fiscal del Distrito Nacional, intervino la renten 
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, • 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales por la 
Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-i 
tanda del Distrito Nacional, en fecha 11 del mes de marzol 
del año 1959; TERCERO: Descarga al prevenido Vito Casto-
rina del hecho que se le imputa, violación a la Ley número 
2022 y 4809, en perjuicio de varias personas, por insuficien- 

de pruebas; declarando al respecto las costas de oficio; 

CUARTO: Declara al prevenido Ariel Ernesto Rivas, culpa-
ble de ios delitos de violación a la Ley número 2022 y viola-
ción a la Ley 4809 en perjuicios de Vito Castorina, Severina 

- Nolasco y Mercedes Fajardo, golpes involuntarios causados 
con el manejo de vehículos de motor, curables antes de diez 
días, y, en consecuencia, lo condena a seis días de prisión 
correccional y al pago de una multa de treinta pesos oro 
dominicanos (RD$30.00) compensables en caso de insolven-
cia con prisión a razón de un día por cada peso dejado de 
pagar; QUINTO: Ordena la cancelación de la licencia expe-
dida a favor del prevenido Ariel Ernesto Rivas para manejar 
vehículos de motor por un período de dos meses a partir de 
la extinción de la pena impuesta; y SEXTO: Condena al pre-

. venido Ariel Ernesto Rivas, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cido lo que a continuación se expone: que en la tarde del día 

' veinte de enero del año mil novecientos cincuenta y nueve, 
aproximadamente a las cinco y cuarenticinco, en la esquina 

. formada por las calles "Peña Batile" y "Azua", de esta ciu-
dad, ocurrió un choque entre el automóvil placa pública N 9  
4425, manejado por el chófer Ariel Ernesto Rivas, y el auto-
móvil placa privada N" 12478, conducido por su propietario 
Vito Castorina; que a consecuencia de ese choque, resulta- 

. ron con lesiones curables antes de diez días Vito Castorina, 
Severina Nolasco y Mercedes Fajardo; y que la causa efi-
ciente del accidente fué la imprudencia cometida por el pre-
venido Ariel Ernesto Rivas al "transitar a la izquierda y con 

• exceso de velocidad, sin tomar la precaución debida, especial-
- mente, por encontrarse en la intersección de dos calles"; 

Considerando que en los hechos así admitidos y compro-
bados por la Corte a qua se encuentran reunidos los elemen-
tos constitutivos del delito de golpes por imprudencia causa , 

 dos con el manejo o conducción de un vehículo de motor, 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría de la Corte a qua en fecha cinco del mes de j 
del año mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimien 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter. 
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe.. - 
 rado, y vistos los artículos 3 de la Ley N9  2022, del año 1949: 

modificado por la Ley N9 3749, del año 1954; 213 del Códigw' 
de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce- - 

 dimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha. 
veintiuno de enero de mil novecientos cincuenta y nueve, la 

• Policía Nacional sometió ante el Procurador Fiscal del 
trito Nacional a Vito Castorina y Ariel Ernesto Rivas, por; 
el hecho de haber ocasionado golpes involuntarios con los 
automóviles que manejaban a varias personas; b) que dicho 
funcionario apoderó del caso a la Segunda Cámara de lo Pe-- 
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
la cual dictó sentencia en fecha 11 de marzo de 1959, con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara no cul-
pables a los nombrados Ariel Ernesto Rivas y Vito Casto-
rina, de violación a las Leyes 2022 y 4809, en perjuicio de 
varias personas, y en consecuencia, se descargan por haber 
sido el accidente un caso 'fortuito; SEGUNDO: Declara las 
costas de oficio"; 

Considerando que sobre la.‘ apelación interpuesta por el 
Procurador Fiscal del Distrito Nacional, intervino la senten-
cia ahora impugnada en casalión, cuyo dispositivo dice así . 

 "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma 
el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales por la " 
Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 11 del mes de marzo 
del año 1959; TERCERO: Descarga al prevenido Vito Casto-
rina del hecho que se le imputa, violación a la Ley número 
2022 y 4809, en perjuicio de varias personas, por insuficien- 
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cia de pruebas; declarando al respecto las costas de oficio; 
CUARTO: Declara al prevenido Ariel Ernesto Rivas, culpa- 

-.." ble de 4os delitos de violación a la Ley número 2022 y viola- 
' ción a la Ley 4809 en perjuicios de Vito Castorina, Severina 

Nolasco y Mercedes Fajardo, golpes involuntarios causados 
con el manejo de vehículos de motor, curables antes de diez 
las, y, en consecuencia, lo condena a seis días de prisión 

i..orreccional y al pago de una multa de treinta pesos oro 
dominicanos (RD$30.00) compensables en caso de insolven- 

- cia con prisión a razón de un día por cada peso dejado de 
. pagar; QUINTO: Ordena la cancelación de la licencia expe-
dida a favor del prevenido Ariel Ernesto Rivas para manejar 
vehículos de motor por un período de dos meses a partir de 
la extinción de la pena impuesta; y SEXTO: Condena al pre- 

•venido Ariel Ernesto Rivas, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la iistrucción de la causa, dió por estable-
cido lo que a continuación se expone: que en la tarde del día 
veinte de enero del año mil novecientos cincuenta y nueve, 
aproximadamente a las cinco y cuarenticinco, en la esquina 
formada por las calles "Peña Batile" y "Azua", de esta ciu-
dad, ocurrió un choque entre el automóvil placa pública N 9  

- 4425, manejado por el chófer Ariel Ernesto Rivas, y el auto- 
. móvil placa privada Nc• 12478, conducido por su propietario 

Vito Castorina; que a consecuencia de ese choque, resulta- 
• ron con lesiones curables antes de diez días Vito Castorina, 

Severina Nolasco y Mercedes Fajardo; y que la causa efi-
ciente del accidente fué la imprudencia cometida por el pre-
venido Ariel Ernesto Rivas al "transitar a la izquierda y con 
exceso de velocidad, sin tomar la precaución debida, especial- 

. mente, por encontrarse en la intersección de dos calles"; 
1 

Considerando que en los hechos así: admitidos y compro-
bados por la Corte a qua se encuentran reunidos los elemen-
tos constitutivos del delito de golpes por imprudencia causa- ,  -, 
dos con el manejo o conducción de un vehículo de motor, 
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previsto por el artículo 3 de la Ley N 9  2022, del año 1949, 
modificada por la Ley N9 3749, del año 1954, y sancionad o 

 con prisión de seis días a seis meses y multa de seis a tiento 
ochenta pesos, por el párrdo IV, apartado a) de dicho texto 
legal; que, por consiguiente, al ser declarado el prevenido 
Ariel Ernesto Rivas culpable del delito puesto a su cargo, la 
Corte a qua-  atribuyó al hecho la calificación legal que le 
corresponde, y al condenarlo a las penas de seis días de pri-
sión y RD$30.00 de multa, ordenando la cancelación de su 
licencia para manejar vehículo de motor, por un período de 
dos meses, a partir de la fecha de la extinción de la pena, le 
impuso sanciones ajustadas a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ariel Ernesto Rivas contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correclionales por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha veintidós de mayo 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera 	Fco. Elpidio Beras.- 
Juan A. Morel.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por kv; 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del.día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiet hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciocho del mes de no-
viembre del año mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José D. 
Soto G., dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 

- domiciliado y residente en la casa N 9  78 de la calle 27 de 
k  Febrero, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, Cédula 

192, serie 13, sello 19025, contra sentencia de 'fecha veinti-
¿íos de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho dictada 

- en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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previsto por el artículo 3 de la Ley NQ 2022, del año 1949,  
modificada por la Ley N9  3749, del año 1954, y sancionad o 

 con prisión de seis días a seis meses y multa de seis a ciento 
ochenta pesos, por el párrafo IV, apartado a) de dicho texto 
legal; que, por consiguiente, al ser declarado el prevenido 
Ariel Ernesto Rivas culpable del delito puesto a su cargo, la 
Corte a qua atribuyó al hecho la calificación legal que le 
corresponde, y al condenarlo a las penas de seis días de pri-
sión y RD$30.00 de multa, ordenando la cancelación de su 
licencia para manejar vehículo de motor, por un período de 
dos meses, a partir de la fecha de la extinción de la pena, le 
impuso sanciones ajustadas a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ariel Ernesto Rivas contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correclionales por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha veintidós de mayo 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera 	Feo. Elpidio Beras.- 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 10; 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del.día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 1959 

gentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 

de fecha 22 de octubre de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: José D. Soto G. 
abogado: Lic. Juan M. Contín. 

Recurrido: Banco de Crédito y Ahorros, C. por A. 
Abogado: Lic. Manuel María Guerrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
.Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henriquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciocho del mes de no-

- viembre del año mil novecientos cincuenta y nueve, años 
- 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 

Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José D. 
Soto G., dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en la casa NQ 78 de la calle 27 de 
Febrero, de la ciudad de Santiago de los Caballeros, Cédula 
192, serie 13, sello 19025, contra sentencia de 'fecha veinti-
dos de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho dictada 

- en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el Dr. Horacio Morillo Vásquez, cédula 33215, se_ 

4-ie 1, sello 11580, en representación del Lic. Juan M. c on _ 
tín, cédula 2992, serie' 54, sello 3892, abogado del recurren. 
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Manuel María Guerrero, cédula 17164, s e_ 
rie 1, sello 3308, abogado de la recurrida, Banco de Crédito 
y Ahorros, C. por A., de Ciudad Trujillo, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gerh-
de la República; 

Visto el Memorial de casación de fecha veinticuatro de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
Lic. Juan M. Contín, en el cual se alegan contra la sentencia 
impugnada los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha diez de junio de 
mll novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Lic. Ma-
nuel María Guerrero; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382, 2271 y 2272 reformados. 
del Código Civil; 565 del Código de Procedimiento Civil; y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de octubre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, el actual recurrente José D. Soto demandó al Banco 
de Crédito y Ahorros, C. por A., para que le pagara una 
indemnización de treinta mil pesos por los daños y perjuicios 
morales que le había ocasionado el mantenimiento de un 
embargo retentivo practicado por el actual recurrido contra 
él en el Royal Bank of Canadá, Sucursal de Santiago, el 
veintitrés de julio de mil novecientos cincuenta y tres; b) que, 
apoderado del caso, la Cámara Civil y Comercial de Ciudad 
Trujillo, dictó sentencia el tres de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cinco, con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Acoge la demanda civil en reparación de daños  

- v" perjuicios, intentada por José D. Soto G., contra el Banco 
ie Crédito y Ahorros, C. por A., por ser justa y reposar so-

bre prueba . legal y según los motivos precedentemente ex-
puestos; y rechaza por infundadas las conclusiones de la 
parte demandada; SEGUNDO: Condena a la parte deman-
dada al pago de una indemnización por los daños y perjui-
cios morales y materiales causádoles a la parte demandante, 
que deberán ser justificados por estado; TERCERO: La con-
dena, igualmente, al pago de las costas, distrayéndolas en 
favor del Licenciado R. Furcy Castellanos O., quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte"; c) que, sobre apela-
ción principal' del Banco de Crédito y Ahorros, C. por A.,  y 
apelación incidental del actual recurrente, la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo dictó en fecha seis de octubre de 
mil novecientos cincuenta y cinco una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "F.eiLLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara buenal y válidas en la forma las apelaciones, 
principal e incidental, interpuestas, respectivamente, por el 
Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., de generales indica-
das en el expediente, y el señor José D. Soto G., también de 
generales anotadas, contra sentencia dictada en 'fecha 
3 de marzo de 1955, por la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
en atribuciones civiles; SEGUNDO: Que debe confirmar y 
confirma la predicha sentencia del 3 de marzo de 1955, inter-
venida entre las partes en causa, cuyo dispositivo dice así: 
(ya se ha copiado antes) ; TERCERO: En consecuencia, re-
chaza totalmente las conclusiones del apelante principal, el 
Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., y las subsidiarias del 
apelante incidental, José D. Soto G., por improcedentes y mal 
fundadas"; d) que, sobre recurso de casación interpuesto por 
el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., la Suprema Corte 
de Justicia, en fecha diecinueve de septiembre de mil nove. , 

 Cientos cincuenta y seis, acogió el recurso, anuló la sentencia 
impugnada y envió el asunto por ante la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís, la que, en fecha veintidós de octu- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el Dr. Horacio Morillo Vásquez, cédula 33215, se_ 

fie 1, sello 11580, en representación del Lic. Juan M. c on _ 
tín, cédula 2992, serie' 54, sello 3892, abogado del recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Manuel María Guerrero, cédula 17164, se-
rie 1, sello 3308, abogado de la recurrida, Banco de Crédito 
y Ahorros, C. por A., de Ciudad Trujillo, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el Memorial de casación de fecha veinticuatro de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
Lic. Juan M. Contín, en el cual se alegan contra la sentencia 
impugnada los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha diez de junio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Lic. Ma-
nuel María Guerrero; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382, 2271 y 2272 reformados. 
del Código Civil; 565 del Código de Procedimiento Civil; y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de octubre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, el actual recurrente José D. Soto demandó al Banco 
de Crédito y Ahorros, C. por A., para que le pagara una 
indemnización de treinta mil pesos por los daños y perjuicios 
morales que le había ocasionado el mantenimiento de un 

embargo retentivo practicado por el actual recurrido contra 
él en el Royal Bank of Canadá, Sucursal de Santiago, el 

veintitrés de julio de mil novecientos cincuenta y tres; b) que, 

apoderado del caso, la Cámara Civil y Comercial de Ciudad 
Trujillo, dictó sentencia el tres de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cinco, con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Acoge la demanda civil en reparación de daños ..; 
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y perjuicios, intentada por José D. Soto G., contra el Banco 
de Crédito y Ahorros, C. por A., por ser justa y reposar so-
bre  prueba ,legal y según los motivos precedentemente ex-
puestos; y rechaza por infundadas las conclusiones de la 
parte demandada; SEGUNDO: Condena a la parte deman-
dada al pago de una indemnización por los daños y perjui-
cios morales y materiales causádoles a la parte demandante, 
que deberán ser justificados por estado; TERCERO: La con-
dena, igualmente, al pago de las costas, distrayéndolas en 
favor del Licenciado R. Furcy Castellanos O., quien afirma 
haberlas avanzado en su mayor parte"; c) que, sobre apela-
ción principal' del Banco de Crédito y Ahorros, C. por A.,  y 
apelación incidental del actual recurrente, la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo dictó en fecha seis de octubre de 
mil novecientos cincuenta y cinco una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "F.eiLLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara buenal y válidas en la forma las apelaciones, 
principal e incidental, interpuestas, respectivamente, por el 
Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., de generales indica-
das en el expediente, y el señor José D. Soto G., también de 
generales anotadas, contra sentencia dictada en 'fecha 
3 de marzo de 1955, por la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
en atribuciones civiles; SEGUNDO: Que debe confirmar y 
confirma la predicha sentencia del 3 de marzo de 1955, inter-
venida entre las partes en causa, cuyo dispositivo dice así: 
(ya se ha copiado antes) ; TERCERO: En consecuencia, re-
chaza totalmente las conclusiones del apelante principal, el 
Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., y las subsidiarias del 
apelante incidental, José D. Soto G., por improcedentes y mal 
fundadas"; d) que, sobre recurso de casación interpuesto por 
el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., la Suprema Corte 
de Justicia, en fecha diecinueve de septiembre de mil nove-' 
Cientos cincuenta y seis, acogió el recurso, anuló la sentencia 
impugnada y envió el asunto por ante la Corte de Apelación 
de San Pedro de Macorís, la que, en fecha veintidós de octu- 
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bre de mil novecientos cincuenta y ocho, dictó acerca del ca-
so la sentencia ahora recurrida en casación, cuyo dispositi vo 

 dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara, en cuanto a la for- 
ma, regulares y Válidos los presentes recursos de apelación 
principal e incidental, interpuestos, respectivamente por ei 
Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., y por el señor José D. 
Soto G., contra sentencia dictada, en atribuciones civiles y 
en fecha 3 de marzo de 1955, por la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santo Domingo (hoy Distrito Nacional), cuya par-
te dispositiva dice así: 'Falla: Primero: Acoge la demanda 
civil en reparación de daños y perjuicios, intentada por José 
D. Soto G., contra el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., 
por ser justa y reposar sobre prueba legal •y según los moti-
vos precedentemente expuestos; y rechaza, por infundadas, 
las conclusiones de la parte demandada; Segundo: Condena 
a la parte demandada_al pago de una indemnización por los 
dañol y perjuicios, morales y materiales causádoles a la par-
te demandante, que deberán ser justificados por estado; Ter-
cero: La condena, igualmentd, al pago de las costas, distra-
yéndolas'eri favor del Licenciado R. Furcy Castellanos O., 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; SE-
GUNDO: En cuanto al 'fondo, revoca la antedicha sentencia 
recurrida, y, en tal virtud, acogiendo, por ser justas y repo-
sar en prueba legal, las conclusiones formuladas pár el Banco 
de Crédito y Ahorros, C. por A.,• rechaza, por iníprocedente 
y mal fundada, la demanda en daños y perjuicios intentada 
contra éste por el señor José D. Soto G.; TERCERO: Como 
consecuencia de la anterior revocación de la. sentencia im-
pugnada, rechaza, igualmente, la apelación incidental que 
contra esa misma sentencia ha interpuesto el-mencionado 
señor José D. Soto G.; CUARTO: Condena al señor José D. 
Soto G., al pago de las costas de ambas instancias, distra-
yéndolas en provecho del Licenciado Manuel M. Guerrero , 

 quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que, contra .1a sentencia impugnada, el 
recurrente alega los siguientes medios: "1 9  Violación del ar-
tículo 1382 del Código Civil; Falta de Base Legal; 2 9  Viola-
ción de los artículos 2271 reformado, y 2272 reformado, del 
Código Civil"; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento del primer 
medio, el recurrente expone, en resumen, que el Banco de 
Crédito y Ahorros, C. por A., después de haber trabado el 
embargo retentivo contra el recurrente, en manos del Royal 
Bank of Canada, de Santiago, se abstuvo de efectuar la de-
manda en validez del embargo en el plazo fijado en el ar-
tículo 565 del 'Código de Procedimiento Civil; que el mante-
nimiento de esa situación por la inacción del embargante 
después de vencido' el plazo para hacer la demanda en va-
lidez, con lo cual el recurrente experimentó daños morales y 
materiales, constituye una 'falta del recurrido que éste debe 
reparar a los términos del artículo 1382 del Código Civil; 
que, para deshacer la perjudicial situación en que lo colocó 
el Banco de Crédito, el recurrente se vió compelido a acudir 

fa- 
lo 

a la justicia, para que pronunciara la nulidad del embargo, 
lo que se logró por la sentencia de la CáMara Civil y Comer-
cial de Santiago, del catorce de octubre de mil novecientos 
cincuenta y tres, ya con autoridad de cosa irrevocablerilente. 
juzgada; 

Considerando que son hechos no controvertidos del fa- 
' lo impugnado, que el Banco de Créditos y Ahorros, C. por  
• A., en virtud de un crédito cierto y líquido, que tenía a car-

go de José D. Soto G., trabó, en perjuicio de éste, sendos em-
bargos retentivos en el Banco de Reservas de la República 
y en The Royal Bank of Canada, sucursales de Santiago, de 
los cuales sólo fué validado el embargo practicado en el pri-
mero de estos dos últimos Bancos; . 

Considerando que el recurrente no ha discutido la legiti-
midad de esos embargos, sino que se ha limitado a sostener 
que el ejecutante con su abstención posterior incurrió en una 
falta delictuosa que le ha ocasionado un perjuicio; pero 
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Considerando que los jueces del fondo han establecid o 
 como cuestión de hecho, que el Banco de Crédito y Ahorro; 

"no tuvo otra mira —al practicar dicho embargo— que la 
de hacerse pagar lo que se le adeudaba"; que la circunstan-
cia de que el acreedor embargante se abstuviera de deman-
dar en validez o de levantar el embargó retentivo practicado 
en The Royal Bank of Canada tan pronto como se diera 
cuenta de que su crédito estaba ya protegido con el embargo 
practicado en el Banco de Reservas de la República, no cons. 
tituye en la especie una falta por abstención; que, en efecto, 
ninguna disposición -legal impone al ejecutante la obligación 
de levantar el embargo retentivo cuando a éste no siga la 
demanda en validez; que para apreciar lq abstención del eje-
cutante en este sentido es preciso tener en cuenta que el 
levantamiento del embargo por el ejecutante no es el único 
medio factible para hacer cesar los efectos del embargo, 
puesto que el embargado puede obtener el desembargo, aún 
por vía de referimiento, si hay urgencia, así como hacerse 
pagar válidamente por el tercer embargado de no haberse 
observado la formalidad de la demanda en validez; que, en 
consecuencia, la Corte a qua, al declarar que no existe en la 
especie ninguna falta que comprometa la responsabilidad 
civil del acreedor embargante, no ha podido violar el artículo 
1382 del Código Civil ni ha incurrido para dictar su decisión 
al respecto en la ausencia de base legal que se invoca; que, 
por todo ello, el presente medio debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se sostiene que 
la Corte a qua ha violado los artículos 2271 y 2272, reforma-
dos del Código Civil porque, para declarar prescrita la ac-
ción tomó erróneamente como punto de partida del plazo de 
la prescripción el momento en que venció el plazo de la de-
manda en validez en vez de tomar como punto de partida el 
momento en que el embargado obtuvo judicialmente la nu-
lidad del embargo, lo que hubiera conducido a descartar la 
prescripción; pero 
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Considerando que habiendo quedado establecido por el 
examen del medio anterior, que la Corte a qua procedió co-
rrectamente al declarar" que en el presente caso no existía 
ninguna falta imputable al recurrido, carece de interés deter-
minar lo que se alega en este último medio sobre la prescrip-
ción, ya que ésta supone, cuando se trata de una acción en 

responsabilidad civil, la existencia de una falta; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José D. Soto G., contra sentencia de 
fecha veintidós de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, pronunciada en sus atribuciones civiles por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
cena al recurrente al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en provecho del Lic. Manuel M. Guerrero, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

Ir 	(Firmados) Fco. Elpidio abras.— Juan A. Morel.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y la cual 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



2320 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	

DOLEIIN JUDICIAL 	 2321 

Considerando que los jueces del fondo han establecido, 
como cuestión de hecho, que el Banco de Crédito y Ahorr os  
"no tuvo otra mira —al practicar dicho embargo— que la 
de hacerse pagar lo que se le adeudaba"; que la circunstan-
cia de que el acreedor embargante se abstuviera de deman-
dar en validez o de levantar el embargó retentivo practicado 

- en The Royal Bank of Canada tan pronto como se diera 
cuenta de que su crédito estaba ya protegido con el embargo 
practicado en el Banco de Reservas de la República, no cons-
tituye en la especie una falta por abstención; que, en efecto, 
ninguna disposición -legal impone al ejecutante la obligación 
de levantar el embargo retentivo cuando a éste no siga la 
demanda en validez; que para apreciar lq abstención del eje-
cutante en este sentido es preciso tener en cuenta que el 
levantamiento del embargo por el ejecutante no es el único 
medio factible para hacer cesar los efectos del embargo, 
puesto que el embargado puede obtener el desembargo, aún 
por vía de referimiento, si hay urgencia, así como hacerse 
pagar válidamente por el tercer embargado de no haberse 
observado la formalidad de la demanda en validez; que, en 
consecuencia, la Corte a qua, al declarar que no existe en la 
especie ninguna falta que comprometa la responsabilidad 
civil del acreedor embargante, no ha podido violar el artículo 
1382 del Código Civil ni ha incurrido para dictar su decisión 
al respecto en la ausencia de base legal que se invoca; que, 
por todo ello, el presente medio debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se sostiene que 
la Corte a qua ha violado los artículos 2271 y 2272, reforma-
dos del Código Civil porque, para declarar prescrita la ac-
ción tomó erróneamente como punto de partida del plazo de 
la prescripción el momento en que venció el plazo de la de-
manda en validez en vez de tomar como punto de partida el 
momento en que el embargado obtuvo judicialmente la nu-
lidad del embargo, lo que hubiera conducido a descartar la 
prescripción; pero 

Considerando que habiendo quedado establecido por el 
examen del medio anterior, que la Corte a qua procedió co-

rrectamente al declarar -  que en el presente caso no existía 
ninguna falta imputable al recurrido, carece de interés deter-
minar lo que se alega en este último medio sobre la prescrip-
ción, ya que ésta supone, cuando se trata de una acción en 

responsabilidad civil, la existencia de una falta; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José D. Soto G., contra sentencia de 
fecha veintidós de octubre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, pronunciada en sus atribuciones civiles por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
cena al recurrente al pago de las costas, con distracción de 
las mismas en provecho del Lic. Manuel M. Guerrero, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
• Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Ma-

nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del dia, mes y año en él expresados, y la cual 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



aOLZTIN Jvnlclni. 	 2323 2322 	 BOLETÍN JUDICIAL 

• 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 

fecha 15 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Adolfo de León. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel - 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
ciocho del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adolfo de 
León, dominicano, mayor de edad, chófer, casado, domicilia-
do y residente en la casa N 9  49 de la calle "35" de esta ciu-
dad, cédula 47817, serie la, cuyo sello de renovación no cons-
ta en el expediente, contra sentencia de fecha quince de junio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, pronunciada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, cuya dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha veintiséis 
junio de mil novecientos cincuenta y nueve, levantada en 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del abogado 
c. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, sello 1266, en 
mbre y representación del recurrente, acta en la cual se 
presa que los motivos del recurso serían expvestos en un 
morial que no ha sido depositado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafos I, II y IV, letra d), de 
la Ley 2022, de 1949, modificada por la Ley N° 3749, del 
1954, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en -la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha seis de febrero de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, la Policía Nacional sometió a la acción de la justicia a 
Adolfo de León, por el hecho de causar por imprudencia la 
muerte de Victoriano Santamaría, con el manejo de un ve-
hículo de motor; b) que apoderada del caso la Segunda Cá-1 
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, lo decidió por su sentencia de fecha siete de abril 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
transcribe en el de la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Adolfo de León, la Corte de Apela-
ción de Ciudad Trujillo, pronunció la sentencia que es moti-
vo del presente recurso de casación, y cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en 
la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia apelada, dictada eh atribuciones correc-
cionales por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primara Instancia del Distrito Nacional, en fecha 7 de abril 
del año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: Declara al 
nombrado Alfonso o Adolfo de León culpable de violación a 
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la Ley 2022 (Homicidio Involuntario) en perjuicio de Victo. 
riano Santamaría, y, en consecuencia, lo condena a un ti 
año de prisión correccional y al pago de una multa de RD 
$250.00, compensables en caso de insolvencia, con un dí a 

 °de prisión por cada peso dejado de pagar y la cancelación de 
la licencia por cinco años, acogiendo falta de la víctima; s e_ 
gundo: Condena a dicho prevenido al pago de las costas'._ 
TERCERO: Condena al prevenido Alfonso o Adolfo de León, 
al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido, 
en resumen, lo siguiente: a) que siendo aproximadamente las 
8 de la noche del cinco de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, mientras el carro placa pública N°  3692, con-
ducido por el prevenido Adolfo de León, transitaba en direc-
ción Norte-Sur por la calle "Hermanos Pinzón" de esta ciu-
dad, atropeyó al peatón Victoriano Santamaría, quien en ese 
momento cruzaba por dicha calle, produciéndole fracturas 
en el cuerpo que le ocasionaron la muerte por hemorragia 
interna; b) que el hecho ocurrió por el "exceso de velocidad" 
con que conducía su vehículo el prevenido, y por "nó haber 
frenado" oportunamente; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de homicidio por imprudencia 
cometido con el manejo de un vehículo de motor, en la per-
sona de Victoriano Santamaría, delito previsto por el artícu-
lo 3 de la Ley 2022 de 1949, y castigado por el Párrafo I del 
indicado artículo (reformado por la Ley 3749 de 1954), con 
las penas de dos a cine() años de prisión y multa de RD$500.- 
00 a Rp$2,000.00; penas estas que según el Párrafo II de 
dicho artículo pueden ser reducidas hasta la mitad, en caso 
de falta imputable a la víctima; que, en consecuencia, al de-
clarar culpable a Adolfo de León, de ese delito, la Corte 
a qua atribuyó a los hechos de la prevención, la calificación 

legal que les corresponde; que, por otra parte, al condenar 
a dicho prevenido a las penas de un año de prisión correccio-
nal y a RD$250.00 de multa, por haber admitido que la vícti-
ma también incurrió en falta, y al mantenerse además la 
cancelación de la licencia de dicho prevenido para manejar 
vehículos de motor, por un término de 5 años, contados a 
partir de la fecha de la extinción de la pena principal, resulta 
que la indicada Corte ha impuesto al recurrente sanciones. 
ajustadas a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Adolfo de León, contra sentencia pro-
nunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha quince de junio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, y cuyo dispositivo se co-
pia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena al ye-
currente al pago de las costas. - 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te- 
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

-firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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la Ley 2022 (Homicidio Involuntario) en perjuicio de Victo. 
riano Santamaría, y, en consecuencia, lo condena a un (ij 

año de prisión correccional y al pago de una multa de RD 
$250.00, compensables en caso de insolvencia, con un día 

°de prisión por cada peso dejado de pagar y la cancelación de 
la licencia por cinco años, acogiendo falta de la víctima; Se-

gundo: Condena a dicho prevenido al pago de las costas'._ 
TERCERO: Condena al prevenido Alfonso o Adolfo de León, 
al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido, 
en resumen, lo siguiente: a) que siendo aproximadamente las 
8 de la noche del cinco de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, mientras el carro placa pública N9  3692, con-
ducido por el prevenido Adolfo de León, transitaba en direc-
ción Norte-Sur por la calle "Hermanos Pinzón" de esta ciu-
dad, atropeyó al peatón Victoriano Santamaría, quien en ese 
momento cruzaba por dicha calle, produciéndole fracturas 
en el cuerpo que le ocasionaron la muerte por hemorragia 
interna; b) que el hecho ocurrió por el "exceso de velocidad" 
con que conducía su vehículo el prevenido, y por "no haber 
frenado" oportunamente; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de homicidio por imprudencia 
cometido con el manejo de un vehículo de motor, en la per-
sona de Victoriano Santamaría, delito previsto por el artícu-
lo 3 de la Ley 2022 de 1949, y castigado por el Párrafo I del 
indicado artículo (reformado por la Ley 3749 de 1954), con 
las penas de dos a cine() años de prisión y multa de RD$500.- 
00 a Rp$2,000.00; penas estas que según el Párrafo II de 
dicho artículo pueden ser reducidas hasta la mitad, en caso 
de falta imputable a la víctima; que, en consecuencia, al de-
clarar culpable a Adolfo de León, de ese delito, la Corte 
a qua atribuyó a los hechos de la prevención, la calificación  

legal que les corresponde; que, por otra parte, al condenar 
a dicho prevenido a las penas de un año de prisión correccio-
nal y a RD$250.00 de multa, por haber admitido que la vícti-
ma también incurrió en falta, y al mantenerse además la 
cancelación de la licencia de dicho prevenido para manejar 
vehículos de motor, por un término de 5 años, contados a 
partir de la fecha de la extinción de la pena principal, resulta 
que la indicada Corte ha impuesto al recurrente sanciones_ 
ajustadas a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Adolfo de León, contra sentencia pro-

' .nunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha quince de junio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, y cuyo dispositivo se co-
pia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena al ye-
currente al pago de las costas. - 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-

• jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 19 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pr; 
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 

15 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Angel 111 4  Guillén Domínguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

. En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen= 
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel ir 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciocho 
del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo,- dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel M' 
Guillén Domínguez, dominicano, de 36 años de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en la Calle Duarte 14 9  246 de 
la ciudad de Santiago, cédula 35387, serie 31, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia de 
fecha quince de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, 
pronunciada en atribuciones correccionales y como tribunal 
de segundo grado; por la Tercera Cámara Penal del Distrito 

dicial de Santiago, cuyo dispositivo se copia más ade-
te; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

a República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

cretaría de la Cámara a qua, en fecha quince de mayo de 
rail novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 3 letra a, párrafo IV, de la Ley 
2022 de 1949, modificado por la Ley 3749, de 1954, y 1 y 65 

1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticinco de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la Policía Nacional sometió a la acción de la 
justicia a Elpidio Estévez y Angel M Guillén Domínguez, por 
el hecho de causar por imprudencia, golpes a Bimbo Sánchez 
Salcedo, Altagracia Batista y Eusebio Acosta, con el manejo 
de un vehículo de motor; b) que apoderado del caso, el Juz-
gado de Paz de la Tercera Circunscripción del municipio de 
Santiago, lo decidió por su sentencia de fecha ocho de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, dictada en atribu-
ciones correccionales, y cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar como al efecto declara, 
culpable al nombrado Angel María Guillén Domínguez de 
violar el art. 3 de la ley 2021, y en consecuencia lo condena 
a sufrir la pena de seis días de prisión, una multa de RD 
$6.00, cancelación de la licencia por el período de un mes a 
partir de la extinción de la pena principal y el pago de las 
costas. SEGUNDO: Que debe descargar como al efecto des-
carga al nombrado Elpidio Estévez, por no haber violado el 
art. 3 de la Ley 2022"; 

It 



as 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 1958 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fech a 

 15 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Angel M 4  Guillén Domínguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

. En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados • 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciocho 
del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo,- dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel NI" 
Guillén Domínguez, dominicano, de 36 años de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en la Calle Duarte N9 246 de 
la ciudad de Santiago, cédula 35387, serie 31, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia de 
fecha quince de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, 
pronunciada en atribuciones correccionales y como tribunal 
de segundo grado; por la Tercera Cámara Penal del Distrito 
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udicial de Santiago, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a qua, en fecha quince de mayo de 
mil novecientos cincúenta y nueve, a requerimiento del re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 3 letra a, párrafo IV, de la Ley 
2022 de 1949, modificado por la Ley 3749, de 1954, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticinco de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la Policía Nacional sometió a la acción de la 
justicia a Elpidio Estévez y Angel IVP Guillén Domínguez, por 
el hecho de causar por imprudencia, golpes a Bimbo Sánchez 
Salcedo, Altagracia Batista y Eusebio Acosta, con el manejo 
de un vehículo de motor; b) que apoderado del caso, el Juz-
gado de Paz de la Tercera Circunscripción del municipio de 
Santiago, lo decidió por su sentencia de fecha ocho de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, dictada en atribu-
ciones correccionales, y cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar como al efecto declara, 
culpable al nombrado Angel María Guillén Domínguez de 
violar el art. 3 de la ley 202J, y en consecuencia lo condena 
a sufrir la pena de seis días de prisión, una multa de RD 
$6.00, cancelación de la licencia por el período de un mes a 
partir de la extinción de la pena principal y el pago de las 
costas. SEGUNDO: Que debe descargar como al efecto des-
carga al nombrado Elpidio Estévez, por no haber violado el 
art. 3 de la Ley 2022"; 
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Considerando que sobre el recurso de apelación inter. 
puesto por el prevenido Angel MI Guillén Domínguez, la Ter.  
cera Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, pr o. 
nunció la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el pre-
sente recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la senten. 
cia apelada N9  2352 de 'fecha 8 de octubre de 1958, dictada en 
atribuciones correccionales por el Juzgado de Paz de la Ter-
cera Circunscripción de este Municipio de Santiago, en cuan-
to condenó al prevenido Angel María Guillén Domínguez a 
sufrir la pena de seis días de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$6.00 (seis pesos oro), cancelación de la 
licencia por el término de un mes a partir de la extinción de 
la pena principal y costas, por el delito de golpes involunta-
rios producidos con la conducción de un vehículo de motor en 
perjuicio de varias personas, por estar la pena que le fué 
impuesta ajustada a la ley; TERCERO: Lo condena además 
al pago de las costas"; 

'Considerando que el Tribunal a quo mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
lo siguiente: a) que siendo aproximadamente las 4 de la tarde 
del día veinticuatro de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, se produjo un choque entre los automóviles 
placa 4139 conducido por Elpidio Estévez y el placa 4580 
conducido por Angel M' Guillén Domínguez; b) que el hecho 
ocurrió en el Km. 8 de la carretera Puñal-Santiago, cuando 
ambos vehículos transitaban en la dirección Este-Oeste, yen-
do Estévez delante de Guillén; c) que a consecuencia de ese 
choque sufrieron golpes que curaron antes de 10 días Bimbo 
Sánchez Salcedo, Altagracia Batista y Eusebio Acosta, pa-
sajeros del carro conducido por Guillén; d) que el choque se 
produjo por la torpeza del chófer Angel Ma Guillén Domín-
guez, al "no haber detenido la marcha con la prudencia que 
el caso le requería", después que el automóvil que corría 
delante hizo las señales de que iba a reducir la marcha a fin  

de no matar una gallina y sus pollitos "que cruzaban en ese 
momento la carretera"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes por impruden-
cia que curaron antes de 10 días, causados con el manejo de 
un vehículo de motor en perjuicio de las personas ya indica-
das, delito previsto y castigado por el artículo 3 de la Ley 
2022 de 1949, modificada por la Ley 3749, del 1954, con las 
penas de seis días a seis meses de prisión y multa de seis a 
ciento ochenta pesos; que, por consiguiente, al declarar la 
sentencia impugnada la culpabilidad del prevenido y confir- -
mar la sentencia del primer grado que lo condenó a seis días 
de prisión y seis pesos de multa, ha dado una correcta cali- 
ficación a los hechos de la prevención y ha impuesto al pre-
venido una pena ajustada a los citados textos legales; 

Considerando que examinada la sentencia en sus demás 
aspectos no contiene en lo concerniente al interés del recu-
rrente, vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Angel M a  Guillén Domínguez, contra 
sentencia de fecha quince de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, pronunciada en atribuciones correccionaleb 
y como tribunal de segundo grado, por la Tercera Cámara 
del Distrito Judicial de Santiago y cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente fallo. Segundo: Condena al recu-
rrente que sucumbe, al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos 1511. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que sobre el recurso de apelación inter. 
puesto por el prevenido Angel MI Guillén Domínguez, la Ter. 
cera Cámara Penal del Distrito Judicial de Santiago, pro. 
nunció la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el pre-
sente recurso Gle apelación; SEGUNDO: Confirma la senten-
cia apelada NQ 2352 de'  echa 8 de octubre de 1958, dictada en 
atribuciones correccionales por el Juzgado de Paz de la Ter-
cera Circunscripción de este Municipio de Santiago, en cuan-
to condenó al prevenido Angel María Guillén Domínguez a 
sufrir la pena de seis días de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$6.00 (seis pesos oro), cancelación de la 
licencia por el término de un mes a partir de la extinción de 
la pena principal y costas, por el delito de golpes involunta-
rios producidos con la conducción de un vehículo de motor en 
perjuicio de varias personas, por estar la pena que le fué 
impuesta ajustada a la ley; TERCERO: Lo condena además 
al pago de las costas"; 

'Considerando que el Tribunal a quo mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido 
lo siguiente: a) que siendo aproximadamente las 4 de la tarde 
del día veinticuatro de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, se produjo un choque entre los automóviles 
placa 4139 conducido por Elpidio Estévez y el placa 4580 
conducido por Angel M' Guillén Domínguez; b) que el hecho 
ocurrió en el Km. 8 de la carretera Puñal-Santiago, cuando 
ambos vehículos transitaban en la dirección Este-Oeste, yen-
do Estévez delante de Guillén; c) que a consecuencia de ese 
choque sufrieron golpes que curaron antes de 10 días Bimbo 
Sánchez Salcedo, Altagracia Batista y Eusebio Acosta, pa-
sajeros del carro conducido por Guillén; d) que el choque se 
produjo por la torpeza del chófer Angel MR Guillén Domín-
guez, al "no haber detenido la marcha con la prudencia que 
el caso le requería", después que el automóvil que corría 
delante hizo las señales de que iba a reducir la marcha a fin 

de no matar una gallina y sus pollitos "que cruzaban en ese 
momento la carretera"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes por impruden-
cia que curaron antes de 10 días, causados con el manejo de 
un vehículo de motor en perjuicio de las personas ya indica- 

- das, delito previsto y castigado por el artículo 3 de la Ley 
2022 de 1949, modificada por la Ley 3749, del 1954, con las 

' . penas de seis días a seis meses de prisión y multa de seis a 
ciento ochenta pesos; que, por consiguiente, al declarar la 
sentencia impugnada la culpabilidad del prevenido y confir- 
mar la sentencia del primer grado que lo condenó a seis días 
de prisión y seis pesos de multa, ha dado una correcta cali- 
ficación a los hechos de la prevención y ha impuesto al pre- 

1, venido una pena ajustada a los citados textos legales; 
Considerando que examinada la sentencia en sus demás 

4 - 	 (Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto 'Curiel hijo. 

aspectos no contiene en lo concerniente al interés del recu-
rrente, vicio alguno que justifique su casación; 

 

i, 	Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- " 
sación interpuesto por Angel 11P Guillén Domínguez, contra 

1 sentencia de fecha quince de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, pronunciada en atribuciones correccionaleb 
y como tribunal de segundo grado, por la Tercera Cámara 
del Distrito Judicial de Santiago y cuyo dispositivo se copia 

- en otra parte del presente fallo. Segundo: Condena al recu-
rrente rrente que sucumbe, al pago de las costas. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri 
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 

11 de junio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Edmundo Morel Peña. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pi,- • 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche 
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciocho 
del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Edmundo 
Morel Peña, dominicana, mayor de edad, soltero, chófer, do-
miciliado y residente en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros, cédula 417, serie 73, cuyo sello de renovación no consta 
en el expediente, contra sentencia pronunciada en sus atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia-
go, de fecha once de junio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
- Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la indicada Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
fecha trece de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, a 
requerimiento del recurrente Edmundo Morel Peña, en 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
- berado, y vistos los artículos 3, letra "A", y párrafo IV, de 
- la Ley 2022, de 1949, sobre Accidentes causados con el mane-

jo de Vehículos de Motor, modificada por la Ley 1\1 9  3749, de 
1954, La Ordenanza municipal N 9  800 del Ayuntamiento cid 
Santiago de los Caballeros, de fecha 27 de agosto de 1952; y 
los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentas a que ella se refiere consta lo siguiente: a) quo 
en fecha diez de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, 

. en horas de la tarde, sé produjo un choque en la esquina for-
mada por las calles "16 de Agosto" y "Benito Monción" de 
la ciudad de Santiago de los Caballeros, entre los carros con-
ducidos por Edmundo Morel Peña, y Juan Polanco Cabrera, 
en el cual resultó con golpes Esperanza María López, pasa-

jera del carro conducido por Edmundo Morel Peña; b) quq 
apoderado del caso el Juzgado de Paz de la Tercera Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, dictó en 'fecha once de los 
mismos mes y año, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe condenar y condena al nom•' 
brado Edmundo Morel Peña al pago de una multa de RD 
$6 00 a sufrir seis (6) días de prisión correccional y la can-
, celación de su licencia para manejar vehículos de motor por 
el término de dos meses a partir de la extinción de la peng 
Principal, por violar el art. 3 apartado A de la Ley 2022 en 
Perjuicio de Esperanza María López; SEGUNDO: Que debe 
descargar y descarga al nombrado Juan Polanco Cabrera, 
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■•• 

     

    

SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 1959 

  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la indicada Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
fecha trece de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, a 
requerimiento del recurrente Edmundo Morel Peña, en 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, letra "A", y párrafo IV, de 
la Ley 2022, de 1949, sobre Accidentes causados con el mane-
jo de Vehículos de Motor, modificada por la Ley N 9  3749, de 
1954, La Ordenanza municipal N 9  800 del Ayuntamiento dd 
Santiago de los Caballeros, de fecha 27 de agosto de 1952; y 
los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentas a que ella se refiere consta lo siguiente: a) quo 
en fecha diez de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, 
en horas de la tarde, sé produjo un choque en la esquina for-
mada por las calles "16 de Agosto" y "Benito Monción" de 
la ciudad de Santiago de los Caballeros, entre los carros con-
ducidos por Edmundo Morel Peña, y Juan Polanco Cabrera, 
en el cual resultó con golpes Esperanza María López, pasa-
jera del carro conducido por Edmundo Morel Peña; b) que 
apoderado del caso el Juzgado de Paz de la Tercera Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, dictó en 'fecha once de los 
mismos mes y año, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe condenar y condena al nom•t 
brado Edmundo Morel Peña al pago de una multa de RD 
$6 00 a sufrir seis (6) días de prisión correccional y la can-
celación de su licencia para manejar vehículos de motor por 
el término de dos meses a partir de la extinción de la penit 
principal, por violar el art. 3 apartado A de la Ley 2022 en 
perjuicio de Esperanza María López; SEGUNDO: Que debe 
descargar y descarga al nombrado Juan Polanco Cabrera, 

      

    

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pr 
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha 

11 de junio de 1959. 

  

    

    

Materia: Penal. 

   

    

Recurrente: Edmundo Morel Peña. 

  

        

    

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

    

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pii-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henri. 
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día dieciocho 
del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, 
años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Edmundo 
Morel Peña, dominicand, mayor de edad, soltero, chófer, do-
miciliado y residente en la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros, cédula 417, serie 73, cuyo sello de renovación no consta 
en el expediente, contra sentencia pronunciada en sus atri 
buciónes correccionales por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia 
go, de fecha once de junio de mil novecientos cincuenta 
nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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por no haber violado ningún reglamento o leyes vigentes; 
TERCERO: Condena A Edmundo Morel Peña al pago de 
costas y en cuanto a Juan Polanco Cabrera, las declara de 
oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Edmundo Morel Peña, en la misma fecha del pro- - 
nunciamiento de la anterior sentencia, la Tercera Cámarp 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, pronunció en fecha once de junio de mil nove 
cientos cincuenta y nueve, después de un reenvío, la senten-
cia ahora impugnada en casación, la cual tiene el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sen-
tencia apelada N' 807 de fecha 11 de mayo del año mil nove-
cientos cincuenta y nueve (1959) dictada en atribuciones co 
rreccionales por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscrip- • 
ción de este Municipio de Santiago, en cuanto condenó al pre-
venido Edmundo Morel Peña a sufrir la pena de seis días de 
prisión correccional y al pago de una multa de RD$6.00 (seis 
pesos oro), cancelación de la licencia por el término de dos 
meses a partir de la extinción de la pena principal y costas, 
por el delito de golpes involuntarios producidos con la con- . 
ducción de un vehículo de motor en perjuicio de María Es-
peranza López; al haberse establecido violación a las Leyes 
y reglamentos Municipales, causa única y determinante de 
accidente; TERCERO: Condena al prevenido que sucumbe al 

pago de las costas"; 

Considerando que la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago di(" 
por establecido, mediante la ponderación de los elementos de 

prueba que fueron regularmente aportados en la instrucción 
de la causa: a) que mientras el automóvil conducido por Juan 
Polanco Cabrera transitaba a una moderada velocidad por la 
calle "16 de Agosto" de la ciudad de Santiago de los Caballe 
ros, al llegar a la esquina formada con la calle "Benito Mon- , 
ción", recibió un golpe en la puerta delantera izquierda, pro- 

acido por otro automóvil, manejado por Edmundo More! 
peña, resultando de la colisión la pasajera Esperanza María 
López del automóvil conducido por Morel Peña, con golpes 
que curaron antes de diez días; b) que la colisión se debió a 
que el prevenido Edmundo Morel Peña, quien venía por la 
ca lle "Benito Monción", que no es de tránsito de preferencia, 
'debió de acuerdo con las leyes y con las ordenanzas muniei 

les sobre tránsito de vehículos, al aproximarse a la calle 
"16 de Agosto", que es de tránsito de preferencia, reducir su 
marcha al mínimum, o aún detenerse, si era necesario, y no 
lo hizo; lo cual, según lo establece la sentencia impugnada, 
"fué la causa determinante y única del. accidente"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así com 
probados y admitidos por el Tribunal a quo, están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de golpes por impru- 
dencia causados con el manejo de un vehículo de motor, 
puesto a cargo del prevenido, previsto por el artículo 3Q, le 
tra "A", y párrafo IV, de la Ley 2022, de fecha 10 de junio 
de 1949, modificado por la Ley 3749, del año 1954, y sancio-
nado por dicho texto legal, con la pena de seis días a seis 
meses de prisión y multa de seis a ciento ochenta pesos, y la 
cancelación de la licencia durante dos meses, a partir de la 
fecha de la extinción de la pena principal; que, en consecuen-
cia, al condenar al prevenido Edmundo Morel Peña, después 
de declararlo culpable del referido delito, a las penas de seis 
días de prisión y seis pesos de multa, a la cancelación de la 
licencia para conducir vehículos de motor, por el término de 
dos meses, a partir de la extinción de la pena principal, el 
Tribunal a quo atribuyó a los hechos de la prevención la ca-
lificación legal que les corresponde según su propia natura. 
loza, y le impuso a dicho prevenido una sanción que está ajus•• 
tada a la ley; 

eh. 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

entencia impugnada no contiene, en lo que concierne al hile.. 
• és del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 
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por no haber violado ningún reglamento o leyes vigentes; 
TERCERO: Condena A Edmundo Morel Peña al pago de la' , 

 costas y en cuanto a Juan Polanco Cabrera, las declara de 
oficio"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Edmundo Morel Peña, en la misma fecha del pro-
nunciamiento de la anterior sentencia, la Tercera Cámarp 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, pronunció en fecha once de junio de mil nove 
cientos cincuenta y nueve, después de un reenvío, la senten-
cia ahora impugnada en casación, la cual tiene el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sen-
tencia apelada N^ 807 de fecha 11 de mayo del año mil nove-
cientos cincuenta y nueve (1959) dictada en atribuciones co-
rreccionales por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscrip-
ción de este Municipio de Santiago, en cuanto condenó al pre-
venido Edmundo Morel Peña a sufrir la pena de seis días de 
prisión correccional y al pago de una multa de RD$6.00 (seis 
pesos oro), cancelación de la licencia, por el término de dos 
meses a partir de la extinción de la pena principal y costas, 
por el delito de golpes involuntarios producidos con la con-
ducción de un vehículo de motor en perjuicio de María Es- ";. 
peranza López; al haberse establecido violación a las Leyes 
y reglamentos Municipales, causa única y determinante del 
accidente; TERCERO: Condena al prevenido que sucumbe al 

pago de las costas"; 

Considerando que la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago die" 
por establecido, mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que fueron regularmente aportados en la instrucción 
de la causa: a) que mientras el automóvil conducido por Juan 
Polanco Cabrera transitaba a una moderada velocidad por la 
calle "16 de Agosto" de la ciudad de Santiago de los Caballe-
ros, al llegar a la esquina formada con la calle "Benito Mon-
ción", recibió un golpe en la puerta delantera izquierda, pro- 

timo por otro automóvil, manejado por Edmundo Morel 
fia, resultando de la colisión la pasajera Esperanza María 

.López del automóvil conducido por Morel Peña, con golpes 
que curaron antes de diez días; b) que la colisión se debió a 
que el prevenido Edmundo Morel Peña, quien venía por la 
calle "Benito Monción", que no es de tránsito de preferencia, 
debió de acuerdo con las leyes y con las ordenanzas munici 
pales sobre tránsito de vehículos, al aproximarse a la calle 
"16 de Agosto", que es de tránsito de preferencia, reducir su 
marcha al mínimum, o aún detenerse, si era necesario, y no 
lo hizo; lo cual, según lo establece la sentencia impugnada, 
:"Tué la causa determinante y única del, accidente"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así com 
probados y admitidos por el Tribunal a quo, están reunidos 
los elementos constitutivos del delito de golpes por impru-
dencia causados con el manejo de un vehículo de motor, 
puesto a cargo del prevenido, previsto por el artículo 3 9 , le 
tra "A", y párrafo IV, de la Ley 2022, de fecha 10 de junio 
de 1949, modificado por la Ley 3749, del año 1954, y sancio-
nado por dicho texto legal, con la pena de seis días a seis 
meses de prisión y multa de seis a ciento ochenta pesos, y la 
cancelación de la licencia durante dos meses, a partir de la 
fecha de la extinción de la pena principal; que, en consecuen-
cia, al condenar al prevenido Edmundo Morel Peña, después 
de declararlo culpable del referido delito, a las penas de seis 
días de prisión y seis pesos de multa, a la cancelación de la 
licencia para conducir vehículos de motor, por el término de 
dos meses, a partir de la extinción de la pena principal, el 
Tribunal a quo atribuyó a los hechos de la prevención la ca-
lificación legal que les corresponde según su propia natura-
leza, y le impuso a dicho prevenido una sanción que está ajus-
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
ntencia impugnada no contiene, en lo que concierne al intea 

del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Edmundo Morel Peña contra senteneh l 

 pronunciada en atribuciones correccionales y en grado de 
 apelación por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha on.. 
ce de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo 
sitivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.- 
Juan A. Morel — Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo (I( , 

 la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te. 
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.--. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y la cual 
fué 'Zirmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma• 
corís de fecha 30 de julio de 1959. 

:materia: Penal. 

I:veurrente: Santiago Acosta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asisti-
dos del Secretario General, en la Sala -donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
ciocho del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago 
Acosta, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en el paraje Cibahuete, de la sección 
Magarín, cédula 14776, serie 27, sello 1224596, contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, en fecha treinta de julio de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa. 
ción interpuesto por Edmundo Morel Peña contra sentencias 
pronunciada en atribuciones correccionales y en grado d e 

 apelación por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del DiStrito Judicial de Santiago, de fecha on.• 
ce de junio de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo. 
sitivo se copia en otra parte del presente fallo; y Seputdo: 
condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel — Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo (1 ,, 

 la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te 
jada.— Ugnuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.- - 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y la cual 
fué Tirmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma• 
coris de fecha 30 de julio de 1959. 

materia: Penal. 

i:f‘currente: Santiago Acosta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
ciocho del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago 
I Acosta, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-

miciliado y residente en el paraje Cibahuete, de la sección 
Magarín, cédula 14776, serie 27, sello 1224596, contra sen- 

il  tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Pedro 
'.., de Macorís, en fecha treinta de julio de mil novecientos cin- 

cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 



BOLETÍN JUDICIAL 	 ' 2331 

"2, 

2336 	 BOLETIN JUDICIAL 

1 	Considerando que, en tales condiciones, la Corte a qua;  
.., 

1 no ha debido declarar la inadmisibilidad del recurso de ape-
lación, por aplicación de la parte in fine del artículo '192 del 

: 

t Código de Procedimiento Criminal, sino que ha debido, de 
conformidad con los artículos 200, 201 y 213 del mismo Có-
digo, retener el asunto y fallarlo; 

Considerando que, por consiguiente, al declarar inadmi-
sible la apelación del prevenido la Corte a qua hizo una falsa 
aplicación del artículo 192 y desconoció los artículos 200, 
201 y 213 del Código de Procedimiento Criminal; , 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
fecha treinta de julio del corriente año, y envía:el asunto an-
te la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; Segundo: Decla-
ra las costas de ofició 

por haber sido juzgado en última instancia por el referido 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Sei-
bo, toda vez 'que se trata de un delito de la competencia en 
primer grado del Juzgado de Paz:— SEGUNDO: Condena a 
dicho inculpado al pago de las costas"; 

Considerando quede conformidad con el artículo 213 del 
Código de Procedimiento Criminal, si la Corté estima que el 
hecho de que está apoderada y al cual la jurisdicción de pri-
mer grado le había atribuído el carácter de delito, constitu-
ye una contravención, ella debe, después de haberlo com-
probado, retener el asunto y estatuir; que esa disposición le-
gal debe ser extendida a los casos en que se trate de un delito 
de la competencia excepcional de los juzgados de paz; 

Considerando que en el presente caso la Corte a qua 
admitió que el hecho puesto a cargo del actual recurrente no 
constituye el delito de robo de animales en los campos, pre-
visto por el artículo 388 del Código Penal, sino el delito de 
robo a que se refiere el artículo 401, incisa 1, del mismo Có- 
digo, de la competencia excepcional de los juzgados de paz, 

`times els  animal sustraído no, estaba; según consta en el fallo 
impugnado, dejado a la fé pública, "sino en un lugar seguro"; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha treinta de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado dr 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 388 y 401, inciso 1, del Código 
Penal; 192, 200, 201 y 213 del Código de Procedimiento Cri-
minal, y 1, 20 y 43 de la 'Ley sobre Procedimiento de Ca 
,sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que el prevenido Santiago Acosta fué inculpado 
del delito de robo de animales en los campos, en perjuicio de 
Juan Santana, previsto y sancionado por el artículo 388 del 
Código Penal; 2) que apoderado del hecho el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, dictó en 
fecha veintisiete de mayo del corriente año, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar como al efecto declara al nombrado Santiago Acos-
ta, culpable .del delito de robo de animales en los campos (un 
caballo), en perjuicio.de Juan Santana; SEGUNDO: Que de-
be condenar cómo al efecto condena al nombrado Santiago 
Acosta, a sufrir veinticinco días de prisión correccional;-- 
TERCERO: Que debe condenar como al efecto condena al 
nombrado Santiago Acosta, al pago de los costos"; y 3) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por el prevenido, 
la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara inadmisible el recurso de apelación interpuesto por el 
inculpado Santiago Acosta, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales y en fecha 27 de mayo de 1959, por 

el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, que condenó a dicho inculpado a sufrir la pena de 
veinticinco (25) días de prisión correccional,. por el delito de 
robo de animales en los campos (un caballo), en perjuicio de 
Juan Santana, condenándolo, además, al pago de las costas, 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha treinta de julio de mil 
novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado dr 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 388 y 401, inciso 1, del Código 
Penal; 192, 200, 201 y 213 del Código de Procedimiento Cri-
minal, y 1, 20 y 43 de la 'Ley sobre Procedimiento de Ca 
•sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que el prevenido Santiago Acosta fué inculpado 
del delito de robo de animales en los campos, en perjuicio de 
Juan Santana, previsto y sancionado por el artículo 388 del 
Código Penal; 2) que apoderado del hechó el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, dictó en 
fecha veintisiete de mayo del corriente año, una sentencia 
con el siguiente 'dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar como al efecto declara al nombrado Santiago Acos-
ta, culpable 'del delito de robo de animales en los campos (un 
caballo), en perjuicio.de Juan Santana; SEGUNDO: Que de-
be condenar cómo al efecto condena al nombrado Santiago 
Acosta, a sufrir veinticinco días de prisión correccional;-- 
TERCERO: Que debe condenar como al efecto condena al 

nombrado Santiago Acosta, al pago de los costos"; y 3) que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por el prevenido, 
la Corte a qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara inadmisible el recurso de apelación interpuesto por el 
inculpado Sadtiago Acosta, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales y en fecha 27 de mayo de 1959, por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, que condenó a dicho inculpado a sufrir la pena de 
veinticinco (25) días de prisión correccional,, por el delito de 

robo de animales en los campos (un caballo), en perjuicio de 
Juan Santana, condenándolo, además, al pago de las costas,  

por haber sido juzgado en última instancia por el referido 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Sei-
bo, toda vez 'que se trata de un delito de la competencia en 
primer grado del Juzgado de Paz:— SEGUNDO: Condena a 
dicho inculpado al pago de las costas"; 

Considerando quede conformidad con el artículo 213 del 
Código de Procedimiento Criminal, si la Corté estima que el 
hecho de que está apoderada y al cual la jurisdicción de pri-
mer grado le había atribuído el carácter de delito, constitu-
ye una contravención, ella debe, después de haberlo com-
probado, retener el asunto y estatuir; que esa disposición le-

, gal debe ser extendida a los casos en que se trate de un delito 
.31  de la competencia excepcional de los juzgados de paz; 

Considerando que en el presente caso la Corte a qua 
admitió que el hecho puesto a cargo del actual recurrente no 
constituye el delito de robo de animales en los campos, pre-
visto por el artículo 388 del Código Penal, sino el delito de 

'robo a que se refiere el artículo 401, incisa 1, del mismo Có-
, digo, de la competencia excepcional de los juzgados de paz, 

pues el. animal sustraído no estaba; según consta en el fallo 
impugnado, dejado a la fé pública, "sino en un lugar seguro"; 

Considerando que, en tales condiciones, la Corte a qua;  
no ha debido declarar la inadmisibilidad del recurso de ape-
lación, por aplicación de la parte in fine del artículo .192 del 
Código de Procedimiento Criminal, sino que ha debido, de 
conformidad con los artículos 200, 201 y 213 del mismo Có-
digo, retener el asunto y fallarlo; 

Considerando que, por consiguiente, al declarar inadmi-
sible la apelación del prevenido la Corte a qua hizo una falsa 
aplicación del artículo 192 y desconoció los artículos 200, 
201 y 213 del Código de Procedimiento Criminal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
fecha treinta de julio del corriente año, y envía sel asunto an-
te la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; Segundo: Decla-
ra las costas de ofició': 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras, 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz, 
Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo.  
Secretario General. 

La presente sentencia ha `sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DE 19Y 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 2 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Mercédes Lazala. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés 'Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
ciocho del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, corno 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mercedes 
Lazala, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en esta ciudad,.en la casa 
N9  102 de la calle París, cédula 19795, serie P, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia pre-
nunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha dos de julio del mil 
andoevleacnie s: tentos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz, 
Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo . 

Secretario General. 
La presente sentencia ha 'sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y Tué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que• 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18' DE NOVIEMBRE DE 195' 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 2 de julio de 1959. 

materia: Penal. 

Recurrente: Mercédes Lazala. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés 'Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
ciocho del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta 
nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, corno 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mercedes 
Lazala, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, .en la casa 
No 102 de la calle París, cédula 19795, serie 11, cuyo sello de 
renovación no consta en el expediente, contra sentencia pro-
nunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha dos de julio del mil 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se. 
cretaría de la Corte a qua en fecha tres de julio del mil nove-
cientos cincuenta y nueve, a requerimiento de la recurrente, . 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 191 del Código de Procedimiento.  
Criminal; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada .y en los 
documentos a quc ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de diciembre del mil novecientos cincuenta 
ocho Mercedes Lazala presentó querella ante la Policía Na-
cional contra Regino Wichardo, por el hecho de no cumplir 
éste con sus obligaciones de padre respecto de la menor de 
nombre Mayra, de nueve meses de edad, que la querellante 
afirmó haber procreado con él, y por el mismo acto, la indi-
cada querellante solicitó le fuera asignada la suma de veinti-
cinco pesos oro mensuales para la atención de dicha menor; 
b) que enviado el expediente ante el Juzgado de Paz de la 
Cuarta Circunscripción del Distrito Nacional, para fines de 
conciliación de las partes acerca de esa querella, dicha con-

ciliación no pudo tener efecto, porque el intimado no compare-
ció a la audiencia para la cual fué citado, de lo cual fué 
tada el acta correspondiente, en 'fecha diecisiete de diciembre 
del citado año de mil novecientos cincuenta y ocho; c) que 
apoderado del hecho la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional pronunció en fe-
cha diez de diciembre del mismo año la sentencia cuyo dispo 
sitivo figura en el de la ahora impugnada; d) que sobre el 
recurso de apelación de Mercedes Lazala, madre querellante, 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo pronunció la sen-
tencia impugnada, la cual contiene el dispositivo que a con 
tinuación se copia: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; 

SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 
día diez de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe descargar 
como al efecto descarga, al nombrado Regino Wichardo de 
generales conocidas, del delito de violación a la Ley N9  2402 
por no haberse comprobado en audiencia que fuera el padre 
de una menor hija de la señora Mercedes Lazala; Segundo: 
Declara las costas de oficio'; TERCERO: Declara de oficio 
las costas"; 

Considerando -que para descargar al prevenido Regino 
Wichardo dei delito de violación de la Ley N9 2402 que le fué 
imputado por la madre querellante, Mercedes Lazala, por no 
cumplir con sus deberes de padre, en perjuicio de la menor 
de nombre Mayra, de nueve meses de edad, la Corte a qua se 
fundó en que la prueba de la paternidad no había sido esta-
blecida, apreciación que escapa a la censura de la casación; 
que, en consecuencia, al ser descargado el prevenido del de-
lito puesto a su cargo, dicha Corte ha hecho una correcta 
aplicación del artículo 191 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 1 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al in-
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mercedes Lazala, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales en fecha dos 
de julio del año mil novecientos cincuenta y nueve, por la 
Corte de. Apelación de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente 'fallo; y, Segundo: Decla-
ra de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Manuel Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua en fecha tres de julio del mil nove-
cientos cincuenta y nueve, a requerimiento de la recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 191 del Código de Proceclimieni . 
Criminal; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a qi.a ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de diciembre del mil novecientos cincuenta 
ocho Mercedes Lazala presentó querella ante la Policía Na-
cional contra Regino Wichardo, por el hecho de no cumplir 
éste con sus obligaciones de padre respecto de la menor de 
nombre Mayra, de nueve meses de edad, que la querellante 
afirmó haber procreado con él, y por el mismo acto, la indi-
cada querellante solicitó le fuera asignada la suma de veinti-
cinco pesos oro mensuales para la atención de dicha menor; 
b) que enviado el expediente ante el Juzgado de Paz de la 
Cuarta Circunscripción del. Distrito Nacional, para fines do 
conciliación de las partes acerca de esa querella, dicha con-
ciliación no pudo tener efecto, porque el intimado no compare: 
ció a la audiencia para la cual fué citado, de lo cual fué levan-
tada el acta correspondiente, en'  echa diecisiete de diciembit 
del citado año de mil novecientos cincuenta y ocho; c) que 
apoderado del hecho la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional pronunció en fe-
cha diez de diciembre del mismo año la sentencia cuyo dispo 
sitivo figura en el de la ahora impugnada; d) que sobre el 
recurso de apelación de Mercedes Lazala, madre querellante 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo pronunció la sen-
tencia impugnada, la cual contiene el dispositivo que a con• 
tinuación se copia: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; 
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SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 
día diez de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe descargar 
como al efecto descarga, al nombrado Regino Wichardo de 
generales conocidas, del delito de violación a la Ley 1\19 2402 
por no haberse comprobado en audiencia que fuera el padre 
de una menor hija de la señora Mercedes Lazala; Segundo: 
Declara las costas de oficio'; TERCERO: Declara de oficio 
las co scotanss'i'd; 

Considerando -que para descargar al prevenido Regino 
Wichardo dei delito de violación de la Ley N9 2402 que le fué 
imputado por la madre querellante, Mercedes Lazala, por no 
cumplir con sus deberes de padre, en perjuicio de la menor 
de nombre Mayra, de nueve meses de edad, la Corte a qua se 
fundó en que la prueba de la paternidad no había sido esta-
blecida, apreciación que escapa a la censura de la casación; 
que, en consecuencia, al ser descargado el prevenido del de-
lito puesto a su cargo, dicha Corte ha hecho una correcta 
aplicación del artículo 191 del Código de Procedimiento Cri 
minal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 1 
ntencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al in-

terés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mercedes Lazala, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales en fecha dos 
de julio del año mil novecientos cincuenta y nueve, por la 
Corte de. Apelación de Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Decla-
ra de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Manuel Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
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Tejada.— Manuel D. Bergés Ciupani.— Barón T, Sánchez 1..  
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Júeces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DE 1959. 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 8 de mayo, 1959. 

Materia: Trabajo, 

Recurrente: La Quico, C. por A. 
Abogadim Lic. Pedro Julio Báez K. 

Recorrido: Rafael Cáceres Holguin. 
Abogado: Dr. Julio Eligio Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

.. En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Atan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctores Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chu-
pani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinte del mes de 
noviembre, de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación, interpuesto por la Quico, 
C. por A., compañía comercial organizada de acuerdo con 
las leyes de la República Dominicana, con su domicilio social 
en Ciudad Trujillo, contra sentencia pronunciada por la Cá-
mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del'Dis-
trito Nacional, en.fecha ocho de mayo del corriente año, mil 
novecientos cincuenta y nueve; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Tejada.— Manuel D. Bergés Ciupani.— Barón T, Sánchez 1..  
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Júeces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DE 1959. 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 8 de mayo, 1959. 

Materia: Trabajo, 

Recurrente: La Quico, C. por A. 
Abogadim Lic. Pedro Julio Báez K. 

Recorrido: Rafael Cáceres Holguin. 
Abogado: Dr. Julio Eligio Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

.. En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Atan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctores Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chu-
pani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinte del mes de 
noviembre, de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' 
de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación, interpuesto por la Quico, 
C. por A., compañía comercial organizada de acuerdo con 
las leyes de la República Dominicana, con su domicilio social 
en Ciudad Trujillo, contra sentencia pronunciada por la Cá-
mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del'Dis-
trito Nacional, en.fecha ocho de mayo del corriente año, mil 
novecientos cincuenta y nueve; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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• Oído el Lic. Pedro Julio Báez K., cédula 5746, serie 1 
sello 39359, abogado de la recurrente, en la lectura de stí s 

 conclusiones; 
Oído el Dr. Gabriel J. Hernández Mota, cédula 20722, 

serie 23, sello 87287, en nombre y representación del Dr. 
Julio Eligio Rodríguez, cédula 19665, serie 18, sello 68799, 
abogado del recurrido Rafael Cáceres Holguín, dominicano, 
mayor de edad, domiciliado y residente en la casa N 9  135, al-
tos de la calle Arzobispo Portes de esta Ciudad Trujillo, cé-
dula 8666, serie 55, sello 320496, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha once 
de junio del corriente año, mil novecientos cincuenta y nue-
ve, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se in-
vocan los siguientes medios; PRIMER MEDIO: "Violación 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil: Falta de 
motivos, ausencia dé la exposición sumaria de los puntos de 
hechos y de derecho, así como de los fundamentos"; SEGUN-
DO MEDIO: "Violación del artículo 1315 y siguientes del 
Código Civil y de todos los principios y reglas sobre la admi-
nistración de la prueba testimonial. Desnaturalización de los 
hechos y de las pruebas aportadas, así como de los documen-
tos de la causa. Falta de base legal"; TERCER MEDIO: Vio-
lación de los artículos 77, 78, párrafos 7, 14 y 21, y 79 del 
Código de Trabajo"; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintitrés de ju-, 
lio del corriente año, mil novecientos cincuenta y nueve, sus-
crito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-, 
rado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimiento 4' 
Civil; 691 del Código de Trabajo, y 1, 20 y 65, inciso 3, de 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el falld impugnado consta, qu 
con motivo de la demanda en pago de las prestaciones qu( 
el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedido: 

n causa justificada, intentada por Rafael Cáceres Holguín 
tra la Quico, C. por A., el Juzgado de Paz de la 

Primera Circunscripción del Distrito Nacional, como Tribu• 
de Trabajo de primer grado, dictó en fecha doce de di-

ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, después de ha-
ber realizado la información testimonial ordenada por ante, 
rior sentencia, un fallo con el siguiente dispositivo: "FALLA! 
PRIMERO: Rechaza, la demanda incoada por el trabajador 
Rafael Cáceres Holguín, en pago de prestaciones amparadas 
en el Código de Trabajo, contra Quico, C. por A., por im-
procedente y mal fundada; SEGUNDO: Desestima, el pedi-
mento de éste, en cuanto a lo que le refiere a la Regalía Pas-
cual, por el motivo expuesto"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Rafael Cáceres Holguín, el Tribunal a quo, des-
pués de ordenar una información testimonial, por sentencia 
de fecha diez de febrero del corriente año, mil novecientos 
cincuenta y nueve, falló el fondo por la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por Rafael Cáceres Holguín contra la sentencia 'de 
Trabajo del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de este Distrito Nacional, de fecha 12 de diciembre de 1958, 
dictada en favor de la Quico, C. por A., cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en otro lugar de esta misma sentencia; Se-
gundo: Declara injustificado el despido del trabajador Ra-
fael Cáceres Holguín y resuelto el contrato de trabajo por 
culpa del patrono Quico, -C. por A., y, en consecuencia, revo-
ca en todas sus partes la sentencia impugnada, por los moti•) 
vos precedentemente expuestos; Tercero: Condena al patro-
no Quico, C. por A., a pagar al trabajador Rafael Cáceres 
Holguín los valores siguientes: las sumas de cuarentiún pesos 
oro con cuatro centavos (RD$41.04), por concepto de vein- - 
ticuatro (24) días de preaviso; Doscientos cinco pesos oro 
con veinte centavos (RD$205.20), por concepto de ciento 
veinte (120) días de ~cilio de cesantía; veintitrés pesos oro 

4 
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• Oído el Lic. Pedro Julio Báez K., cédula 5746, serie la 
sello 39359, abogado de la recurrente, en la lectura de su s 
conclusiones; 

Oído el Dr. Gabriel J. Hernández Mota, cédula 20722, 
serie 23, sello 87287, en nombre y representación del Dr. 
Julio Eligio Rodríguez, cédula 19665, serie 18, sello 68799, 
abogado del recurrido Rafael Cáceres Holguín, dominicano, 
mayor de edad, domiciliado y residente en la casa N9  135, al-
tos de la calle Arzobispo Portes de esta Ciudad Trujillo, cé-
dula 8666, serie 55, sello 320-196, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha once 
de junio del corriente año, mil novecientos cincuenta y nue-
ve, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se in-

vocan los siguientes medios; PRIMER MEDIO: "Violación 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil: Falta de 
motivos, ausencia dé la exposición sumaria de los puntos de 
hechos y de derecho, así como de los fundamentos"; SEGUN-
DO MEDIO: "Violación del artículo 1315 y siguientes del 
Código Civil y de todos los principios y reglas sobre la admi-
nistración de la prueba testimonial. Desnaturalización de los 
hechos y de las pruebas aportadas, así como de los documen-
tos de la causa. Falta de base legal"; TERCER MEDIO: Vio-
lación de los artículos 77, 78, párrafos 7, 14 y 21, y 79 del 

Código de Trabajo"; 
Visto el memorial de defensa de fecha veintitrés de ju-

lio del corriente año, mil novecientos cincuenta y nueve, sus-
crito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimiento 
Civil; 691 del Código de Trabajo, y 1, 20 y 65, inciso 3, de 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el falld impugnado consta, qu 
con motivo de la demanda en pago de las prestaciones qui 

el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedido: 
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sin causa justificada, intentada por Rafael Cáceres Holguín 
contra la Quico, C. por A., el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, como Tribuo 
aal de Trabajo de primer grado, dictó en 'fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, después de ha-
ber realizado la información testimonial ordenada por ante-, 
rior sentencia, un fallo con el siguiente dispositivo: "FALLA! 
PRIMERO: Rechaza, la demanda incoada por el trabajador 
Rafael Cáceres Holguín, en pago de prestaciones amparadas 
en el Código de Trabajo, contra Quico, C. por A., por im-
procedente y mal fundada; SEGUNDO: Desestima, el pedi-
mento de éste, en cuanto a lo que Sé refiere a la Regalía Pas-
cual, por el motivo expuesto"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Rafael Cáceres Holguín, el Tribunal a quo, des-
pués de ordenar una información testimonial, por sentencia 
de fecha diez de febrero del corriente año, mil novecientos 
cincuenta y nueve, falló el fondo por la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por Rafael Cáceres Holguín contra la sentencia 'de 
Trabajo del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de este Distrito Nacional, de fecha 12 de diciembre de 1958, 
dictada en favor de la Quico, C. por A., cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en otro lugar de esta misma sentencia; Se-
gundo: 

Cáceres 
Declara injustificado el despido del trabajador Ra- 

e res Holguín y resuelto el contrato de trabajo por 
culpa del patrono Quico, -C. por A., y, en consecuencia, revo-
ca en todas sus partes la sentencia impugnada, por los moti•1 
vos precedentemente expuestos; Tercero: Condena al patro-
no Quico, C. por A., a pagar al trabajador Rafael Cáceres 
Holguín los valores siguientes: las sumas de cuarentiún pesos 
oro con cuatro centavos (RD$41.04), por concepto de vein-
ticuatro (24) días de preaviso; Doscientos cinco pesos oro 
con veinte centavos (RD$205.20), por concepto de ciento 
oinie (120) días de auxilio de cesantía; veintitrés pesos oro 
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y . 

con noventicuatro centavos (RD$23.94), por concepto d e 
 catorce (14) días de vacaciones no disfrutadas; Ciento ein. 

cuentiséis pesos oro (RD156.00), por concepto de la indern. 
nización que acuerda el apartado 3°, d'el artículo 84 del Códi. 
go de Trabajo; todo a razón de RD$1.71 diario; Cuarto: con. 
dena, asimismo, al patrono Quico, C. por A., al pago de 1 051 

 intereses legales de dichas sumas a partir del día de la de-
manda; Quinto: Ordena al patrono Quico, C. por A., expe_ 
dir al trabajador Rafael Cáceres Holguín el certificado de 
que habla el artículo 63 del Código de Trabajo; Sexto: Con. 
dena al patrono Quico, C. por A., al pago de las costas por 
haber sucumbido en esta instancia"; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos, alegada en el segundo medio, que la recurrente sos-
tiene que "de acuerdo con los detalles consignados en el ac-
ta de la información testimonial verificada el día 26 de no-
viembre de 1958, ante el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción de este Distrito Nacional, cuya copia certificada 
tuvo a la vista el Juez a quo, tal como ello consta en la sen-
tencia recurrida, Quico, C. por A., presentó el testimonio de 
cuatro personas idóneas, cuyas declaraciones precisas y con-
cordantes, establecen los siguientes hechos: —Que el señor 
Rafael Cáceres Holguín era el encargado del departamento 
de venta de Quico, C. por A., situado en la calle Padre Bi-
llini, esquina Santomé; 2.— Que el Patrono Quico, C. por A., 
por conducto de su Presidente Tesorero, señor Francisco Ca-
ro Alvarez, había dado instrucciones y apercibimiento a to-
dos los empleados de ese departamento de venta, y especial-
mente, al señor Cáceres Holguín, de no cambiar cheques sin 
la debida autorización; 3.— Que el trabajador Cáceres Hol-
guín, sin la debida autorización de Quico, C. por A., abrió 
personalmente una de las cajas registradoras y cambió a su 
amigo señor López, un cheque contra The Royal Bank of 
Canada, por la suma de RD$36.00; y 4.— Que Quico, C. por 
A., no ha podido recuperar el valor de ese cheque por care-
cer de fondos en la mencionada institución bancaria"; que  

además dicho recurrente alega que estos "hechos comprue-
ban que el trabajador Cáceres Holguín cometió una falta 
grave violando los reglamentos e instrucciones del patrono) 
cuya falta, además, ha ocasionado un perjuicio material al 
mismo, y al amparo de esas pruebas legales el despido de que 
fué objeto dicho trabajador es evidentemente justo, al am-
paro de la Ley", y, finalmente, que el "Juez a quo en su sen-
tencia impugnada desnaturaliza esos hechos, al afirmar quo 
existen "contradicciones", cuando en realidad las declarado ,' 
nes de los expresados cuatro testigos son todas precisas y 
concordantes, sin que ningunó de ellos se contradigan en 
ningún aspecto de los hechos de la causa"; 

Considerando que el Tribunal a quo al ponderar la in-
formación testimonial realizada en primera instancia, ex-
presa en el fallo impugnado, que "no le merece crédito el 
informativo. . . en razón de las contradicciones de que ado-
lecen las declar. aciones de, los cuatro testigos. .. aportadJs 
por el patrono", mediante el cual éste trataba de probar que 
el despido del trabajador demandante estaba justificado de 
acuerdo con el artículo 78 del Código de Trabajo; 

Considerando que el Tribunal a quo, se ha limitado a 
-afirmar que las declaraciones de los testigos oídos a reque-
rimiento del actual recurrente son contradictorias, sin pre-
cisar, como estaba en el deber de hacerlo, en qué, consis`er 
las contradicciones; que, además, el examen del acta levan-
tada en fecha veintiséis de noviembre de 1958 por el secre-
tario del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Nacional, relativa al informativo celebrado por di-
cho tribunal, con motivo de la demanda intentada por Rafael 
Cáceres Holguín contra la Quico, C. por A., en pago de las 
prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los traba-
jadores despedidos sin' ►  causa justificada, muestra que las 
declaraciones de los testigos oídos a requerimiento del ac-
tual recurrente no son contradictorias, como erróneamente 
se afirma en el fallo impugnado; que, en efecto, dichos testi-
gos estuvieron fundamentalmente de acuerdo en que el re- 
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con noventicuatro centavos (RD$23.94), por concepto de 
 catorce (14) días de vacaciones no disfrutadas; Ciento chi. 

cuentiséis pesos oro (RD156.00), por concepto de la indern.. 
nización que acuerda el apartado 3 9, del artículo 84 del Col. 
go de Trabajo; todo a razón de RD$1.71 diario; Cuarto: con.. 
dena, asimismo, al patrono Quico, C. por A., al pago de 
intereses legales de dichas sumas a partir del día de la de-
manda; Quinto: Ordena al patrono Quico, C. por A., expe-
dir al trabajador Rafael Cáceres Holguín el certificado de 
que habla el artículo 63 del Código de Trabajo; Sexto: Con. 
dena al patrono Quico, C. por A., al pago de las costas por 
haber sucumbido en esta instancia"; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos, alegada en el segundo medio, que la recurrente sos-
tiene que "de acuerdo con los detalles consignados en el ac-
ta de la información testimonial verificada el día 26 de no-
viembre de 1958, ante el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripción de este Distrito Nacional, cuya copia certificada 
tuvo a la vista el Juez a quo, tal como ello consta en la sen-
tencia recurrida, Quico, C. por A., presentó el testimonio de 
cuatro personas idóneas, cuyas declaraciones precisas y con-
cordantes, establecen los siguientes hechos: —Que el señor 
Rafael Cáceres Holguín era el encargado del departamento 
de venta de Quico, C. por A., situado en la calle Padre Bi-
llini, esquina Santomé; 2.— Que el Patrono Quico, C. por A., 
por conducto de su Presidente Tesorero, señor Francisco Ca-
ro Alvarez, había dado instrucciones y apercibimiento a to-
dos los empleados de ese departamento de venta, y especial-
mente, al señor Cáceres Holguín, de no cambiar cheques sin 
la debida autorización; 3.— Que el trabajador Cáceres Hol-
guín, sin la debida autorización de Quico, C. por A., abrió 
personalmente una de las cajas registradoras y cambió a su 
amigo señor López, un cheque contra The Royal Bank of 
Canada, por la suma de RD$36.00; y 4.— Que Quico, C. por 
A., no ha podido recuperar el valor de ese cheque por care-
cer de fondos en la mencionada institución bancaria"; que'  

además dicho recurrente alega que estos "hechos comprue-
ban que el trabajador Cáceres Holguín cometió una falta 
grave violando los reglamentos e instrucciones del patrono> 
cuya falta, además, ha ocasionado un perjuicio material al 
mismo, y al amparo de esas pruebas legales el despido de que 
fué objeto dicho trabajador es evidentemente justo, al am-
paro de la Ley", y, finalmente, que el "Juez a quo en su sen-
tencia impugnada desnaturaliza esos hechos, al afirmar que 
existen "contradicciones", cuando en realidad las declaracio, 
nes de los expresados cuatro testigos son todas precisas y 
concordantes, sin que ninguno de ellos se contradigan en 
ningún aspecto de los hechos de la causa"; 

Considerando que el Tribunal a quo al ponderar la in-
formación testimonial realizada en primera instancia, ex-
presa en el fallo impugnado, que "no le merece crédito el 
informativo. .. en razón de las contradicciones de que ado-
lecen las declaraciones de, los cuatro testigos. .. aportadJs 
por el patrono", mediante el cual éste trataba de probar que 
el despido del trabajador demandante estaba justificado de 
,cuerdo con el artículo 78 del Código de Trabajo; 

Considerando que el Tribunal a quo, se ha limitado a 
"afirmar que las declaraciones de los testigos oídos a reque-
rimiento del actual recurrente son contradictorias, sin pre-
cisar, como estaba en el deber de hacerlo, en qué, consis`er 
las contradicciones; que, además, el examen del acta levan-
tada en fecha veintiséis de noviembre de 1958 por el secre-
tario del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Nacional, relativa al informativo celebrado por di-
cho tribunal, con motivo de la demanda intentada por Rafael 
Cáceres Holguín contra la Quico, C. por A., en pago de las 
prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los traba-
jadores despedidos sin causa justificada, muestra que las 
declaraciones de los testigos oídos a requerimiento del ac-. 
tual recurrente no son contradictorias, como erróneamente 
se afirma en el fallo impugnado; que, en efecto, dichos testi-
gos estuvieron fundamentalmente de acuerdo en que el re- 
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currido Rafael Cáceres Holguín, desobedeciendo la ord en 
 que le había dado su patrono de no cambiar ningún cheque 

 sin su autorización, recibió de José López y le hizo efectivo, 
un cheque por la suma de RD$36,00, contra The Royal Bank 
of Canada, y que dicho cheque 'fué devuelto por el Banco po r 

 no tener fondos el librador; u. 
Considerando que al estatuir como lo hizo, el Tribuna' 

a quo ha incurrido en la desnaturalización de los hechos de 
nunciados en el segundo medio del recurso; 

Considerando que de conformidad con el artículo 65, in-
ciso 3, de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costa-, 
podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere casada 
por desnaturalización de los hechos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha ocho de mayo del co-
rriente año (1956), cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y Segundo: Com-
pensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche Henríquez.— Manuel 
Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón 
T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año . en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quo 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE NOVIEMBRE DE 1959 

s Iiiencia Impugnada:  Corte de Apelación de Montecristi, de fecha 
24 de julio de 1959. 

)141'ria: Penal. 

u, rentes: Magistrado Procurador General de la Corte de Apela-
ción de Montecristi y Diógenes de Js. Collado. 

Abogado: Lic. Joaquín Díaz I3elliard. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, li-
cenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amia-
ma, doctor Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticinco del 
mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia uública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 
Montecristi, y Diógenes de Jesús Collado, contra sentencia 
de la misma Corte de Apelación, en sus atribuciones correc-
cionales, de fecha veinticuatro de julio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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currido Rafael Cáceres Holguín, desobedeciendo la orden 
que le había dado su patrono de no cambiar ningún chequ e, 
sin su autorización, recibió de José López y le hizo efectivo, 
un cheque por la suma de RD$36,00, contra The Royal Bank 
of Canada, y que dicho cheque 'fué devuelto por el Banco po r 

 no tener fondos el librador; 
Considerando que al estatuir como lo hizo, el Tribuna' 

a quo ha incurrido en la desnaturalización de los hechos de. 
nunciados en el segundo medio del recurso; 

Considerando que de conformidad con el artículo 65, in-
ciso 3, de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas 
podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere casada 
por desnaturalización de los hechos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha ocho de mayo del co-
rriente año (1956), cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Trujillo; y Segundo: Com-
pensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche Henríquez.— Manu ,1 

 Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barór 
T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quI,  

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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ENTENCIA DE FECHA 25 DE NOVIEMBRE DE 1959 

sotencla impugnada: Corte de Apelación de Montecristi, de fecha 
24 de julio de 1959. 

t 	Penal. 

¡frentes: Magistrado Procurador General de la Corte de Apela- 
ción de Montecristi y Diógenes de Js. Collado. 

Abogado: Lic. Joaquín Díaz Belliard. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de 
Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, li-
cenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amia-
ma, doctor Manuel D. Bergés Chupani, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticinco del 
mes de noviembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia uública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

t• Sobre los recursos de casación interpuestos por el Ma- 
gistrado Procurador General de la Corte de Apelación de 

, Montecristi, y Diógenes de Jesús Collado, contra sentencia 
de la misma Corte de Apelación, en sus atribuciones correc-
cionales, de fecha veinticuatro de julio de mil novecientos 
cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el Lic. Joaquín Díaz Belliard, cédula 140, serie 41, . 
sello 4C998, abogado constituido por el recurrente Diógen es 

 de Jesús Collado, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas de casación levantadas en la secretaría 

de la Corte a qua, una de fecha treinta de julio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Magistrado 
recurrente, en la cual se exponen los medios que se indica- • 
rán oportunamente, y otra de fecha cuatro de agosto del 
mismo año, a requerimiento del Lic. Joaquín Díaz Belliard, 
en nombre del recurrente Diógenes de Jesús Collado, parte 
civil constituida en la causa, en la cual se indican ciertos me-
dios de casación y se expresa que será enviado a•la Suprema 
Corte de Justicia un memorial de casación contentivo de to-
dos los medios; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Joa-
quín Díaz Belliard, de fecha cinco de octubre de mil nove-
eiegtos cincuenta y nueve, en nombre de su representado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 408, del Código Penal y 1, 20, 
43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha die-
ciocho de febrero del año mil novecientos cincuenta y nueve, 
Diógenes de Jesús Collado presentó una querella por ante 
el Comandante del Destacamento de la Policía Nacional, de 
la ciudad de Montecristi contra José Tatis Acosta, por abuso 
de confianza; b) que apoderado regularmente del caso el 
Juzgado de Primera Instancia de Montecristi dictó, en fecha 
veinte de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, des-
pués de numerosos reenvíos e incidentes, su sentencia sobre 
el fondo, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe pronunciar y pronuncia, el defecto contra José 
Tatis Acosta, por no haber comparecido a la audiencia del 
día doce (12) del mes de mayo del año Mil Novecientos Cin- 
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cuenta y nueve (1959), a las nueve (9) horas de la mañana, 
para la cual fué debidamente citado. SEGUNDO: Se desesti-
ma el pedimento del abogado de la defensa del prevenido, Dr. 
Manuel Aurelio Justo, tendiente a que se ordene la verifica-
ción de escritura. TERCERO: Descargar y al efecto descar-
ga, al nombrado José Tatis Acosta, de generales que constan 
en el expediente, del delito de abuso de confianza en perjui-
cio del señor Diógenes de Jesús .Collado por no haberlo co-
metido. CUARTO: Declarar y al efecto declara, la incompe-
tencia de la jurisdicción represiva, para estatuir sobre las 
reclamaciones civiles solicitadas por la parte civil constituida 
Diógenes de Jesús Collado mediante sus abogados constituí-
dos Lic. Joaquín Díaz Belliard y Dr. Foad Nazer García, por 
derivar las mismas de una falta estrictamente contractual, 
que escapa consecuentemente a la competencia de esta juris-
dicción. QUINTO: Se condena a la parte civil constituida, al 
pago de las costas penales"; c) que contra este fallo interpu-
sieron recurso de apelación el Magistrado Procurador Gene-
ral de la Corte de Apelación de Montecristi y la parte civil 
constituida, Diógenes de Jesús Collado, en la forma y en 
los plazos indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en sus 
respectivas 'formas, los recursos de apelación, incidental y 
principales, a que se contrae la presente sentencia. SEGUN-
DO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Montecristi, en fecha 
veinte (20) del mes de mayo del año en curso (1959), que 
descargó al prevenido José Tatis Acosta, del delito de abuso 
de confianza en perjuicio de Diógenes de Jesús Collado, por 
no haberlo cometido; y por la cual declara la incompetencia 
de la jurisdicción represiva para estatuir sobre las reclama-
ciones civiles hechas por Diógenes de Jesús Collado, en su 
condición de parte civil constituída, por derivar las mismas 
de una falta estrictamente contractual. TERCERO: Declara 
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Oído el Lic. Joaquín Díaz Belliard, cédula 140, serie 41 . 
sello 4C998, abogado constituido por el recurrente Diógenes 
de Jesús Collado, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de casación levantadas en la secretaria 
de la Corte a qua, una de fecha treinta de julio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Magistrado 
recurrente, en la cual se exponen los medios que se indica-
rán oportunamente, y otra de fecha cuatro de agosto del 
mismo año, a requerimiento del Lic. Joaquín Díaz Belliard, 
en nombre del recurrente Diógenes de Jesús Collado, parte 
civil constituida en la causa, en la cual se indican ciertos me-
dios de casación y se expresa que será enviado a•la Suprema 
Corte de Justicia un memorial de casación contentivo de to-
dos los medios; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Joa-
quín Díaz Belliard, de fecha cinco de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, en nombre de su representado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 408, del Código Penal y 1, 20, 
43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en 'fecha die-
ciocho de febrero del año mil novecientos cincuenta y nueve, 
Diógenes de Jesús Collado presentó una querella por ante 
el Comandante del Destacamento de la Policía Nacional, de 
la ciudad de Montecristi contra José Tatis Acosta, por abuso 
de con'fianza; b) que apoderado regularmente del caso el 
Juzgado de Primera Instancia de Montecristi dictó, en fecha 
veinte de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, des-
pués de numerosos reenvíos e incidentes, su sentencia sobre 
el fondo, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe pronunciar y pronuncia, el defecto contra José 
Tatis Acosta, por no haber comparecido a la audiencia del 
día doce (12) del mes de mayo del año Mil Novecientos Cin- 

cuenta y nueve (1959), a las nueve (9) horas de la mañana, 
para la cual fué debidamente citado. SEGUNDO: Se desesti-
ma el pedimento del abogado de la defensa del prevenido, Dr. 
ivranuel Aurelio Justo, tendiente a que se ordene la verifica-
ción de escritura. TERCERO: Descargar y al efecto desear-
ga. al  nombrado José Tatis Acosta, de generales que constan 
en el expediente, del delito de abuso de confianza en perjui-
cio del señor Diógenes de Jesús .Collado por no haberlo co-
metido. CUARTO: Declarar y al efecto declara, la incompe-
tencia de la jurisdicción represiva, para estatuir sobre las "' 
reclamaciones civiles solicitadas por la parte civil constituida 
Diógenes de Jesús Collado mediante sus abogados constitui-
dos Lic. Joaquín Díaz Belliard y Dr. Foad Nazer García, por 
derivar las mismas de una falta estrictamente contractual, 
que escapa consecuentemente a la competencia de esta juris-
dicción. QUINTO: Se condena a la parte civil constituida, al 
pago de las costas penales"; e) que contra este fallo interpu-
sieron recurso de apelación el Magistrado Procurador Gene-
ral de la Corte de Apelación de Montecristi y la parte civil 
constituida, Diógenes de Jesús Collado, en la forma y en 
los plazos indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en sus 
respectivas 'formas, los recursos de apelación, incidental y 
principales, a que se contrae la presente sentencia. SEGUN-
DO: Confirma la sentencia dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Montecristi, en fecha 
veinte (20) del mes de mayo del año en curso (1959), que 
descargó al prevenido José Tatis Acosta, del delito de abuso 
de confianza en perjuicio de Diógenes de Jesús Collado, por 
no haberlo cometido; y por la cual declara la incompetencia 
de la jurisdicción represiva para estatuir sobre las reclama-
ciones civiles hechas por Diógenes de Jesús Collado, en su 
condición de parte civil constituida, por derivar las mismas 
de una falta estrictamente contractual. TERCERO: Declara 
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falto de interés el recurso de apelación intentado por el Dr, 
Antonio J. Grullón Chávez, en representación del prevenido 
José Tatis Acosta, contra la sentencia dictada por el Juzga.. 
do a quo, en fecha diecisiete (17) de marzo del año Mil No-
vecientos Cincuentinueve (1959), que rechazó su pedimento 
de reenvío para oir testigos. CUARTO: Condena a la parte 
civil constituida al pago de las costas penales de ambas ins-
tancias"; 

Considerando que el Magistrado recurrente invoca en e1 
acta de casación que se levantó al efecto, lo que sigue: a) 
Violación del artículo 408 del Código Penal; b) Violación de 
las reglas de la prueba; c) Violación de las reglas que rigen 
la competencia; d) Contradicción de motivos; e) Insuficien-
cia de motivos; f) Falta de base legal, exponiendo allí los 
fundamentos de esos medios; que, a su vez la parte civil re-
currente invoca en su memorial de casación estos medios: 
Violación del artículo 408; desnaturalización de los hechos y 
falta de base legal; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 408 
del Código Penal, que el Magistrado recurrente expresa so-
bre 

 
 el particular en la motivación de su recurso: que en el 

presente caso la Corte de Apelación de Montecristi ha violado 
dicho texto legal "por falta de aplicación del mismo, ya que 
existen los elementos constitutivos del abuso de confianza, al 
quedar establecido que la entrega de los billetes y quinielas -1 
para la venta, antes de realizar el sorteo, de la Lotería Na-1. 
cional, debían ser devueltos los que quedaron, así como el im-
porte de los vendidos; y esto en sí, es un mandato previsto 
por el artículo 408 del Código Penal, y ya que un contrato no 
es lo que se diga, sino lo que en sí sea y está regido por la in 
tención de las partes"; que semejantes argumentos lo invoca 
el recurrente Diógenes de Jesús Collado en su memorial dt 

casación; 
Considerando que el artículo 408 del Código Penal seriana 

limitativamente los contratos cuya violación pueden dar ori-
gen a una persecución por abuso de confianza; que corres- 

ponde a la jurisdicción represiva determinar cual es la natu-
raleza de la convención litigiosa, y de restituirle a los hechos, 
si hay lugar, su verdadero carácter jurídico, aún por encima 
de la calificación que las partes hayan podido darle al con-
trato; 

Considerando que la Corte a qua para establecer que el 
contrato celebrado entre el prevenido y la parte civil cons-
tituida es una venta se funda en lo siguiente: a) que el pre-
venido J'osé Tatis Acosta suscribió un documento que tex-
tualmente dice así: "Recibí del señor Diógenes de Js. Colla-
do, la cantidad de 16 billetes de la Lotería Nacional por la 
suma de RD$148.00 y un cuarto de serie de quinielas por la 
suma de 135 que hace un total de RD$283.00, para ser pues-
tos a la venta en consignación en mi establecimiento comer-
cial y en el barrio Albina], donde tengo un "Bar"; b) que en 
la puesta en mora que le hizo la parte civil al prevenido se 
expresa que los efectos recibidos por éste lo fueron "bajo 
contrato de venta a consignación" y c) que igual denomina-
ción le ha dado la parte civil a dicho contrato en sus decla-
raciones en el proceso; 

Considerando que la parte civil constituida expuso ade-
más, en su .  declaración ante la Corte a qua, según consta en 
el acta de audiencia, las obligaciones que encierra la llamada 
"venta a consignación", varias veces mencionada, cuando 
dice: "El me dió (el prevenido) un recibo por los efectos re-
cibidos, por valor de RD$283.00. Yo se lo dí a consignación; 
cuando fuí a reclamarle habla vendido los billetes y las qui :, 

 nielas" "el tenía que devolverme los billetes y quinielas antes 
de tirarse la lotería, o sea a las ocho (8) de la mañana del 
domingo"; 

Considerando que la Corte a qua, para descargar al pre-
enido del delito de abuso de confianza que se le imputa, ha 

desestimado de una manera general lo expresado anterior-
ente sobre el fundamento de que entre los contratos pre-

\vistos por el artículo 408 dél Código Penal "no figura la ven-
ta, en ninguna de sus modalidades o condiciones"; pero, 
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falto de interés el recurso de apelación intentado por el I , 
Antonio J. Grullón Chávez, en representación del preven] 
José Tatis Acosta, contra la sentencia dictada por el JU7_ 
do a quo, en fecha diecisiete (17) de marzo del año Mil _ 
vecientos Cincuentinueve (1959), que rechazó su pedimento 
de reenvío para oir testigos. CUARTO: Condena a la parte 
civil constituida al pago de las costas penales de ambas ins-
tancias"; 

Considerando que el Magistrado recurrente invoca en el 
acta de casación que se levantó al efecto, lo que sigue: a) 
Violación del artículo 408 del Código Penal; b) Violación de 
las reglas de la prueba; c) Violación de las reglas que rigen 
la competencia; d) Contradicción de motivos; e) Insuficien-
cia de motivos; f) Falta de base legal, exponiendo allí los 
fundamentos de esos medios; que, a su vez la parte civil re-
currente invoca en su memorial de casación estos medios:., 
Violación del artículo 408; desnaturalización de los hechos y 
falta de base legal; 

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 408 
del Código Penal, que el Magistrado recurrente expresa so-
bre el particular en la motivación de su recurso: que en el 
presente caso la Corte de Apelación de Montecristi ha violado 
dicho texto legal "por falta de aplicación del mismo, ya que 
existen los elementos constitutivos del abuso de confianza, al . 1- 

 quedar establecido que la entrega de los billetes y quinielas 
para la venta, antes de realizar el sorteo, de la Lotería Na-
cional, debían ser devueltos los que quedaron, así como el im-
porte de los vendidos; y esto en sí, es un mandato previsto 
por el artículo 408 del Código Penal, y ya que un contrato no 1- 
es lo que se diga, sino lo que en sí sea y está regido por la in-
tención de las partes"; que semejantes argumentos lo invoca 
el recurrente Diógenes de Jesús Collado en su memorial de 

casación; 
Considerando que el artículo 408 del Código Penal señala 

limitativamente los contratos cuya violación pueden dar ori-
gen a una persecución por abuso de confianza; que corres- 

ponde a la jurisdicción represiva determinar cual es la natu-
raleza de la convención litigiosa, y de restituirle a los hechos, 
si hay lugar, su verdadero carácter jurídico, aún por encima 
de la calificación que las partes hayan podido darle al con-
trato; 

Considerando que la Corte a qua para establecer que el 
contrato celebrado entre el prevenido y la parte civil cons-
tituida es una venta se funda en lo siguiente: a) que el pre-
venido Jósé Tatis Acosta suscribió un documento que tex-
tualmente dice así: "Recibí del señor Diógenes de Js. Colla-
do, la cantidad de 16 billetes de la Lotería Nacional por la 
suma de RD$148.00 y un cuarto de serie de quinielas por la 
suma de 135 que hace un total de RD$283.00, para ser pues-
tos a la venta en consignación en mi establecimiento comer-
cial y en el barrio Albinal, donde tengo un "Bar"; b) que en 
la puesta en mora que le hizo la parte civil al prevenido se 
expresa que los efectos recibidos por éste lo fueron "bajo 
contrato de venta a consignación" y e) que igual denomina-
ción le ha dado la parte civil a dicho contrato en sus decla-
raciones en el proceso; 

Considerando que la parte civil constituida expuso ade-
más, en sú declaración ante la Corte a gua, según consta en 
el acta de audiencia, las obligaciones que encierra la llamada 
"venta a consignación", varias veces mencionada, cuando 
dice: "El me dió (el prevenido) un recibo por los efectos re-
cibidos, por valor de RD$283.00. Yo se lo dí a consignación; 
cuando fuí a reclamarle había vendido los billetes y las qui-
nielas" "el tenía que devolverme los billetes y quinielas antes 
de tirarse la lotería, o sea a las ocho (8) de la mañana del 
domingo"; 

Considerando que la Corte a qua, para descargar al pre-
venido del delito de abuso de confianza que se le imputa, ha 
desestimado de una manera general lo expresado anterior-

ente sobre el fundamento de que entre los contratos pre-
vistos por el artículo 408 dél Código Penal "no figura la ven-
ta, en ninguna de sus modalidades o condiciones"; pero, 
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Considerando que el examen de los hechos así admitidos 
en el fallo impugnado pone de manifiesto que la operación 
jurídica intervenida entre las partes contratantes es un man-
dato para vender y no una venta, como erróneamente se la ha 
calificado; que, en efecto, la obligación impuesta al prevenido 
de devolver los billetes y quinielas no vendidos o de entregar 
el valor de los billetes y quinielas vendidos caracteriza en la 
especie, la existencia del mandato; 

Considerando que siendo el mandato uno de los contra-
tos cuya violación puede constituir un abuso de confianza, 

-la Corte a qua, al desconocer la existencia de ese cdntrato, 
ha violado el artículo 408 del Código Penal, razón por la cual 
la sentencia impugnada debe ser casada, sin que sea necesa-
rio ponderar los demás alegatos de los recurrentes; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Monte Cristi en fecha 
veinticuatro de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de* Apelación de 
Santiago; y Segundo: Condena al prevenido al pago de las 
costas, distrayendo las relativas a la acción civil en provecho 
del Lic. Joaquín Díaz Bélliard, abogado de la parte civil re-
currente quien afirmó haberlas avanzado en su mayor parte; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Moret.— Carlos Ml. Lamaréhe H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 21 de Mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Compañía General de Seguros La Comercial. 
Abogados: Dres. Joaqu'in Ramírez de la Rocha y Obdulio E. Ogan-

do R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, -  Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fenando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinti-
cinco del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 

. como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía General de Seguros La Comercial, representada en la Re-
pública por la Compañía de Indemnizaciones, C. por A., cons-

. tituída en el país y domiciliada en el N9  406 del edificio El 
Palacio, de Ciudad Trujillo, contra sentencia de fecha vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, dictada 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE NOVIEMBRE DE 1959 Considerando que el examen de los hechos así admitidos 
en el fallo impugnado pone de manifiesto que la operación 
jurídica intervenida entre las partes contratantes es un man- 1' 
dato para vender y no una venta, como erróneamente se la ha 
calificado; que, en efecto, la obligación impuesta al prevenido 
de devolver los billetes y quinielas no vendidos o de entregar 
el valor de los billetes y quinielas vendidos caracteriza en la 
especie, la existencia del mandato; 

Considerando que siendo el mandato uno de los contra-
tos cuya violación puede constituir un abuso de confianza, 
la Corte a qua, al desconocer la existencia de ese contrato, 
ha violado el artículo 408 del Código Penal, razón por la cual 
la sentencia impugnada debe ser casada, sin que sea necesa-
rio ponderar los demás alegatos de los recurrentes; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Monte Cristi en fecha 
veinticuatro de julio de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de* Apelación de 
Santiago; y Segundo: Condena al prevenido al pago de las 
costas, distrayendo las relativas a la acción civil en provecho 
del Lic. Joaquín Díaz Bélliard, abogado de la parte civil re-
currente quien afirmó haberlas avanzado en su mayor parte; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamaréhe H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 21 de Mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Compañía General de Seguros La Comercial. 
Abogados: Dres. Joaqu'in Ramírez de la Rocha y Obdulio E. Ogan-

do R. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fenando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinti-
cinco del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía General de Seguros La Comercial, representada en la Re-
pública por la Compañía de Indemnizaciones, C. por A., cons-
tituida en el país y domiciliada en el NQ 406 del edificio El 
Palacio, de Ciudad Trujillo, contra sentencia de fecha vein-
tiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, dictada 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

• 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Joaquín Ramírez de la Rocha, cédula 40345, 

serie 1, sello 1436, por sí y por el Dr. Obdulio E. Ogando R 
cédula 32350, serie 1, sello 67458, ambos abogados de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha dos de junio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Dr. Obdulio E. 
Ogando, en nombre y representación de la Compañía de Se-
guros La Comercial; 

Visto el memorial de casación de fecha veintitrés de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los 
Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha y Obdulio E. Ogando, 
en el cual se alegan contra la sentencia impugnada los me-
dios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1315 y 1384 del Código Civil; 141 
del Código de Procedimiento Civil, y 1°, 20, 43 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha ocho de junio de mil novecientos cincuenta y ocho 
ocurrió en esta ciudad un accidente automovilístico del cual 
resultaron varias personas con golpes, a consecuencia de los 
cuales falleció Julio Morbán; b) que, apoderada del caso, la 
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional dictó en fecha trece de agosto de mil nove 
cientos cincuenta y ocho una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Que debe declarar, como en efecto 
declara, regulares y válidas las constituciones en parte civil 
de los señores Dulce María Rodríguez Viuda Morbán, en su 
doble calidad de cónyuge superviviente común en bienes y de 
tutora legal de los menores Georgina Altagracia, Julio César, 
Gleny Mercedes y Angela María Morbán Rodríguez; Domin- 

go Mercedes Pérez, Segundo Teniente, Policía Nacional, Juan 
Esteban Herrera Cepeda y Benito Antonio Tineo ,Cepeda, Ra-
sos de la Policía Nacional, contra el prevenido, el dueño del 
vehículo Miguel Puertas, y las Compañía de Indemnizacio-
nes, C. por A., en representación de la Compañía General de 
Seguros La Comercial, en cuanto a la forma; Segundo: Que 
debe condenar, como en efecto condena, al prevenido Santia-
go Vásquez Martínez, a sufrir tres años de prisión correc-
cional y a pagar una multa de quinientos pesos oro (RD 
$500.00), por el delito de homicidio involuntario en la perso-
na de Julio Morbán, Cabo E. N., y golpes y heridas involun-
tarios en perjuicio del Segundo Teniente P. N., Domingo Mer-
cedes Pérez y de los Rasos P. N. Juan Esteban Herrera Ce-
peda y Benito Antonio Tineo Cepeda, en violación a la Ley 
NQ 2022, sobre accidentes causados con vehículos de motor; 
Tercero: Que debe ordenar, como en efecto ordena la cance-
lación de la licencia para manejar vehículos de motor, expe-
dida en favor del prevenido, por diez años a partir de la ex-
tinción de la pena impuesta; Cuarto: Que en cuanto al fondo 
de las constituciones en parte civil, debe acoger, como en 
efecto acoge sus respectivas conclusiones y en consecuencia, 
condena al prevenido, al señor Miguel Puertas en su calidad 
de comitente del prevenido, y a la Compañía de Indemniza-
ciones, C. por A., en representación de la Compañía de Se-
guros La Comercial, a pagar solidariamente a la señora Dul-
ce María Rodríguez Vda. Morbán, en sus calidades ya indi-
cadas, la suma de seis mil pesos oro (RD$6,000.00) de indem-
nización por los daños morales y materiales por ella sufridos; 
Y a los señores Domingo Mercedes Pérez, Segundo Teniente 
P.N., y a los Rasos P. N. Juan Esteban Herrera Cepeda y 
Benito Antonio Tineo Cepeda, la suma de seiscientos pesos 
oro (RD$600.00) a cada uno, por los daños morales y mate-
riales sufridos por ellos como consecuencia del accidente; 
Quinto: Que debe condenar, como en efecto condena solida-
riamente, al prevenido, al señor Miguel Puertas y a la Com-
pañía de Indemnizaciones, C. por A., en representación de 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Joaquín Ramírez de la Rocha, cédula 4034:3 

serie 1, sello 1436, por sí y por el Dr. Obdulio E. Ogando R 
cédula 32350, serie 1, sello 67458, ambos abogados de la n 
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, en fecha dos de junio de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Dr. Obdulio E. 
Ogando, en nombre y representación de la Compañía de Se-
guros La Comercial; 

Visto el memorial de casación de fecha veintitrés de oc-
tubre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los 
Dres. Joaquín Ramírez de la Rocha y Obdulio E. Ogando, 
en el cual se alegan contra la sentencia impugnada los me-
dios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1315 y 1384 del Código 'Civil; 141 
del Código de Procedimiento Civil, y 1°, 20, 43 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada, y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha ocho de junio de mil novecientos cincuenta y ocho 
ocurrió en esta ciudad un accidente automovilístico del cual 
resultaron varias personas con golpes, a consecuencia de los 
cuales falleció Julio Morbán; b) que, apoderada del caso, la 
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional dictó en fecha trece de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y ocho una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Que debe declarar, como en efecto 
declara, regulares y válidas las constituciones en parte civil 
de los señores Dulce María Rodríguez Viuda Morbán, en su 
doble calidad de cónyuge superviviente común en bienes y de 
tutora legal de los menores Georgina Altagracia, Julio César, 
Gleny Mercedes y Angela María Morbán Rodríguez; Domin- 

go Mercedes Pérez, Segundo Teniente, Policía Nacional, Juan 
Esteban Herrera Cepeda y Benito Antonio Tineo .Cepeda, Ra-
sos de la Policía Nacional, contra el prevenido, el dueño del 
vehículo Miguel Puertas, y las Compañía de Indemnizacio-
nes, C. por A., en representación de la Compañía General de 
seguros La Comercial, en cuanto a la forma; Segundo: Que 
debe condenar, como en efecto condena, al prevenido Santia-
go Vásquez Martínez, a sufrir tres años de prisión correc-
cional y a pagar una multa de quinientos pesos oro (RD 
$500.00), por el delito de homicidio involuntario en la perso-
na de Julio Morbán, Cabo E. N., y golpes y heridas involun-
tarios en perjuicio del Segundo Teniente P. N., Domingo Mer-
cedes Pérez y de los Rasos P. N. Juan Esteban Herrera Ce-
peda y Benito Antonio Tineo Cepeda, en violación a la Ley 
N9  2022, sobre accidentes causados con vehículos de motor; 
Tercero: Que debe ordenar, como en efecto ordena la cance-
lación de la licencia para manejar vehículos de motor, expe-
dida en favor del prevenido, por diez años a partir de la ex-
tinción de la pena impuesta; Cuarto: Que en cuanto al fondo 
de las constituciones en parte civil, debe acoger, como en 
efecto acoge sus respectivas conclusiones y en consecuencia, 
condena al prevenido, al señor Miguel Puertas en su calidad 
de comitente del prevenido, y a la Compañía de Indemniza-
ciones, C. por A., en representación de la Compañía de Se-
guros La Comercial, a pagar solidariamente a la señora Dul-
ce María Rodríguez Vda. Morbán, en sus calidades ya indi-
cadas, la suma de seis mil pesos oro (RD$6,000.00) de indem-
nización por los daños morales y materiales por ella sufridos; 
y a los señores Domingo Mercedes Pérez, Segundo Teniente 
P.N., y a los Rasos P. N. Juan Esteban Herrera Cepeda y 
Benito Antonio Tineo Cepeda, la suma de seiscientos pesos 
oro (RD$600.00) a cada uno, por los daños morales y mate-
riales sufridos por ellos como consecuencia del accidente; 
Quinto: Que debe condenar, como en efecto condena solida-
riamente, al prevenido, al señor Miguel Puertas y a la Com-
pañía de Indemnizaciones, C. por A., en representación de 
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la Compañía General de Seguros La Comercial, en sus ca-
lidades ya indicadas, al pago de las costas civiles de las di-
versas constituciones en parte civil, con distracción de las 
mismas en provecho de los abogados Dr. Rafael Alcides Ca-
mejo y Licdos. Elpidio Eladio Mercedes y Noel Graciano C., 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: 
Que debe declarar, como In efecto declara, oponible las con-
clusiones civiles en lo que respecta a la constitución de la se-
ñora Dulce María Rodríguez Vda. Morbán, a la Compañía 
General de Seguros La' Comercial; Séptimo: Que debe con-
denar y condena al mismo prevenido Santiago Vásquez Mar-
tínez, a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional 
por el delito de abandono de las víctimas del accidente; y 
Octavo: Que debe condenar al mencionado prevenido al pago 
de las costas penales"; c) Que, sobre recurso del prevenido 
Vásquez Martínez, de Miguel Puertas, declarada persona ci-
vilmente responsable, y de la Compañía General de Seguros 
La Comercial representada por la Compañía de Indemniza-
ciones, C. por A., la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
después de varias audiencias, dictó en fecha veintiuno de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y nueve, una sentencia, que 
es la ahora recurrida en casación, con el siguiente dispositi-
vo: "Falla: Primero: Declara regulares y válidas, en sus 
respectivas formas, las presentes apelaciones; Segundo: Mo-
difica la sentencia apelada, dictada en atribuciones correé-
cionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Priméra Instancia del Distrito Nacional, en fecha 13 del mes 
de agosto de 1958, en cuanto a las condenaciones penales im-
puestas por.violación a la Ley N9  2022, homicidio involunta-
rio en perjuicio de Julio Morbán, y golpes y heridas involun-
tarios en perjuicio de varias personas, y, en consecuencia, 
condena al prevenido Santiago Vásquez Martínez a dos años 
de prisión correccional y al pago de una multa de quinientos 
pesos oro dominicanos, (RD$500.00), que en caso de insol-
vencia compensará con prisión a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar; confirmando la sentencia recurrida 

en sus demás aspectos, cuyo dispositivo copiado textualmen-
te dice así (se ha transcrito en parte anterior) ; Tercero: Con-
dena al prevenido Santiago Vásquez Martínez y a la persona 
civilmente responsable Miguel Puertas al pago solidario de 
las costas civiles, distraídas en provecho del Licenciado Noel 
Graciano C., abogado de la parte civil constituida, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte; &arto: Condena 
al prevenido Santiago Vásquez Martínez al pago de las cos-
tas penales"; 

Considerando que, contra la sentencia impugnada, la 
Compañía recurrente alega los siguientes medios: 1 9  Viola-
ción del artículo 1384 del Código Civil combinado con el ar-
tículo 1315 del mismo Código; y 29 Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil. Desnaturalización de los 
hechos y circunstancias de la causa. Contradicción entre los 
motivos y el dispositivo de la sentencia. Falta de base legal; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento del primer 
medio, la recurrente sostiene,•en resumen, que la sentencia 
impugnada ha declarado a Miguel Puertas persona civilmen-
te responsable del hecho de su empleado Santiago Vásquez 
Martínez, con consideraciones que se apartan de los hechos 
de la causa, con razonamientos que se desbordan de los ele-
mentos aportados al debate, y negando o desconociendo 
otros hechos, como las declaraciones de testigos que hacen 
alusión al sistema empleado por Puertas con los Choferes 
que manejan sus carros, en forma de locación, caso en el 
cual estaba el contrato con Santiago Vásquez Martínez; que, 
en la especie, no se hizo la prueba de que existía entre Puertas 
y Santiago Vásquez Martínez de la relación de comitente a 
empleado, por no haberse demostrado que, en el momento del 
accidente, el segundo estaba bajo la subordinación y depen-
dencia del primero; pero, 

Considerando, que la relación de una persona con otra, 
como comitente y empleado, es una cuestión de hecho, que 
escapa al control de la casación, a menos que, para darla por 
establecida, los jueces del fondo desnaturalicen los hechos de 
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la Compañía General de Seguros La Comercial, en sus ca-
lidades ya indicadas, al pago de las costas civiles de las di-
versas constituciones en parte civil, con distracción de las 
mismas en provecho de los abogados Dr. Rafael Alcides Ca-
rne» y Licdos. Elpidio Eladio Mercedes y Noel Graciano C., 
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Sexto: 
Que debe declarar, como In efecto declara, oponible las con-
clusiones civiles en lo que respecta a la constitución de la se-
ñora Dulce María Rodríguez Vda. Morbán, a la Compañía 
General de Seguros La* Comercial; Séptimo: Que debe con-
denar y condena al mismo prevenido Santiago Vásquez Mar-
tínez, a sufrir la pena de seis meses de prisión correccional 
por el delito de abandono de las víctimas del accidente; y 
Octavo: Que debe condenar al mencionado prevenido al pago 
de las costas penales"; c) Que, sobre recurso del prevenido -1 
Vásquez Martínez, de Miguel Puertas, declarada persona ci-
vilmente responsable, y de la Compañía General de Seguros 
La Comercial representada por la Compañía de Indemniza-
ciones, C. por A., la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
después de varias audiencias, dictó en fecha veintiuno de ma-
yo de mil novecientos cincuenta y nueve, una sentencia, que 
es la ahora recurrida en casación, con el siguiente dispositi-
vo: "Falla: Primero: Declara regulares y válidas, en sus 
respectivas formas, las presentes apelaciones; Segundo: Mo-
difica la sentencia apelada, dictada en atribuciones corree-
cionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Priméra Instancia del Distrito Nacional, en fecha 13 del mes 
de agosto de 1958, en cuanto a las condenaciones penales im-
puestas por.violación a la Ley N9  2022, homicidio involunta-
rio en perjuicio de Julio Morbán, y golpes y heridas involun-
tarios en perjuicio de varias personas, y, en consecuencia, 
condena al prevenido Santiago Vásquez Martínez a dos años 
de prisión correccional y al pago de una multa de quinientos 
pesos oro dominicanos, (RD$500.00), que en caso de insol-
vencia compensará con prisión a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar; confirmando la sentencia recurrida 

en sus demás aspectos, cuyo dispositivo copiado textualmen-
te dice así (se ha transcrito en parte anterior) ; Tercero: Con-
dena al prevenido Santiago Vásquez Martínez y a la persona 
civilmente responsable Miguel Puertas al pago solidario de 
las costas civiles, distraídas en provecho del Licenciado Noel 
Graciano C., abogado de la parte civil conmtituída, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte; Cuarto: Condena 
al prevenido Santiago Vásquez Martínez al pago de las cos-
tas penales"; 

Considerando que, contra la sentencia impugnada, la 
Compañía recurrente alega los siguientes medios: 19 Viola-
ción del artículo 1384 del Código Civil combinado con el ar-
tículo 1315 del mismo Código; y 29 Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil. Desnaturalización de los 
hechos y circunstancias de la causa. Contradicción entre los 
motivos y el dispositivo de la sentencia. Falta de base legal; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento del primer 
medio, la recurrente sostiene,•en resumen, que la sentencia 
impugnada ha declarado, a Miguel Puertas persona civilmen-
te responsable del hecho de su empleado Santiago Vásquez 
Martínez, con consideraciones que se apartan de los hechos 
de la causa, con razonamientos que se desbordan de los ele-
mentos aportados al debate, y negando o desconociendo 
otros hechos, como las declaraciones de testigos que hacen 
alusión al sistema empleado por Puertas con los Choferes 
que manejan sus carros, en forma de locación, caso en el 
cual estaba el contrato con Santiago Vásquez Martínez; que, 
en la especie, no se hizo la prueba de que existía entre Puertas 
y Santiago Vásquez Martínez de la relación de comitente a 
empleado, por no haberse demostrado que, en el momento del 
accidente, el segundo estaba bajo la subordinación y depen-
dencia del primero; pero, 

Considerando, que la relación de una persona con otra, 
como comitente y empleado, es una cuestión de hecho, que 
escapa al control de la casación, a menos que, para darla por 
establecida, los jueces del fondo desnaturalicen los hechos de 
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la causa, lo que no ocurre en esta especie; que, para dar po r 
 establecida esa relación, en la especie, la Corte a qua ha 

llegado a su convicción teniendo en cuenta que el carro se 
guardaba en el garaje de Puertas; que su matrícula la paga-
ba Puertas, lo mismo que las reparaciones; y que el carro no 
podía viajar de una ciudad a otra sin permiso de Puertas, 
circunstancias estas acerca de cuya existencia se produjeron 
testimonios en la causa, siendo indiferente que hubiera testi-
monios en otros sentidos, a los cuales la Corte a qua ludo 
legítimamente no dar crédito, dentro de su poder de apre-
ciación de los hechos; que, por tanto, el primer medio del 
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento de la primera 
parte del segundo medio del recurso, la recurrente sostiene 
que la sentencia ha desnaturalizadO los hechos de la causa, 
por cuanto en las hojas de audiencia, constan pruebas de que 
Puertas tenía el carro que manejaba Vásquez Martínez dado 
en arrendamiento a éste, mediante un alquiler de RD$6.50 
por día; pero, 

Considerando que el alegato que se acaba de resumir no 
es sino la reiteración del primer medio, que ya ha sido de-
sestimado con las razones pertinentes; 

Considerando que en la segunda parte del segundo me-
dio, la Compañía recurrente sostiene que la sentencia tiene 
motivos en contradicción con el dispositivo, por cuanto en 
los motivos se reconoce que Domingo E. Pérez, Juan E. He-
rrera y Benito Antonio Cepeda presentaron formal renuncia 
a sus reclamaciones civiles, en tanto que en el texto de la 
sentencia de la Tercera Cámara Penal, confirmada por la 
Corte a qua, aparecen esas mismas personas como benefi-
ciarias de condenaciones civiles a cargo del prevenido, de 
Miguel Puertas y de la Compañía General de Seguros, La 
Comercial; 

Considerando que, en efecto, existe la contradicción de-
nunciada por la Compañía recurrente, ya que en las actas de 
audiencia que figuran en el expediente consta que Pérez, He- 
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rrera y Cepeda, ya citados con sus nombres completos, re-
nunciaron a sus reclamaciones por haber celebrado arreglos 
con la Compañía aseguradora; que, por tanto, en cuanto a 
este punto, la sentencia debe ser anulada sin envío, por no 
quedar, respecto a este punto, nada que juzgar; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío, la sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha veinti-
uno de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo se ha transcrito, en la parte de éste que concede in-
demnizaciones civiles a Domingo E. Pérez, Juan E. Herrera y 
Benito Antonio Cepeda; Segundo: Rechaza en lo demás el 
recurso de casación interpuesto por la Compañía General de 
Seguros contra la misma sentencia; y Tercero: Condena a la 
recurrente al pago de las costas de casación; - 

' (Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
'señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.j Ernesto Curiel hijo. 
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la causa, lo que no ocurre en esta especie; que, para dar po r 
 establecida esa relación, en la especie, la Corte a qua ha 

llegado a su convicción teniendo en cúenta que el carro se 
guardaba en el garaje de Puertas; que su matrícula la paga-
ba Puertas, lo mismo que las reparaciones; y que el carro no 
podía viajar de una ciudad a otra sin permiso de Puertas, 
circunstancias estas acerca de cuya existencia se produjeron 
testimonios en la causa, siendo indiferente que hubiera testi-
monios en otros sentidos, a los cuales la Corte a qua luido 
legítimamente no dar crédito, dentro de su poder de apre-
ciación de los hechos; que, por tanto, el primer medio del 
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que, en el desenvolvimiento de la primera 
parte del segundo medio del recurso, la recurrente sostiene 
que la sentencia ha desnaturalizado los hechos de la causa, 
por cuanto en las hojas de audiencia, constan pruebas de que 
Puertas tenía el carro que manejaba Vásquez Martínez dado 
en arrendamiento a éste, mediante un alquiler de RD$6.50 
por día; pero, 

Considerando que el alegato que se acaba de resumir no 
es sino la reiteración del primer medio, que ya ha sido de-
sestimado con las razones pertinentes; 

Considerando que en la segunda parte del segundo me-
dio, la Compañía recurrente sostiene que la sentencia tiene 
motivos en contradicción con el dispositivo, por cuanto en 
los motivos se reconoce que Domingo E. Pérez, Juan E. He-
rrera y Benito Antonio Cepeda presentaron formal renuncia 
a sus reclamaciones civiles, en tanto que en el texto de la 
sentencia de la Tercera Cámara Penal, confirmada por la 
Corte a qua, aparecen esas mismas personas como benefi-
ciarias de condenaciones civiles a cargo del prevenido, de 
Miguel Puertas y de la Compañía General de Seguros, La 
Comercial; 

Considerando que, en efecto, existe la contradicción de-
nunciada por la Compañía recurrente, ya que en las actas de 
audiencia que figuran en el expediente consta que Pérez, He- 

rrera y Cepeda, ya citados con sus nombres completos, re-
nunciaron a sus reclamaciones por haber celebrado arreglos 
con la Compañía aseguradora; que, por tanto, en cuanto a 
este punto, la sentencia debe ser anulada sin envío, por no 
quedar, respecto a este punto, nada que juzgar; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío, la sentencia 
de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha veinti-
uno de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo se ha transcrito, en la parte de éste que concede in-
demnizaciones civiles a Domingo E. Pérez, Juan E. Herrera y 
Benito Antonio Cepeda; Segundo: Rechaza en lo demás el 
recurso de casación interpuesto por la Compañía General de 
Seguros contra la misma sentencia; y Tercero: Condena a la 
recurrente al pago de las costas de casación; - 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan  A. Morel.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.1 Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe, 
cha 19 de diciembre de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Prudencia Rosa del Socorro, Augusto, Petronila Ma - 

ría y Aurea Vicenta Pineda Jiménez. 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Recurrido: Dominican Fruit and Steamship Co. C. por A. 

Abogado: Dr. Juan Bautista Yépez Félix. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus: 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
doctor Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores 
Manuel Ramón Ruiz Tejada y licenciado Barón T. Sánchez 
L., asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veinticinco del mes de noviembre de mil novecientos cincuen-
ta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restau-
ración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Domini-
can Fruit and Steamship Co. C. por A., compañía agrícola 
establecida de acuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, con su principal establecimiento en la casa NQ 6 de 
la calle Luperón, de Ciudad Trujillo, contra sentencia dictada 
en fecha diecinueve de diciembre del año mil novecientos cln - 

cuenta y ocho, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
en atribuciones civiles, y cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, Serie 

10, sello 3748, abogado de los recurridos Prudencia Rosa del 
Socorro, Augusto, Petronila María y Aurea Vicenta Pineda 
Jiménez, representados por su madre y tutora legal, la se-
ñora Sebastiana Jiménez, dominicana, mayor de edad, sol-
tera, de oficios domésticos del domicilio y residencia de la 
sección de Jura Municipio de Azua, cédula 4169, Serie 10, 
sello NQ 1746856, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en Secretaría, 
de fecha nueve de febrero del aria de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, por el abogado de la recurrente, Dr. Julio 
Bautista Yépez Félix, cédula 5783, serie 1 1 , sello 48042, y en 
el cual se invocan los medios de casación que más adelante 
se expresarán; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Angel 
S. Canó Pelletier, abogado de la parte recurrida, notificado 
en fecha cuatro de abril del año de mil novecientos cincuen-
ta y nueve; 

Vistos los respectivos escritos de ampliación a sus me-
'moriales de casación y de defensa, suscritos por los abogados 
)1e las partes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1 de la Ley N" 385 de fecha once 

noviembre del año de 1932, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
_ documentos a que ella se refiere consta que con motivo de 

una demanda civil en reclamación de daños y perjuicios in-
tentada por la señora Sebastiana Jiménez, a nombre y re-
presentación de sus hijos menores reconocidos Manuel Au- 
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Socorro, Augusto, Petronila María y Aurea Vicenta Pineda 
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de fecha nueve de febrero del año. de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, por el abogado de la recurrente, Dr. Julio 
Bautista Yépez Félix, cédula 5783, serie la, sello 48042, y en 
el cual se invocan los medios de casación que más adelante 
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Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Angel 
S. Canó Pelletier, abogado de la parte recurrida, notificado 
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Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta que con motivo de 
una demanda civil en reclamación de daños y perjuicios in-
tentada por la señora Sebastiana Jiménez, a nombre y re-
presentación de sus hijos menores reconocidos Manuel Au- 
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gusto, Petronila, Rosa, Aurea, Vicenta y Providencia Pine-
da, contra la Dominican Fruit and Steamship Company, en 

 fecha dieciocho de julio del año de mil novecientos cincuen-
ta y o o, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicia e Azua, dictó una sentencia con el siguiente disposi_ 
tivo: ALLA: PRIMERO: Que debe rechazar como al efec-
to r aza la demanda en reclamación de daños y perjuicios 
inte t da por la señora Sebastiana Jiménez, actuando por si 
y a mbre y representación de sus hijos menores Manuel 
Augu o, Petronila, Rosa, Aurea Vicenta y Providencia, con-
tra la Dominican Fruit And Steamship Company, por impro-
cedente y mal fundada; SEGUNDO: Que debe condenar y 
condena a la señora Petronila Jiménez, parte demandante 
que sucumbe, al pago de las costas, con distracción en pro-
vecho dej Dr. Juan Bautista Yépez el , quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que contra dicha cisión recurrieron en 
apelación los demandantes, y la Co e de Apelación de San 
Cristóbal, apoderada de dicho recurs dictó en fecha dieci-
nueve de diciembre del año 1958 la tencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguient "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido el presente ecurso de apelación; 
SEGUNDO: Revoca en todas sus partes la sentencia apelada; 
TERCERO: Condena a la Dominican Fruit And Steamship 
Company, C. por A., a pagar una indemnización de RD$768.- 
00 a la parte intimante, por los daños y perjuicios morales y 
materiales sufridos por ésta a consecuencia de la falta que 
le ha sido imputada a la parte demandada; CUARTO: Con-
dena a la Dominican Fruit And Steamship Company, C. por 
A., al pago de las costas del procedimiento, ordenándose su 
distracción en favor del abogado de la parte intimante, Lic. 
Angel Salvador Canó letier, quien afirmó haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que at  recurrente invoca, en apoyo de su 
recurso, los siguientes medios de casación: "Primer Medio: 
Violación del artículo 1315 del Código Civil.— Falta de Base 
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Legal.— Falsa Apreciación de los hechos y documentos de 
la causa.— Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del 
Código Civil y Falta de Base Legal.— Violación de la Ley 
N9 385 del 11 de noviembre de 1932, sobre accidentes de 
trabajo, en dos aspectos".— Tercer Medio: Violación del ar-
tículo 1315 del Código Civil y haber fallado Ultra Petita". 

Considerando que la Corte a qua, para dictar la senten-
cia impugnada se fundó en que habiendo Santiago Pineda, 
causante de los recurridos, perdido la vida a consecuencia de 
un accidente de trabajo, su patrono estaba obligado "a cum-
plir con las previsiones de la Ley N9 385; que al no hacerlo, 
esto es, al no dar "el aviso legal correspondiente al Magis-
Irado Juez de Paz del Municipio de Azua, ni a la compañía 
aseguradora,ksi  tenía ese trabajador asegurado,  incurrió en 
una falta" que ocasionó perjuicio a los causahabientes o 
herederos de Santiago Pineda, al no poder éstos recibir la 
indemnización que se acuerda en esos casos"; l..  T 

 

Considerando que la Ley N9 385 sobre accidentes del 
trabajo instituye un régimen imperativo de reparación; que, 
en consecuencia, la acción en reparación que dicho régimen 
reserva a los trabajadores lesionados en ocasión o como con-
'ecuencia del trabajo que ejecuten por cuenta de otro, no 
puede transmutarse en una acción en daños y perjuicios su-
jeta al derecho común; que, en la especie, aunque cierta-
mente el patrono de la víctima estaba legalmente obligado, 

-majo pena de multa, a participar al Juez de Paz del munici-
pio de Azua, el accidente sufrido por Pineda, calificado como 
.grave por la Corte a qua, tal falta no podía privar a los cau-
sahabientes de la víctima de que se les reconocieran las in-
demnizaciones que la ley les acuerda, como se afirma en 
la sentencia impugnada, ya que nada se oponía a que dichol 
causahabientes, conforme a su interés, sustituyeran con su 
personal diligencia la inercia de la ahora recurrente, la Do-
rrtinican Fruit and Steamship Company, informaran al Juez 

/;,de Paz, del accidente, e impulsaran así el procedimiento or-
lanizado por la Ley N°  385, para casos como el presente; 

4 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2365 

1 

gusto, Petronila, Rosa, Aurea, Vicenta y Providencia Pine-
da, contra la Dominican Fruit and Steamship Company, en 

 fecha dieciocho de julio del año de mil novecientos cincuen-
ta y o o, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicia e Azua, dictó una sentencia con el siguiente disposi_ 
tivo: ALLA: PRIMERO: Que debe rechazar como al efec-
to r aza la demanda en reclamación de daños y perjuicios 
inte t da por la señora Sebastiana Jiménez, actuando por si 
y a mbre y representación de sus hijos menores Manuel 
Augu o, Petronila, Rosa, Aurea Vicenta y Providencia, con-
tra la Dominican Fruit And Steamship Company, por impro-
cedente y mal fundada; SEGUNDO: Que debe condenar y 
condena a la señora Petronila Jiménez, parte demandante 
que sucumbe, al pago de las costas, con distracción en pro-
vecho dej Dr. Juan Bautista Yépez Tel -, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que contra dicha cisión recurrieron en 
apelación los demandantes, y la Co e de Apelación de San 
Cristóbal, apoderada de dicho recurs dictó en fecha dieci-
nueve de diciembre del año 1958 la tencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguient "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido el presente ecurso de apelación; 
SEGUNDO: Revoca en todas sus partes la sentencia apelada; 
TERCERO: Condena a la Dominican Fruit And Steamship 
Company, C. por A., a pagar una indemnización de RD$768.- 
00 a la parte intimante, por los daños y perjuicios morales y 
materiales sufridos por ésta a consecuencia de la falta que 
le ha sido imputada a la parte demandada; CUARTO: Con-
dena a la Dominican Fruit And Steamship Company, C. por 
A., al pago de las costas del procedimiento, ordenándose su 
distracción en favor del abogado de la parte intimante, Lic. 
Angel Salvador Canóletier, quien afirmó haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que a recurrente invoca, en apoyo de su 

recurso, los siguientes medios de casación: "Primer Medio: 
Violación del artículo 1315 del Código Civil.— Falta de Base 

Legal.— Falsa Apreciación de los hechos y documentos de 
la causa.— Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del 
Código Civil y Falta de Base Legal.— Violación de la Ley 
N9 385 del 11 de noviembre de 1932, sobre accidentes de 
trabajo, en dos aspectos".— Tercer Medio: Violación del ar-
tículo 1315 del Código Civil y haber fallado Ultra Petita". 

Considerando que la Corte a qua, para dictar la senten-
cia impugnada se fundó en que habiendo Santiago Pineda, 
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Considerando que las costas serán compensadas cuan.. 
do la sentencia fuere e da por un medio suscitado de ofi-

la Suprema Co e de Justicia; 
Por tales motivos Primero: Casa la sentencia dicta , 

por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en atribucione s 
 civiles de fecha diecinueve de noviembre del año de mil no. 

vecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por ante la 
Corte de Apelación de dan Juan de la Maguana; y Segundo: 
Compensa las costas. ) 

(Firmados) Feo. Eh) idio Beras.— Juan A. Morel.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.-- Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Barón T. Sán-
chez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y tué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que ,. 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

si NTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 
fecha 3 de agosto de 1959. 

lateria: Penal. 

urrente: Aurea Luz del Castillo Sosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

mi* 
En nombre de la República, la Suprema Corte do Jus- 

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri, 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
treinta del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente. sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurea Luz 
del Castillo Sosa, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
oficios domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad ; 
en la calle José Joaquín Pérez, NI> 19, cédula 8112, serie 49. 
sello 2391812, contra sentencia pronunciada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha tres de agosto del mil novecientos cincueni 
ta y nueve, cuyo. dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
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audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
treinta del mes de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aurea Luz 
del Castillo Sosa, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
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en la calle José Joaquín Pérez, No 19, cédula 8112, serie 49. 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
tres de agosto del mil novecientos cincuenta y nueve en l a 

 Secretaría de la Corte a qua a requerimiento de la recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe•, 
rado y vistos los artículos 1, 4, párrafo IV, de la Ley N" 2402 
del año 1950; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación! 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha dieciséis de abril del mil novecientos cincuenta y 
nueve, Aurea Luz del Castillo Sosa presentó querella en la 
Policía Nacional contra Carlos Raúl Hernández Bonelly por 
no cumplir éste con sus obligaciones de padre de la menor 
Jacqueline Patricia, de un año y diez meses de edad, que la 
querellante declaró haber procreado con él y reclamó que le 
fuera asignada una pensión mensual de setenticinco pesol 
oro; b) que ante el Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Nacional, las partes no se conciliaron, 
por cuanto el intimado Carlos Raúl Hernández Bonelly —só-
lo ofreció la cantidad de diez pesos oro mensuales que no 
fué aceptada por la querellante, de todo lo cual fué levantada 
el acta correspondiente; c) que apoderada del hecho la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de) 
Distrito NaCional, pronunció, en 'fecha veintinueve de mayo 
del mil novecientos cincuenta y nueve, la sentencia que con-
tiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra no culpable al nombrado Carlos Raúl Hernández Bonelly 
del delito de violación a la Ley N' 2402, en perjuicio de una 
menor procreada con Aurea Luz del Castillo Sosa, por no 
haberse establecido que existiera violación de ella, y en con-
secuencia lo descarga por no estar en falta; SEGUNDO: Se 

le fija una pensión alimenticia a favor de la referida menor 
de RD$50.00 mensuales; TERCERO: Se ordena la ejecución 
provisional de la sentencia a partir del día 16 de abril de 
1959; CUARTO: Lo condena al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso del prevenido, 12; 
Corte de Apelaéión de Ciudad Trujillo pronunció la senten-
cia ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo que a 
continuación se transcribe: "FALLA: PRIMERO: Declam) 
bueno y válido en la forma, el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Modifica en cuanto al monto de la pensión men-' 
sual se refiere, la sentencia apelada, dictada en atribuciones 
correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera' Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
29 del mes de mayo del, año 1959, cuyo dispositivo apareco 
copiado en otro lugar del presente fallo; y obrando por pro-
pia autoridad, fija en la suma de treinta pesos oro dominica- , 

 nos (RD$30.00), la pensión que el prevenido Carlos Raúl 
Hernández Bonelly debe pasar a la madre querellante señora 
Aurea Luz del Castillo Sosa, para subvenir a las atenciones 
y necesidades de la menor Jacqueline Patricia, de dos años 
de edad, procreada por ambos; y TERCERO: Declara las 
costas de oficio"; 

Considerando que como el único 'apelante de la senten-
cia de primera instancia fué el prevenido descargado penal-
mente, es evidente que el presente recurso de casación que-
da restringido necesariamente al monto de la pensión 'fijada; 

Considerando en cuanto a este aspecto, que al tenor del 
artículo primero de la Ley N9  2402 del año 1950, los jueces 
del fondo, al fijar el monto de la pensión que deben suminisA 
trar los padres a sus hijos menores de diez y ocho años, de-
ben tener en cuenta las necesidades de los menores y los me-
dios económicos de que puedan disponer los padres; 

Considerando que, en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que la Corte a qua para fijar 
en treinta pesos oro el monto de la pensión que el prevenid() 
Carlos Raúl Hernández Bonelly debe pagar a la madre que- 
rellante Aurea Luz del Castillo Sosa, para subvenir a las ne-
cesidades de la menor Jacqueline Patricia, de dos años y dos 
meses de edad, a la fecha de la sentencia, tuvo en cuentr% 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en fecha 
tres de agosto del mil novecientos cincuenta y nueve en l a 

 Secretaría de la Corte a qua a requerimiento de la recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe., 
rado y vistos los artículos 1, 4, párrafo IV, de la Ley N 0  2402 
del año 1950; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación! 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) qu e 

 en fecha dieciséis de abril del mil novecientos cincuenta m 
nueve, Aurea Luz del Castillo Sosa presentó querella en lá 
Policía Nacional contra Carlos Raúl Hernández Bonelly por 
no cumplir éste con sus obligaciones de padre de la menor 
Jacqueline Patricia, de un año y diez meses de edad, que la 
querellante declaró haber procreado con él y reclamó que le 
fuera asignada una pensión mensual de setenticinco peso9 
oro; b) que ante el Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Nacional, las partes no se conciliaron, 
por cuanto el intimado Carlos Raúl Hernández Bonelly —só-
lo ofreció la cantidad de diez pesos oro mensuales que no 
fué aceptada por la querellante, de todo lo cual fué levantada 
el acta correspondiente; c) que apoderada del hecho la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito NaCional, pronunció, en Techa veintinueve de mayo 
del mil novecientos cincuenta y nueve, la sentencia que con-
tiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Decla-
ra no culpable al nombrado Carlos Raúl Hernández Bonelly 
del delito de violación a la Ley N9  2402, en perjuicio de una 
menor procreada con Aurea Luz del Castillo Sosa, por no 
haberse establecido que existiera violación de ella, y en con-
secuencia lo descarga por no estar en falta; SEGUNDO: Se 
le fija una pensión alimenticia a favor de la referida menor 
de RD$50.00 mensuales; TERCERO: Se ordena la ejecución 
provisional de la sentencia a partir del. día 16 de abril de 
1959; CUARTO: Lo condena al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso del prevenido, lo 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo pronunció la senten-
cia ahora impugnada, la cual contiene el dispositivo que a 
continuación se transcribe: "FALLA: PRIMERO: Declara) 
bueno y válido en la forma, el presente recurso de apelación; 
SEGUNDO: Modifica en cuanto al monto de la pensión men-k 
sual se refiere, la sentencia apelada, dictada en atribuciones 
correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera' Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
29 del mes de mayo del,año 1959, cuyo dispositivo aparece 
copiado en otro lugar del presente fallo; y obrando por pro- 
pia autoridad, fija en la suma de treinta pesos oro dominica- , 

,¡ nos (RD$30.00), la pensión que el prevenido Carlos Raúl 
Hernández Bonelly debe pasar a la madre querellante señora 
Aurea Luz del Castillo Sosa, para subvenir a las atenciones 
y necesidades de la menor Jacqueline Patricia, de dos años 
de edad, procreada por ambos; y TERCERO: Declara las 
costas de oficio"; 

Considerando que como el único apelante de la senten-
cia de primera instancia fué el prevenido descargado penal-
mente, es evidente que el presente recurso de casación que-
da restringido necesariamente al monto de la pensión 'fijada; 

Considerando en cuanto a este aspecto, que al tenor del 
artículo primero de la Ley N° 2402 del año 1950, los jueceo 
del fondo, al fijar el monto de la pensión que deben suminis:1 
trar los padres a sus hijos menores de diez y ocho años, de-
ben tener en cuenta las necesidades de los menores y los me-
dios económicos de que puedan disponer los padres; 

Considerando que, en la especie, el examen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que la Corte a qua para fijar, 

.1 en treinta pesos oro el monto de la pensión que el prevenidc, 
Carlos Raúl Hernández Bonelly debe pagar a la madre que-
rellante Aurea Luz del Castillo Sosa, para subvenir a las ne-
cesidades de la menor Jacqueline Patricia, de dos años y dos 
meses de edad, a la fecha de la sentencia, tuvo en cuente 
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los elementos de juicio a que se refiere el mencionado texto 
legal, el cual ha sido, en consecuencia, bien aplicado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada, no contiene, en cuanto concierne al 
interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Aurea Luz del Castillo Sosa, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha tres 
de agosto del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini. —Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

II
SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 

I 

Recurrente: Rogelio Méndez Féliz. 

Abogados: Manuel Pérez Espinosa y Juan Pablo Espinosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
ti luto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríqueZ, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctoresi 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de nol 
viembre de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la. Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la, siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rogelio 
Méndez Féliz, dominicano, mayor de edad, agricultor, domi-
ciliado y residente en la sección de Arroyo Hondo, munici-
pio de Enriquillo, cédula 3285, serie 18, sello 252658, contra 
sentencia correccional dictada en fecha veinte de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve por la Corte de Apelación 
de Barahona, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Manuel Pérez Espinosa, cédula 22301, 

serie 18, sello 13805, por sí y por el Dr. Juan Pablo Espinosa, 

20 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 



SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 
20 de julio de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rogelio Méndez Feliz. 

Abogados: Manuel Pérez Espinosa y Juan Pablo Espinosa. 
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los elementos de juicio a que se refiere el mencionado texto 
legal, el cual ha sido, en consecuencia, bien aplicado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada, no contiene, en cuanto concierne al 
interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Aurea Luz del Castillo Sosa, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha tres 
de agosto del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini. —Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

,' K. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri- 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus- 
tituto de Presidente; doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-

, ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doctoresi 
Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge- 

': neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta del mes de nol 
viembre de 'mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la. Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia:  

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rogelio 
Méndez Féliz, dominicano, mayor de edad, agricultor, domi-
ciliado y residente en la sección de Arroyo Hondo, munici-
pio de Enriquillo, cédula 3285, serie 18, sello 252658, contra 
sentencia correccional dictada en fecha veinte de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve por la Corte de Apelación 

,t1  de Barahona, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Manuel Pérez Espinosa, cédula 22301, 

serie 18, sello 13805, por sí y por el Dr. Juan Pablo Espinosa, 



2372 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL 	 2373 

cédula 64182, serie 18, sello 62551, abogados del recurrente. 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en 
fecha cuatro de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve; 

Visto el memorial de casación de fecha diez y nueve de 
octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
los abogados del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 202 del Código de Procedimien-
to Criminal; 10 de la Ley N' 1014; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, Aní-
bal Féliz compareció por ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Azua y presentó querella contra varias per-
sonas, entre ellas el recurrente Rogelio Méndez, "por el 
hecho de haberles entregado sumas de dinero para la com-
pra de maderas de guayacán y a la fecha no han entregadc 
el ,guayarán ni el dinero efectivo"; b) que el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito judicial de Azua, por su sen-
tencia correccional de fecha once del mes' de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, declaró "su incompeten-
cia para conocer de la causa en lo que respecta a los nombra-
dos Avelino Mercedes Custodio, Angel Salvador Matos, Dio-
nisio Novas, Benito Cuello, Abigail Nin, Arcadio Nin, Pre-
bisterio Nin, Rafael Ramos, Santana Santiago, Rogelio 
Méndez y José del Carmen Méndez, y declinó por ante la ju-
risdicción competente, ordenando, además, el desglosamien -

to del expediente y pasarlo al Magistrado Procurador Fiscal 
de este Distrito Judicial, para los 'fines de la ley"; e) que 
después de varios reenvíos, el Juzgado de Primera Instan- 

da del Distrito Judicial de Barahona, así apoderado del co-
nocimiento del caso, dictó una sentencia en fecha tres de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho con el dispo-
sitivo siguiente: "PRIMERO: Que debe ordenar y ordena el 
desglose del expediente e igualmente ordena sea pasado al 
Magi trado Procurador Fiscal para los fines correspondien-
tes; SEGUNDO: Aplaza la decisión respecto a la admisión 
de la prueba testimonial para decidirlo frente a cada uno de 
los respectivos desgloses; TERCERO: Que debe reenviar y 
reenvía el conocimiento de la causa para una próxima au-
diencia; CUARTO: Se descarga a la nombrada Prudencia 
Báez, testigo no compareciente en la causa anterior, por ha-
ber justificado su incomparecencia; QUINTO: Reserva las 
costas para ser conjuntamente falladas con el fondo"; d) 
que en fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta y 
nueve, el referido Juzgado de Primera Instancia de Bara-
hona pronunció su sentencia correccional N 9  183 con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe variar 
y varía la calificación dada a los hechos puestos a cargo del 
nombrado Rogelio Méndez de abuso de confianza en perjui-
cio de Aníbal Féliz, y en consecuencia lo califica de violación 
a la Ley N0 3143; SEGUNDO: Que debe ordenar y ordena el 
reenvío de la presente causa a fin de que se cumpla la pues-
ta en mora que de manera especial marca el Art. 5 9  de la an-
tes mencionada Ley; TERCERO: Que debe reservar y re-
serva las costas para ser conjuntamente falladas con el 
fondo"; 

Considerando que sobre las apelaciones interpuestas por 
el prevenido Rogelio Méndez Féliz y la parte civil Aníbal Fé-
liz, intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lares y válidos en la forma, los recursos de apelación inter-
Puestos por el prevenido Rogelio Méndez y el señor Aníbal 
Félix, parte civil constituida, contra sentencia del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona de 
fecha 13 de febrero del ario,en curso (1959), cuyo dispositi- 
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cédula 64182, serie 18, sello 62551, abogados del recurrente 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General dL 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, en 
fecha cuatro de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve; 

Visto el memorial de casación de fecha diez y nueve de 
octubre de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
los abogados del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 202 del Código de Procedimien-
to Criminal; 10 de la Ley NQ 1014; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintiuno de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, Aní-
bal Féliz compareció por ante el Procurador Fiscal del Dis-
trito Judicial de Azua y presentó querella contra varias per-
sonas, entre ellas el recurrente Rogelio Méndez, "por el 
hecho de haberles entregado sumas de dinero para la com-
pra de maderas de guayacán y a la fecha no han entregado 
el ,guayarán ni el dinero efectivo"; b) que el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito judicial de Azua, por su sen-
tencia correccional de fecha once del mes*de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, declaró "su incompeten-
cia para conocer de la causa en lo que respecta a los nombra-
dos Avelino Mercedes Custodio, Angel Salvador Matos, Dio-
nisio Novas, Benito Cuello, Abigaíl Nin, Arcadio Nin, Pre-
bisterio Nin, Rafael Ramos, Santana Santiago, Rogelio 
Méndez y José del Carmen Méndez, y declinó por ante la ju-
risdicción competente, ordenando, además, el desglosamien -

to del expediente y pasarlo al Magistrado Procurador Fiscal 
de este Distrito Judicial, para los fines de la ley"; c) que 
después de varios reenvíos, el Juzgado de Primera Instan- 

cia del Distrito Judicial de Barahona, así apoderado del co-
. nocimiento del caso, dictó una sentencia en fecha tres de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho con el dispo-
sitivo siguiente: "PRIMERO: Que debe ordenar y ordena el 
desglose del expediente e igualmente ordena sea pasado al 

Slagi trado Procurador Fiscal para los fines correspondien-
tes; SEGUNDO: Aplaza la decisión respecto a la admisión 
de la prueba testimonial para decidirlo frente a cada uno de 
los respectivos desgloses; TERCERO: Que debe reenviar y 
reenvía el conocimiento de la causa para una próxima au-
diencia; CUARTO: Se descarga a la nombrada Prudencia 
Báez, testigo no compareciente en la causa anterior, por ha-
ber justificado su incomparecencia; QUINTO: Reserva las 
costas para ser conjuntamente falladas con el fondo"; d) 
que en fecha trece de febrero de mil novecientos cincuenta y 
nueve, el referido Juzgado de Primera Instancia de Bara-
hona pronunció su sentencia correccional N 9  183 con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe variar 
y varía la calificación dada a los hechos puestos a cargo del 
nombrado Rogelio Méndez de abuso de confianza en perjui-
cio de Aníbal Feliz, y en consecuencia lo califica de violación 
a la Ley N° 3143; SEGUNDO: Que debe ordenar y ordena el 
reenvío de la presente causa a fin de que se cumpla la pues-
ta en mora que de manera especial marca el Art. 5° de la an-
tes mencionada Ley; TERCERO: Que debe reservar y re-
serva las costas para ser conjuntamente falladas con el 
fondo"; 

Considerando que sobre las apelaciones interpuestas por 
el prevenido Rogelio Méndez Féliz y la parte civil Aníbal Fé-
liz, intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lares y válidos en la forma, los recursos de apelación inter-
Puestos por el prevenido Rogelio Méndez y el señor Aníbal 
Féliz, parte civil constituida, contra sentencia del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona de 
fecha 13 de febrero del año,en curso (1959), cuyo dispositi- 
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yo es el siguiente: "FALLA: Primero: Que debe variar y 
varía la calificación dada a los hechos puestos a cargo del 
nombrado Rogelio Méndez de abuso de confianza en per. 
juicio de Aníbal Féliz, y en consecuencia lo califica de vio-
lación a la Ley N9  3143; Segundo: Que debe ordenar y orde-
na el reenvío de la presente causa a fin de que se cumpla la 
puesta en mora que de manera especial marca el Art. 5° de 
la antes mencionada Ley; Tercero: Que debe reservar y re-
serva las costas para ser conjuntamente falladas con el fon-
do"; SEGUNDO: Anula la sentencia apelada y avocándose 
el fondb del asunto declara al prevenido Rogelio Méndez, -
culpable de abuso de confianza de una suma que excede de 
mil pesos oro y no llega a cinco mil, y en consecuencia, lo 
condena a tres meses de prisión correccional y RD$100.00 
(cien pesos oro) de multa, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; TERCERO: Declara regular y válida la 
constitución en parte civil hecha por el señor Aníbal Féliz 
cc), itra el prevenido Rogelio Méndez, y ordena la devolución 
de la suma de RD$1,497.00 (mil cuatrocientos noventa y sie-
te pesos oro), al señor Aníbal Féliz, parte civil constituida, 
a cargo dicha devolución del prevenido Rogelio Méndez, 
monto del valor de que dispuso en perjuicio de la citada par-
te civil constituida; CUARTO: Rechaza, por improcedentes 
y mal fundadas las conclusiones del prevenido tendientes a 
que se condene a la parte civil constituida señor Aníbal Féliz 
al pago de una indemnización de RD$4,500.00 (cuatro mil 
quinientos pesos oro), en su provecho, por los daños y per-
juicios que alega haberle ocasionado con su acción; QUIN-
TO: Condena al prevenido Rogelio Méndez al pago de las 
costas penales y civiles de ambas instancias, y distrae las 
últimas en provecho del Licenciado Danilo E. Santana, por 
haber afirmado que las avanzó en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios que se indican a continuación: V-- 
"Violación a los principios de la apelación"; 2°— "Violación 
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al Art. 408 del Código Penal y violación de las reglas de la 
competencia"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio, el recurrente alega, en síntesis, que "la Corte a qua 
estaba apoderada del asunto correccionalmente y no podía 
conocer del mismo", como asunto criminal, "sin que para 
ello se hubiese realizado previamente el requisito indispen-
sable de la instrucción preparatoria por el Juzgado de Ins-
trucción correspondiente"; 

Considerando que cuando el Tribunal en materia co-
rreccional, está apoderado de un hecho calificado delito, la 
declinatoria debe pronunciarse, aún de oficio por el Juez, 
tan pronto como los caracteres de un crimen se revelan, ya 
por el acto mismo del apoderamiento o bien por los debates 
y circunstancias que concurran en el caso; 

'Considerando que cuando hay apelación de la parte ci-
vil constituida contra una sentencia de primera instancia 
que no ha decidido el fondo, ese recurso produce los mismos 
efectos que el del Ministerio Público y capacita a la Corte 
de Apelación para conocer íntegramente del asunto y esta- 

' tuir a la vez sobre la acción pública y la acción civil; que, en 
la especie, la Corte a qua, apoderada por las apelaciones del 
prevenido y de la parte civil interpuestas contra el fallo de 
primer grado que se limitó a variar la calificación dada al 
hecho de delito de abuso de confianza por la del delito pre- 

• visto por la Ley N° 3143, estimó contrariamente al criterio 
del Juez de Primera Instancia que el hecho era un abuso 
de confianza de carácter criminal; que, en presencia de esa 
circunstancia, la. Corte a qua, debió declinar el asunto para 
que se realizara la instrucción preparatoria, preliminar  obli-
gado en materia criminal, lo que no hizo, sino que declaró al 
prevenido "culpable de abuso de confianza de una suma que 
excede de mil pesos oro y no llega a cinco mil" y le impuso 
penas de carácter correccional, sobre el fundamento de que 
no podía agravar la situación de dicho prevenido, sin tener 
en cuenta que la parte civil también había apelado y que ese 



I r 

2374 	 BOLETÍN JUDICIAL 

yo es el siguiente: "FALLA: Primero: Que debe variar y 
varía la calificación dada a lol hechos puestos a cargo del 
nombrado Rogelio Méndez de abuso de confianza en per 
juicio de Aníbal Féliz, y en consecuencia lo califica de vio.. 
lación a la Ley N' 3143; Segundo: Que debe ordenar y orde-
na el reenvío de la presente causa a fin de que se cumpla la 
puesta en mora que de manera especial marca el Art. 50 d e 

 la antes mencionada Ley; Tercero: Que debe reservar y re-
serva las costas para ser conjuntamente falladas con el fon-
do"; SEGUNDO: Anula la sentencia apelada y avocándose 
el fondo del asunto declara al prevenido Rogelio Méndez, 
culpable de abuso de confianza de una suma que excede de 
mil pesos oro y no llega a cinco mil, y en consecuencia, lo 
condena a tres meses de prisión correccional y RD$100.00 
(cien pesos oro) de multa, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; TERCERO: Declara regular y válida la 
constitución en parte civil hecha por el señor Aníbal Féliz 
co;itra el prevenido Rogelio Méndez, y ordena la devolución 
de la suma de RD$1,497.00 (mil cuatrocientos noventa y sie-
te pesos oro), al señor Aníbal Féliz, parte civil constituida, 
a cargo dicha devolución del prevenido Rogelio Méndez, 
monto del valor de que dispuso en perjuicio de la citada par-
te civil constituída; CUARTO: Rechaza, por improcedentes 
y mal fundadas las conclusiones del prevenido tendientes a 
que se condene a la parte civil constituída señor Aníbal Féliz 
al pago de una indemnización de RD$4,500.00 (cuatro mil 
quinientos pesos oro), en su provecho, por los daños y per-
juicios que alega haberle ocasionado con su acción; QUIN-
TO: Condena al prevenido Rogelio Méndez al pago de las 
costas penales y civiles de ambas instancias, y distrae las , 

 últimas en provecho del Licenciado Danilo E. Santana, por 
haber afirmado que las avanzó en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los medios que se indican a continuación: 1 4

—"Violación a los principios de la apelación"; 2^— "Violación 
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al Art. 408 del Código Penal y violación de las reglas de la 
competencia"; 

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo 
medio, el recurrente alega, en síntesis, que "la Corte a qua 
estaba apoderada del asunto correccionalmente y no podía 
conocer del mismo", como asunto criminal, "sin que para 
eilo se hubiese realizado previamente el requisito indispen-
sable de la instrucción preparatoria por el Juzgado de Ins-
trucción correspondiente"; 

Considerando que cuando el Tribunal en materia co-
rreccional, está apoderado de un hecho calificado delito, la 
declinatoria debe pronunciarse, aún de oficio por el Juez, 
tan pronto como los caracteres de un crimen se revelan, ya 
por el acto mismo del apoderamiento o bien por los debates 
y circunstancias que concurran en el caso; 

Considerando que cuando hay apelación de la parte ci-
vil constituída contra una sentencia de primera instancia 
que no ha decidido el fondo, ese recurso produce los mismos 
efectos que el del Ministerio Público y capacita a la Corte 
de Apelación para conocer íntegramente del asunto y esta-
tuir a la vez sobre la acción pública y la acción civil; que, en 
la especie, la Corte a qua, apoderada por las apelaciones del 
prevenido y de la parte civil interpuestas contra el fallo de 
primer grado que se limitó a variar la calificación dada al 
hecho de delito de abuso yie confianza por la del delito pre-
visto por la Ley N" 3143, estimó contrariamente al criterio 
del Juez de Primera Instancia que el hecho era un abuso 
de confianza de carácter criminal; que, en presencia de esa 
circunstancia, la. Corte a qua, debió declinar el asunto para 
que se realizara la instrucción preparatoria, preliminar obli-
gado en materia criminal, lo que no hizo, sino que declaró al 
prevenido "culpable de abuso de confianza de una suma que 
excede de mil pesos oro y no llega a cinco mil" y le impuso 
penas de carácter correccional, sobre el fundamento de que 
no podía agravar la situación de dicho prevenido, sin tener 
en cuenta que la parte civil también había apelado y que ese 
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recurso producía un efecto devolutivo general, según se dijo 
antes; que, en tales condiciones, en la sentencia impugnada 
se desconocieron las disposiciones del Art. 10 de la Ley N , 

 1014, del año 1935; que, en consecuencia, el recurso de ca-
sación de que se trata debe ser acogido, sin necesidad de 
examinar el otro medio propuesto; 

Considerando que no habiendo sido puesta en causa la 
parte civil en esta instancia en casación no procede su con-
denación al pago de las costas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y 
nueve, por la Corte de Apelación de Barahona, cuyo dispo-
sitivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal; y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F., E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y la cual fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General quo 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; doctor Carlos IVIanuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente y Ma-
nuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada y 
Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día treinta del mes de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y nueve ,años 116' de la Independácia, 97' de la Res-
tauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Meca-
nización Agrícola, C. por A., compañía por acciones, orga-
nizada y existente de conformidad con las leyes de la Repú-
blica, con asiento social en esta ciudad, contra sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, en fecha veintinueve 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, como Tribu-
nal de Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia 
a continuación: "FALLA: Primero: Que debe declarar y de-
clara regular el presente recurso de apelación interpuesto 
por Mecanización Agrícola, C. por A.; Segundo: Que debe 
atribuir y atribuye al contrato intervenido entre la reeki. 
rrente y Julio Núñez, la calificación de contrato de trabajo 
por tiempo indefinido; \Tercero: Que debe declarar y declara 
injustificado el despido del trabajador Julio Núñez, y al 
declarar resuelto el contrato por culpa del patrono, condena 
en consecuencia a la Mecanización Agrícola, C. por A., a 
pagar al trabajador Julio Núñez las siguientes sumas: a) 
Doscientos Sesenta y Cuatro Pesos Oro (RD$264.00) por 



2386 	 BOLETÍN JMICIAL 

la ciudad de Santiago; Tercero: Condena al Dr. Gilberto 
Aracena R., al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera 	Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de 
la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Te-
jada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. • 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y la cual 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Labor de la Suprema Corte de Justicia durante el 
mes de noviembre de 1959 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 12 
Recursos de casación civiles fallados 	 8 
Recursos de casación penales conocidos 	 28 
Recursos de casación penales fallados 	 23 
Causas disciplinarias conocidas   	1 
Causas disciplinarias falladas 	  1 
Defectos 	  1 
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 4 
Desistimientos 	  3 
Juramentación de Abogados 	  15 
Nombramientos Notarios 	  2 
Resoluciones .administrativas 	  18 
Autos autorizando emplazamientos 	 16 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 80 
Autos fijando causas 	  29 

• 
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Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Ciudad Trujillo, D. N., 
30 de noviembre de 1959. 
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